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INTRODUCCIÓN: 
LOS PRINCIPIOS DEL CONSTITUCIONALISMO 

MODERNO Y LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ

Los sucesos que llevaron a la sanción tanto de la “Constitución Federal 
para los Estados de Venezuela” de 1811 como de la “Constitución de la Monarquía 
Española” de Cádiz de 1812, ocurrieron 22 años después de la Revolución 
Francesa y 35 años después de la Revolución Americana; acontecimientos que
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pueden considerarse como los más importantes del mundo moderno, al transformar 
radicalmente el orden político constitucional imperante del antiguo régimen.

Dichos acontecim ientos, por supuesto, tuvieron una enorm e 
importancia tanto para Venezuela como para España, pues sus instituciones 
fueron las primeras en recibir las influencias de los mismos y de sus 
consecuencias constitucionales. Esas influencias se recibieron en forma 
paralela, cuando los proceres de la Independencia de Venezuela se 
encontraban en la tarea de elaborar las bases de un nuevo sistema jurídico- 
estatal para un nuevo Estado independiente, que era el segundo en su género 
en la historia política del mundo moderno después de los Estados Unidos de 
Norte América; y cuando los constituyentes de Cádiz llevaban a cabo la 
ta rea  de transform ar una M onarquía absolu ta en una M onarquía 
parlamentaria constitucional, lo que antes había ocurrido como consecuencia 
de la Revolución Francesa.

Tanto en España como Venezuela, por tanto, puede decirse que 
formularon sus instituciones bajo la influencia directa y los aportes al 
constitucionalismo de aquellas dos revoluciones1, pero en Venezuela ello ocurrió 
incluso, antes de que se operaran los cambios constitucionales en España.

Ello, ciertamente, se configura como un hecho único en América Latina, 
pues al contrario, la mayoría de las antiguas Colonias españolas que lograron 
su independencia después de 1811 y, sobre todo, entre 1820 y 1830, recibieron 
las influencias del naciente constitucionalismo español plasmado en la 
Constitución de Cádiz de 18122. Ello no ocurrió en el caso de Venezuela al 
formarse el Estado independiente, donde puede decirse que se construyó un 
nuevo Estado con un régimen constitucional moderno, mucho antes que el 
propio Estado español moderno.

1. LOS PRINCIPIOS DEL CONSTITUCIONALISMO MODERNO

Esos principios del constitucionalismo moderno que derivaron de las 
Revoluciones francesa y americana y que influyeron de una forma u otra entre

1. Véase Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la Revolución Americana (1776) y  la 
Revolución Francesa (1789) y  sus aportes al constitucionalismo moderno, Caracas, 1991.

2. Véase por ejemplo, Jorge Mario García Laguardia, Carlos Meléndez Chaverri, Marina 
Volio, La Constitución de Cádiz y  su influencia en América (175 años 1812-1987), San 
José, 1987; Manuel Ferrer Muñoz, La Constitución de Cádiz y  su aplicación en la Nueva 
España, UNAM México, 1993; Ernesto de la Torre Villas y Jorge Mario García Laguardia, 
Desarrollo histórico del constitucionalismo hispanoamericano, UNAM, México 1976.
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1810 y 1812 en los procesos constituyentes de Venezuela y de España, en 
resumen, fueron los siguientes:3

En primer lugar, la idea de la existencia de una Constitución como carta 
política escrita, emanación de la soberanía popular, de carácter rígida, permanente, 
contentiva de normas de rango superior, inmutable en ciertos aspectos y que no 
sólo organiza al Estado, es decir, no sólo tiene una parte orgánica, sino que también 
tiene una parte dogmática, donde se declaran los valores fundamentales de la 
sociedad y los derechos y garantías de los ciudadanos.

Hasta ese momento, esta idea de Constitución no existía, y las 
Constituciones, a lo sumo, eran cartas otorgadas por los Monarcas a sus 
súbditos. La primera Constitución del mundo moderno, por tanto, después de 
las que adoptaron las antiguas colonias norteamericanas en 1776 fue la de los 
Estados Unidos de América de 1787, seguida de la de Francia de 1791. La 
tercera Constitución moderna, republicana, fue la de Venezuela de 1811; y la 
cuarta, la de la Monarquía parlamentaria de Cádiz de 1812.

En segundo lugar, de esos dos acontecimientos surgió también la 
idea política derivada del nuevo papel que a partir de esos momentos 
históricos se confirió al pueblo, es decir, el papel protagónico del pueblo en 
la constitucionalización de la organización del Estado. Con esas 
Revoluciones la Constitución comenzó a ser producto del pueblo, dejando 
de ser una mera emanación de un Monarca. Por ello, en los Estados Unidos 
de América, las Asambleas coloniales asumieron la soberanía, y en Francia, 
la soberanía se trasladó del Monarca al pueblo y a la Nación; y a través de 
la idea de la soberanía del pueblo, surgieron todas las bases de la democracia 
y el republicanismo.

Por ello, en España, la Junta Central Gubernativa del Reino estableció 
un régimen de elecciones para la formación de las Cortes de Cádiz en 1810 
las cuales sancionaron la Constitución de 18 de marzo de 1812; y en 
Venezuela, la Junta Suprema conservadora de los derechos de Femando 
VII constituida en 1810, entre los primeros actos constitucionales que adoptó, 
también estuvo la convocatoria a elecciones de un Congreso General con 
representantes de las Provincias que conformaban la antigua Capitanía 
General de Venezuela, cuyos diputados (de siete de las nueve Provincias), 
en representación del pueblo, sancionaron la Constitución de 21 de diciembre 
de 1811, luego de haber declarado solemnemente la Independencia el 5 de 
Julio del mismo año.

3. Véase Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre... op. cit., pp. 85 y ss. y 182 y ss.
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En tercer lugar, de esos dos acontecimientos políticos resultó el 
reconocimiento y declaración formal de la existencia de derechos naturales 
del hombre y de los ciudadanos, con rango constitucional, y por tanto, que 
debían ser respetados por el Estado. La libertad se constituyó, con esos 
derechos como un freno al Estado y a sus poderes, produciéndose, asi, el 
fin del Estado absoluto e irresponsable. En esta forma, a las Declaraciones 
de Derechos que precedieron a las Constituciones de las Colonias 
norteamericanas al independizarse en 1776, siguieron la Declaración de 
Derechos del Hombre y del Ciudadano de Francia de 1789, y las Enmiendas 
a la Constitución de los Estados Unidos del mismo año. La tercera de las 
declaraciones de derechos fundam entales en la h is to ria  del 
constitucionalismo moderno, fue la Declaración de Derechos del Pueblo 
adoptada el Io de julio de 1811 por la sección de Caracas del Congreso 
General de Venezuela, texto que meses después se recogió ampliado, en el 
Capítulo VII de la Constitución de diciembre de 1811.

En cuarto lugar, además, dentro de la misma línea de limitación al 
Poder Público para garantizar la libertad de los ciudadanos, las Revoluciones 
francesa y americana aportaron al constitucionalismo la idea fundamental 
de la separación de poderes. Esta se formuló, en primer lugar, en la 
Revolución americana, razón por la cual la estructura constitucional de los 
Estados Unidos se montó, en 1787 sobre la base de la separación orgánica 
de poderes. El principio, por supuesto, se recogió aún con mayor fuerza en 
el sistema constitucional que resultó del proceso revolucionario francés, 
donde se le agregaron como elementos adicionales, el principio de la 
supremacía del Legislador resultado de la consideración de la ley como 
expresión de voluntad general; y el de la prohibición a los jueces de interferir 
en cualquier forma en el ejercicio de las funciones legislativas y 
administrativas. La Constitución venezolana de diciembre de 1811, en esta 
forma, fue el tercer texto constitucional del mundo moderno, en establecer 
expresa y precisamente el principio de la separación de poderes, aun cuando 
más dentro de la línea del balance norteamericano que de la concepción 
extrema francesa; siendo la Constitución de Cádiz de 1812, la cuarta 
Constitución que adoptó el principio de separación de poderes, siguiendo 
más el esquema francés de la Monarquía parlamentaria.

En quinto lugar, de esos dos acontecimientos políticos puede decirse 
que resultaron los sistemas de gobierno que han dominado en el mundo 
moderno: el presidencialismo, producto de la Revolución americana; y el 
parlamentarismo, como sistema de gobierno que dominó en Europa después 
de la Revolución francesa, aplicado en las Monarquías parlamentarias. El
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presidencialismo se instaló en Venezuela a partir de 1811, inicialmente como 
un ejecutivo triunviral, y luego unipersonal a partir de 1819; y el 
parlamentarismo se instauró en España en 1812.

En sexto lugar, las Revoluciones americana y francesa trastocaron la 
idea misma de la función de impartir justicia, la cual dejaría de ser administrada 
por el Monarca y comenzaría a ser impartida en nombre de la Nación por 
funcionarios independientes. Además, con motivo de los aportes de la Revolución 
americana, los jueces asumieron la función fundamental en el constitucionalismo 
moderno, de controlar la constitucionalidad de las leyes; es decir, la idea de que 
la Constitución, como norma suprema, tenía que tener algún control, como 
garantía de su supremacía, y ese control se atribuyó al Poder Judicial. De allí, 
incluso, el papel político que en los Estados Unidos de Norteamérica, adquirió 
la Corte Suprema de Justicia. En Francia, sin embargo, dada la desconfianza 
revolucionaria respecto de los jueces, frente a la separación absoluta de poderes, 
sólo sería cien años después que se originaría la consolidación de la justicia 
administrativa, que aún cuando separada del Poder Judicial, controlaría a la 
Administración; y sería doscientos años después que se establecería un control 
de constitucionalidad de las leyes a cargo del Consejo Constitucional, creado 
también fuera del Poder Judicial. Tanto en la Constitución de Venezuela de 
1811 como en la Constitución de Cádiz de 1812 se reguló un Poder Judicial 
autónomo e independiente, habiéndose desarrollado en Venezuela a partir de 
1858 un control judicial de la constitucionalidad de las leyes que sólo se instauró 
en España, efectivamente, a partir de 1978.

En séptimo lugar, de esos dos acontecimientos revolucionarios surgió 
una nueva organización territorial del Estado, antes desconocida. En efecto, 
frente a las Monarquías absolutas organizadas conforme al principio del 
centralismo político y a la falta de uniformismo político y administrativo, esas 
Revoluciones dieron origen a nuevas formas de organización territorial del 
Estado, antes desconocidas, que originaron, por una parte, el federalismo, 
particularmente derivado de la Revolución americana con sus bases esenciales 
de gobierno local, y por la otra, el municipalismo, originado particularmente 
como consecuencia de la Revolución francesa. Venezuela, así, fue el primer 
país del mundo, 1811, en seguir el esquema norteamericano y adoptar la 
forma federal en la organización del Estado, sobre la base de la división 
provincial colonial; y a la vez, fue el primer país del mundo, en 1812, en haber 
adoptado la organización territorial municipal que legó la Revolución francesa. 
En España, la división provincial siguió en parte la influencia de la división 
territorial departamental de la post Revolución francesa; y se adoptaron los 
principios del municipalismo que también derivaron de la Revolución francesa.
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Estos siete principios o aportes que resultan de la Revolución americana 
y de la Revolución francesa significaron, por supuesto, un cambio radical en el 
constitucionalismo, producto de una transición que no fue lenta sino violenta, 
aún cuando desarrollada en circunstancias y situaciones distintas. De allí que, 
por supuesto, la contribución de la Revolución americana y de la Revolución 
francesa al derecho constitucional, aún en estas siete ideas comunes, hayan 
tenido raíces diferentes: en los Estados Unidos de Norte América se trataba de 
construir un Estado nuevo sobre la base de lo que eran antiguas Colonias 
inglesas, situadas muy lejos de la Metrópoli y de su Parlamento soberano, y 
que durante más de un siglo se habían desarrollado independientes entre sí, por 
sus propios medios y gozando de cierta autonomía. En el caso de Francia, en 
cambio, no se trataba de construir un nuevo Estado, sino dentro del mismo 
Estado unitario y centralizado, sustituir un sistema político constitucional 
monárquico, propio de una Monarquía absoluta, por un régimen totalmente 
distinto, de carácter constitucional y parlamentario, e incluso luego, republicano. 
Puede decirse que, mutatis mutandi, en Venezuela ocurrió un fenómeno político 
similar al de Norteamérica; y en España ocurrió también un fenómeno político 
similar al de Francia.

Ahora bien, no debe olvidarse que cuando se inició el proceso 
constituyente en Cádiz y en Venezuela, a partir de 1810, ya la República no 
existía en Francia, ni la Declaración de Derechos tenía rango constitucional, 
y la Revolución francesa había cesado. Después de la Revolución y del 
caos institucional que surgió de la misma, vino la dictadura napoleónica y la 
restauración de la Monarquía a partir de 1815, por lo que Francia continuó 
siendo un país con régimen monárquico durante buena parte del siglo XIX, 
hasta 1870.

2. Los PRINCIPIOS DEL CONSTITUCIONALISMO DE CÁDIZ

Por lo que respecta a España, los principios constitucionales que adoptaron 
las Cortes de Cádiz desde su instalación, el 24 de septiembre de 1810, y los que 
posteriormente se recogieron en el texto de la Constitución de 1812, sin duda, 
sentaron las bases del constitucionalismo español4. Ello fue así, incluso, a pesar 
de que la Constitución sólo hubiera tenido un período muy corto de vigencia,

4. El texto de la Constitución de 1812 y de los diversos Decretos de las Cortes de Cádiz
los hemos consultado en Constituciones Españolas y  Extranjeras, Tomo I, Ediciones 
de Jorge de Esteban, Taurus, Madrid 1977, pp. 73 y ss. Constitución Política de la 
Monarquía Española promulgada en Cádiz de 19 de marzo de 1812, Prólogo de 
Eduardo García de Enterría, Civitas, Madrid, 1999.
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hasta su anulación en 18145 y de que en ese lapso de dos años, haya tenido una 
dificultosa o casi nula aplicación. La Constitución y los principios adoptados 
por las Cortes de Cádiz, además, como antes se dijo, sin duda, influyeron en el 
constitucionalismo de muchos países hispanoamericanos, independientemente 
de que en sus territorios hubiera podido haber tenido alguna aplicación, pues en 
general comenzaron sus procesos de independencia y de diseño constitucional, 
precisamente con posterioridad a la vigencia de la Constitución de Cádiz.

Dentro de los principios constitucionales adoptados por las Cortes de 
Cádiz que, como se dijo, recibieron la influencia de los que derivaron de la 
Revolución Francesa y de la Revolución de Independencia de Norteamérica, y 
contribuyeron a cristalizar la quiebra del antiguo Régimen en Europa, se destacan 
los siguientes:6

En primer lugar, el principio del constitucionalismo mismo, es decir, 
como hemos dicho, el del sometimiento de los órganos del Estado a una Ley 
Superior, precisamente la Constitución, como texto escrito y rígido, concebido 
como marco limitador del poder, producto de la soberanía nacional. Por ello, 
estimamos que el constitucionalismo se inició en España, precisamente con la 
Constitución de Cádiz y no con el Estatuto o Constitución de Bayona de 1808, 
la cual fue sólo una Carta otorgada por Napoleón luego de oída una Junta 
Nacional. La Constitución de Cádiz, en cambio fue emanación de la soberanía 
y concebida en forma muy rígida por los procedimientos para su reforma, con 
cláusulas de intangibilidad temporal y absoluta.

En segundo lugar, está precisamente el principio de la soberanía nacional, 
como poder supremo ubicado en la Nación, hacia la cual se trasladó la anterior 
soberanía del Monarca que caracterizó al Antiguo Régimen. Por eso, la 
Constitución sentó el principio de que “la soberanía reside esencialmente en la

5. En pleno proceso de configuración política de Venezuela y en plena guerra de independencia, 
el 11 de diciembre de 1813, España firmó el Tratado con Francia en el que se reconoció a 
Femando VII como Rey, y éste, cinco meses después, el 4 de mayo de 1814 adoptó su 
célebre manifiesto sobre abrogación del Régimen Constitucional mediante el cual se restableció 
la autoridad absoluta del Monarca, declarando "nulos y de ningún valor ni efecto, ahora, ni 
en tiempo alguno, como si no hubiesen pasado jamás..., y se quitasen de en medio del 
tiempo" la Constitución y los actos y leyes dictados durante el periodo de gobierno 
constitucional. Véase en Constituciones Españolas y  Extranjeras, op. cit., pp. 125 y ss.

6. Véase en general, M. Artola (ed), Las Cortes de Cádiz, Madrid 1991; Rafael Jiménez 
Asensio, Introducción a una historia del constitucionalismo español, Valencia 1993; J.F. 
Merino Merchán, Regímenes históricos españoles, Tecnos, Madrid 1988; Jorge Mario 
García Laguardia "Las Cortes de Cádiz y la Constitución de 1812. Un aporte americano" 
en Jorge Mario García Laguardia, Carlos Meléndez Chaverri, Marina Volio, La Constitución 
de Cádiz y  su influencia..., op. cit., pp. 13 y ss.
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Nación” (art. 3), de lo que derivó que el Rey tuviera, un poder delegado, y 
era Rey no sólo “por la gracia de Dios” sino “de la Constitución” (art. 173). Este 
principio de la soberanía nacional, en todo caso, apareció esbozado en el Decreto 
de las Cortes de Cádiz el día de su constitución, el 24 de septiembre de 1810, al 
disponer la atribución del Poder Ejecutivo al Consejo de Regencia, para lo cual 
se llamó a sus miembros a prestar el siguiente juramento ante las Cortes:

¿Reconocéis la soberanía de la nación representada por los diputados 
de estas Cortes generales y extraordinarias? ¿Juráis obedecer sus 
decretos, leyes y constitución que se establezca según los santos fines 
para que se han reunido, y mandar observarlos y hacerlos executar?7

En tercer lugar, el principio de la división de los poderes y su limitación, 
el cual se introdujo por primera vez en un texto constitucional en España, en 
la Constitución de Cádiz, al distribuir las potestades estatales así: la potestad 
de hacer las leyes se atribuyó a las Cortes con el Rey (art. 15); la potestad 
de hacer ejecutar las leyes, al Rey (art. 16); y la potestad de aplicar las 
leyes, a los tribunales (art. 17).

El principio de la separación de poderes, sin embargo, también había tenido 
su primera aplicación en el constitucionalismo español, en el Decreto de las Cortes 
de Cádiz del día de su constitución, el 24 de septiembre de 1810, el cual partió del 
supuesto de que no convenía “queden reunidos el Poder Legislativo, el Ejecutivo 
y el Judiciario”, declarando entonces que las propias Cortes, que venían de 
arrogarse la soberanía nacional, “se reservan el ejercicio del poder legislativo en 
toda su extensión”. En cuanto al Poder Ejecutivo, el mismo, en ausencia del Rey, 
se delegó al Consejo de Regencia; y en cuanto al Poder Judicial, las Cortes 
declararon que confirmaban “por ahora a todos los tribunales y justicias 
establecidas en el reino, para que continúen administrando justicia según las leyes”.

En cuanto a las Cortes, estas se configuraron como un parlamento 
unicameral, con independencia respecto de los otros poderes del Estado, cuyos 
diputados eran inviolables por sus opiniones (art. 128), sin que el Rey las pudiera 
disolver. Las Cortes, además, eran autónomas en cuanto a dictar sus propias 
normas y reglamentos internos (art. 127).

En cuarto lugar, el principio de la representatividad, de manera que los 
diputados electos popularmente a las Cortes fueron “representantes de toda la 
Nación, nombrados por los ciudadanos” (art. 27). Se rompió, así, la configuración

7. Rafael Flaquer Martequi, "El Ejecutivo en la revolución liberal"; en M. Artola (ed), Las 
Cortes de Cádiz, op. cit., p. 47.
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estamental de la representación propia del Antiguo Régimen, conforme al cual 
se aseguraba la participación del clero, la nobleza y la burguesía, actuando 
cada estamento por separarlo, conforme a las instrucciones que recibían.

En quinto lugar, el principio del sufragio, consecuencia de la exigencia de 
la representación, lo que condujo a la incorporación en la Constitución, por primera 
vez en la historia de España, de un sistema de elecciones libres, con una regulación 
detallada del sistema electoral. Se estableció, para ello, un procedimiento electoral 
indirecto, en cuatro fases de elección de compromisarios de parroquias, de partido 
y de provincia; conforme al cual estos últimos elegían los diputados a Cortes. El 
sufragio fue limitado, reservado a los hombres y censitario respecto de los elegidos.

En sexto lugar, la previsión constitucional de derechos y libertades aún 
cuando en la Constitución no se incorporó una declaración de derechos del hombre 
y el ciudadano a la usanza de los antecedentes franceses de fines del Siglo XVIII. 
Sólo se reconocieron ciertas libertades vinculadas al debido proceso (art 286,287, 
290,291) y, además, la seguridad (art. 247), la igualdad ante la ley (art. 248), la 
inviolabilidad del domicilio (art. 306), la abolición del tormento como pena corporal 
(art. 303), la libertad de imprenta (art. 371) y el derecho de petición (art. 373).

En séptimo lugar, el principio de la organización territorial del poder, 
adoptándose la forma de Estado propia de lo que hoy sería un Estado Unitario 
descentralizado8, conforme a la cual la Constitución reguló el gobierno de las 
provincias y pueblos mediante la creación de Diputaciones Provinciales y 
Ayuntamientos. Estimamos que cuando el artículo 16 enumeró los ámbitos 
territoriales que comprendían el territorio español, tanto en la Península como 
en América septentrional y meridional, estaba enumerando las “provincias” las 
cuales, en cuanto a su gobierno interior, se regularon en los artículos 324 y 
siguientes de la Constitución. Allí se estableció que el gobierno político de las 
Provincias residía en un jefe superior nombrado por el Rey (art. 324); y que en 
cada una de ellas habría una Diputación llamada provincial para promover su 
prosperidad, presidida por el jefe superior (art. 325) e integrada por siete 
individuos elegidos (art. 326) por los mismos electores de partido que debían 
nombrar los diputados de Cortes (art. 328). Las provincias tenían amplias 
facultades atribuidas a las diputaciones (art. 335).

En cuanto al régimen local, la Constitución dispuso la existencia de 
ayuntamientos en los pueblos, para su gobierno interior, compuestos por alcaldes, 
regidores y el procurador síndico; todos electos (art. 312).

8. Véase Alfredo Gallego Anabitarte, "España 1812, Cádiz. Estado Unitario, en perspectiva 
histórica" en M. Artola (ed), Las Cortes de Cádiz, op. cit. p. 140 y ss.
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En relación con la organización territorial, sin embargo, debe señalarse 
que la división provincial se había comenzado a concretar en España 
mediante el Decreto de las Cortes de 23 de mayo de 1812, con el cual se 
restablecieron en diversas partes del territorio, Diputaciones Provinciales, 
mientras se llegaba “el caso de hacerse la conveniente división del territorio 
español”9. En esta forma, al regular las Diputaciones Provinciales, lo que 
habían hecho era conservar la figura de las Juntas Provinciales que habían 
surgido al calor de la guerra de independencia frente a Francia, 
transformándolas en tales Diputaciones a las cuales se atribuyó el rol de 
representar el vínculo de unión intermedio entre los ayuntamientos y el 
gobierno central, asumiendo tales Diputaciones el control de tutela de 
aquellos (art. 323).

El esquema territorial de Cádiz, en todo caso fue efímero y sólo fue 
por Decreto de 22 de enero de 1822 cuando se intentó dar a la Provincia una 
concreción territorial definida, estableciéndose lo que puede considerarse 
como la primera división regular del territorio español, en cierto número de 
provincias. Fue luego, por Real Decreto de 30 de noviembre de 1833, que se 
estableció en forma definitiva a la Provincia como circunscripción 
administrativa del Estado unitario español10.

Estos principios del constitucionalismo moderno adoptados por el 
proceso constituyente de Cádiz, como se ha dicho, iniciaron en España el 
tránsito hacia el constitucionalismo e influyeron en el diseño constitucional 
de buena parte de los países latinoamericanos que declararon su independencia 
con posterioridad al funcionamiento de las Cortes de Cádiz.

Ello no ocurrió, sin embargo, en aquellos países como Venezuela, 
que declararon su independencia antes de la instalación de las Cortes de 
Cádiz, y con ello su incorporación a las corrientes del constitucionalismo 
moderno bajo la influencia directa de los mismos principios que surgieron 
de la Revolución francesa y de la Revolución de Independencia de 
Norteamérica, a finales del siglo XVIII.

9. Véase A. Posada, Escritos Municipalistas y  de la Vida Local, IE AL, Madrid, 1979, p. 180; 
y Evolución Legislativa del Régimen Local en España 1812-1909, Madrid 1982, p. 69.

10. Véase Antonio María Calero Amor, La División Provincial de 1833. Bases y  Antecedentes, 
LEAL, Madrid 1987; Luis Morell Ocaño, "Raíces históricas de la concepción constitucional 
de las Provincias", Revista Española de Derecho Administrativo, N° 42, Civitas, Madrid 
1984, pp. 349 a 365.
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I. LAREVOLUCIÓN DE CARACAS DE 1810YLOS INICIOS DEL
CONSTITUCIONALISMO VENEZOLANO

1. A n t e c e d e n t e s  d e l  p r o c e s o  c o n s t it u y e n t e  d e l  E st a d o

VENEZOLANO

Como se ha dicho, a diferencia de lo ocurrido en la mayoría de los países 
latinoamericanos en los cuales, de una manera u otra, la Constitución de Cádiz 
contribuyó a la formación del constitucionalismo; puede decirse que en Venezuela 
dicho texto no tuvo influencia alguna y su conocimiento, incluso, fue escasísimo. 
La razón fue que el constitucionalismo venezolano, montado también sobre la 
base de los antes indicados principios que derivaron de las Revoluciones 
americana y francesa, se comenzó a formular antes de la instalación de las 
Cortes de Cádiz y aún antes de que entrara en vigencia la Constitución de Cádiz.

En efecto, cinco meses antes de la instalación de las Cortes de Cádiz el 
24 de septiembre de 1810, en Caracas, el 19 de abril de 1810, el Ayuntamiento 
de la capital de la Provincia de Venezuela había dado un golpe de Estado, 
iniciándose un proceso constituyente que concluyó con la sanción de la 
Constitución Federal para los Estados de Venezuela del 21 de diciembre de 
1811, dictada también, tres meses antes de la sanción de la Constitución de 
Cádiz el 18 de marzo de 1812.

Por ello, puede decirse que el constitucionalismo moderno se inició en 
América Latina, en unas de las Provincias más relegadas del Imperio Español, 
aquellas que sólo, en 1777, habían sido agrupadas en la Capitanía General de 
Venezuela. Hasta ese entonces habían sido Provincias aisladas sometidas, 
algunas, a la Audiencia de Santa Fe, en el Nuevo Reyno de Granada, y otras, a 
la Audiencia de Santo Domingo, en lo que había sido la Isla La Hispagniola. 
La revolución contra la monarquía española, en América, por tanto, puede 
decirse que no se inició en las capitales virreinales ni en las Provincias ilustradas 
del Nuevo Mundo, sino en una de las más pobres del Continente Americano, la 
Provincia de Caracas o Venezuela.

En todo caso, este proceso constituyente que se desarrolló en Venezuela, 
en paralelo con España tuvo en buena parte los mismos antecedentes.

A. Los cambios políticos de comienzos del Siglo XIX

Femando VII había iniciado su reinado en España, con motivo de la 
abdicación de su padre, el Rey Carlos IV, lo que se produjo como
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consecuencia de la rebelión de Madrid y Aranjuez del 18 de marzo de 
1808, provocada por la presencia en la primera ciudad del ejército francés 
al mando de J. Murat, el Gran Duque de Berg.

Dicho ejército, había sido autorizado a pasar por España para someter 
a Portugal, después de que se produjeran convenios secretos acordados 
por Manuel Godoy, el Príncipe de la Paz y favorito de Carlos IV y de la 
Reina, con Napoleón. La reacción popular contra el favorito del reino y la 
oposición del Príncipe de Asturias (Femando) al proyecto de huida de los 
Reyes a Cádiz e, incluso, a América, y el descubrimiento de la maniobra 
invasora de Napoleón, provocó la persecución de Godoy, la abdicación de 
Carlos IV a favor de su hijo Femando y el destierro del primero".

En todo caso, unos años antes, para 1802 y durante el reinado de Carlos 
IV, la faz política del mundo ya había comenzado a cambiar. Carlos IV había 
iniciado su reinado a la muerte de su padre, el Rey Carlos III, el 14 de 
diciembre de 1788, dos años después de que se había creado la Real Audiencia 
de Caracas (1786), con la cual las Provincias de la Capitanía General de 
Venezuela estructurada en 1777 habían adquirido una completa integración.

Fue precisamente el inicio del reinado de Carlos IV, el que habría de 
coincidir con los dos acontecimientos políticos antes mencionados, de la mayor 
importancia en el mundo moderno, como fueron la Revolución americana y la 
Revolución francesa.

En efecto, un año antes, el 17 de septiembre de 1787, los Estados Unidos 
de América, independientes desde 1776, promulgaron la primera Constitución 
escrita en la historia constitucional, con la cual se comenzaron a sentar las 
bases del constitucionalismo moderno; y dos años después en 1789, se iniciaba 
la Revolución francesa que llevaría a la Asamblea Nacional a aprobar, el 27 de 
agosto, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano, la primera 
de las declaraciones de derechos fundamentales del mundo moderno, después 
de las de las Colonias norteamericanas de 1776, recogida luego en la 
Constitución francesa de 1791, la primera Constitución escrita en la historia 
del constitucionalismo europeo.

El reinado de Carlos IV coincidió, por tanto, con la difusión masiva de 
ambos acontecimientos y sus secuelas políticas, lo que contribuyó al

11. Véase un recuento de los sucesos de marzo en Madrid y Aranjuez y todos los documentos 
concernientes a la abdicación de Carlos IV en J.F. Blanco y R. Azpúrua, Documentos para 
la historia de la vida pública del Libertador, Ediciones de la Presidencia de la República, 
Caracas, 1983, Tomo II, pp. 91 a 153.
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resquebrajamiento de los cimientos del mismo Estado Absoluto; y su penetración 
tanto en España como en las provincias americanas.

En efecto, en 1783, el mismo año en el cual nació Simón Bolívar, el 
Libertador, el Conde de Aranda, Ministro de Carlos III y Plenipotenciario para 
los ajustes entre España, Francia e Inglaterra, firmaba un Tratado que obligaba 
a Inglaterra a reconocer la Independencia de sus colonias en Norte América y, 
con tal motivo, se dirigió al Rey diciéndole que la firma de dicho Tratado había 
dejado en su alma "una impresión dolorosa", que se veía obligado a 
manifestársela, pues consideraba que el reconocimiento de la independencia 
de las Colonias Inglesas era "un motivo de temor y de pesar"; y agregaba:

Esta República Federal ha nacido pigmea, por decirlo así y  ha necesitado 
el apoyo de la  fuerza de dos Estados tan poderosos como la España y  la 
Francia para lograr su independencia. T iem po vendrá en que llegará a 
ser gigante, y  aún coloso m uy tem ible en aquellas vastas regiones. 
Entonces ella olvidará los beneficios que recibió de am bas potencias y 
no pensará sino en engrandecerse. Su prim er paso será apoderarse de 
las Floridas para dominar el Golfo de M éxico. Estos temores son, Señor, 
dem asiado fundados y habrán de realizarse dentro de pocos años si aún 
no ocurriesen otros más funestos en nuestras A m éricas12.

Esos hechos "más funestos", precisamente, se sucedieron a los pocos 
años, y a ello contribuyeron, entre otras factores, los propios republicanos 
españoles que influyeron directamente en Venezuela.

B. La difusión en América de los principios de la Revolución 
francesa

En efecto, la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
proclamada por la Revolución francesa, había sido prohibida en América por el 
Tribunal de la Inquisición de Cartagena de Indias en 178913. Antes que conociera 
divulgación alguna en el Nuevo Mundo, en 1790, incluso los Virreyes del Perú, 
México y Santa Fe, así como el Presidente de Quito, alguna vez, y varias el 
Capitán General de Venezuela, habían participado a la Corona de Madrid:

Q ue en la cabeza de los am ericanos com enzaban a ferm entar principios 
de libertad e independencia peligrosísim os a la soberanía de E spaña14.

12. Véase en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit. Tomo I, p.190.
13. Véase P. Grases, La Conspiración de Gual y  España y  el Ideario de la Independencia, 

Caracas, 1978, p. 13.
14. Véase en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit.. Tomo I, p.177.
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Y fue precisamente en la última década del siglo XVIII cuando 
com enzó a desparram arse por los ilustrados crio llos el ferm ento 
revolucionario e independentista, a lo cual contribuyeron diversas 
traducciones de la prohibida Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano, entre las cuales debe destacarse la realizada por Antonio 
Nariño en Santa Fe de Bogotá, en 1792, que circuló en 179415, y que fue 
objeto de una famosísima causa en la cual fue condenado a diez años de 
presidio en África, a la confiscación de todos sus bienes y a extrañamiento 
perpetuo de la América, mandándose quemar por mano del verdugo el libro 
de donde había sacado los Derechos del Hombre16.

Por esa misma época, el Secretario del Real y Supremo Consejo de 
Indias había dirigido una nota de fecha 7 de junio de 1793 al Capitán General 
de Venezuela, llamando su atención sobre los designios del Gobierno de Francia 
y de algunos revolucionarios franceses, como también de otros promovedores 
de la subversión en dominios de España en el Nuevo Mundo, que -decía-:

Envían allí libros y  papeles perjudiciales a  la pureza de la religión, quietud 
pública y  debida subordinación de las co lon ias17.

Pero un hecho acaecido en España iba a tener una especial significación 
en todo este proceso: el 3 de febrero de 1796, día de San Blas, debía estallar en 
Madrid una conspiración planeada para establecer la República en sustitución 
de la Monarquía, al estilo de lo que había acontecido años antes en Francia. 
Los conjurados, capitaneados por Juan Bautista Mariano Picomell y Gomilla, 
mallorquín de Palma, fueron apresados la víspera de la Revolución. Conmutada 
la pena de muerte que recayó sobre ellos por intervención del Agente francés, 
se les condenó a reclusión perpetua en los Castillos de Puerto Cabello, Portobelo 
y Panamá, en tierras americanas18. La fortuna revolucionaria llevó a que de 
paso a sus destinos en esos “lugares malsanos de América”19, los condenados 
fueran depositados en las mazmorras del Puerto de La Guaira, donde en 1797 
se encontrarían de nuevo reunidos. Allí, los conjurados de San Blas, quienes se 
fugarían ese mismo año de 179720, entraron en contacto con los americanos de 
La Guaira, provocando la conspiración encabezada por Manuel Gual y José

15. Idem., p. 286.
16. Véase los textos en idem., pp. 257-259.
17. Idem., p. 247.
18. Véase R Grases, op. cit., p. 20
19. Idem, pp. 14 y 17.
20. Véase en J.R Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo I, p. 287; P. Grases, op. cit., p. 26.
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María España, de ese mismo año, considerada como “el intento de liberación 
más serio en Hispano América antes del de Miranda en 1806”21.

Sin embargo, la Revolución fracasó, y habría de pasar otra década para que 
se iniciara la Revolución hispanoamericana. Pero el legado de esa conspiración fue 
un conjunto de papeles que habrían de tener la mayor influencia en el proceso 
constitucional de hispanoamérica, entre los que se destaca una obra sobre los 
Derechos del Hombre y  del Ciudadano, prohibida por la Real Audiencia de 
Caracas el 11 de diciembre de ese mismo año 1797, la cual la consideró como una 
obra que llevaba:

...toda su intención a corromper las costumbres y hacer odioso el real 
nombre de su majestad y su justo gobierno; que a fin de corromper las 
costumbres, siguen sus autores las reglas de ánimos cubiertos de una 
multitud de vicios, y desfigurados con varias apariencias de humanidad...22.

El libro, con el título Derechos del Hombre y  del Ciudadano con 
varias máximas Republicanas y  un Discurso Preliminar dirigido a los 
Americanos, probablemente impreso en Guadalupe, en 1797, en realidad 
contenía una traducción de la Declaración francesa que procedió el Acta 
Constitucional de 179323. Por tanto, no era una traducción de la Declaración 
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789, incorporada a la 
Constitución Francesa de 1791, que era la que había sido la traducida por 
Nariño en Bogotá; sino de la Declaración del texto constitucional de 1793, 
mucho más amplio y violento pues correspondió a la época del Terror, 
constituyendo una invitación a la revolución activa24.

Pues bien, este texto tiene una im portancia capital, para el 
constitucionalismo de Venezuela, pues influyó directamente en la ordenación 
jurídica de la República, cuyo Congreso General en su sección de la Provincia 
de Caracas, después del proceso de independencia iniciado en 1810, aprobó 
solemnemente la "Declaración de Derechos del Pueblo" el 1° de julio de 181125, 
la cual, después de las declaraciones norteamericanas y de la francesa, puede 
considerarse como la tercera de las Declaraciones de derechos fundamentales

21. P. Grases, op. cit., p. 27.
22. P. Grases, op. cit., p. 30.
23. Idem., pp. 37 y ss.
24. Idem.
25. Véase Alian Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, Madrid, 1985, pp.175 y 

sigts. Alian R. Brewer-Carías, Los Derechos Humanos en Venezuela. Casi 200 años de 
Historia, Caracas, 1990, pp. 71 y ss.
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en la historia del constitucionalismo moderno, recogida, notablemente ampliada, 
en la Constitución del 21 de diciembre del mismo año 181126.

Pero después de la conspiración de Gual y España, y declarada la 
guerra entre Inglaterra y España (1804), otro acontecimiento importante 
influiría también en la independencia de Venezuela, y fueron los desembarcos 
y proclamas de Francisco de Miranda en las costas de Venezuela (Puerto 
Cabello y Coro), en 1806, los que se han considerado como los más 
importantes acontecimientos relativos a la emancipación de América Latina 
antes de la abdicación de Carlos IV y los posteriores sucesos de Bayona27. 
Miranda, por ello, ha sido considerado como el Precursor de la Independencia 
del continente americo-colombiano, a cuyos pueblos dirigió sus proclamas 
independentistas basadas en la formación de una federación de Cabildos libres28, 
lo cual luego se pondría en práctica, en Venezuela, entre 1810yl811.

C. Los motivos del inicio del proceso constituyente en la 
Provincia de Venezuela

Como hemos dicho, el proceso constituyente venezolano tuvo sus 
antecedentes en los mismos hechos que originaron el proceso constituyente de 
Cádiz, los cuales sin embargo, tuvieron repercusiones más graves, en América, 
entre otras cosas, por lo lento y difícil de las comunicaciones entre la Metrópolis 
y las provincias americanas. Un hecho inicial pone esto en evidencia: sólo fue 
el día 15 de julio de 1808 cuando el Ayuntamiento de Caracas abrió la Real 
Cédula del 20 de abril de ese mismo año, mediante la cual se comunicaba a la 
Provincia de Venezuela que el 18 de marzo de 1808, el Rey Femando VII 
había accedido al trono.

Sin embargo, para el momento en el cual el Cabildo de Caracas se enteró 
de ese acontecimiento, muchas otras cosas ya habían sucedido en España, que 
hacían totalmente inútil la noticia inicial: el Io de mayo de 1808, dos meses 
antes, ya Femando VII había dejado de ser Rey por renuncia de la Corona, en 
su padre Carlos IV; y este ya había cedido a Napoleón sus derechos al Trono

26. Esas Declaraciones de derechos, que influyeron todo el proceso constitucional posterior, 
sin duda, como lo ha demostrado el Profesor Pedro Grases, tuvieron su principal base de 
redacción en el mencionado documento, traducción de Picomell, vinculado a la conspiración 
de Gual y España, principal promotor de la conspiración de San Blas. Véase, P. Grases, 
op. cit., pp. 27 y ss.

27. O.C. Stoetzer, Las Raíces Escolásticas de la Emancipación de la América Española, 
Madrid, 1982, p.252.

28. Francisco de Miranda, Textos sobre la Independencia, Biblioteca de la Academia Nacional 
de la Historia, Caracas, 1959, pp.95 y ss., y 115 y ss.
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de España y de las Indias, lo que había ocurrido el 5 de mayo de 1808. Incluso, 
una semana antes de recibir tan obsoleta noticia, ya José Napoleón, 
proclamándose “Rey de las Españas y de las Indias”, había decretado la 
Constitución de Bayona, el 6 de julio de 1808.

No es de extrañar, por tanto, los efectos políticos que tuvieron en Venezuela 
las tardías noticias sobre las disputas políticas reales entre padre e hijo; sobre la 
abdicación forzosa del Trono provocada por la violencia de Napoleón, y sobre la 
ocupación del territorio español por los ejércitos del Emperador.

Desde el 25 de mayo de 1808, Napoleón también había nombrado al 
Gran Duque de Berg, como Lugar-teniente general del Reyno, y anunciaba 
a los españoles su misión de renovar la Monarquía y mejorar las instituciones, 
prometiendo, además, otorgarles:

U na constituc ión  que concilie  la  san ta  y  sa ludab le  au to ridad  del
soberano con las libertades y el privilegio del Pueblo29.

Esa Constitución prometida, precisamente, iba a ser la de Bayona, la 
cual sin embargo, no dio estabilidad institucional alguna al Reino, pues antes de 
su otorgamiento, en el mes de mayo de 1808, ya España había iniciado su 
guerra de Independencia contra Francia, en la cual los Ayuntamientos tuvieron 
un papel protagónico al asumir la representación popular por fuerza de las 
iniciativas populares30. Por ello, a medida que se generalizó el alzamiento, en 
las villas y ciudades, se fueron constituyendo Juntas de Armamento y Defensa, 
encargadas de la suprema dirección de los asuntos locales y de sostener y 
organizar la resistencia frente a los franceses.

Esas Juntas, aun cuando constituidas por individuos nombrados por 
aclamación popular, tuvieron como programa común la defensa de la 
Monarquía simbolizada en la persona de Femando VII, por lo que siempre 
obraron en nombre del Rey. Sin embargo, con ello puede decirse que se 
produjo una revolución política, al sustituirse el sistema absolutista de gobierno 
por un sistema municipal, popular y democrático, completamente autónomo31. 
La organización de tal gobierno provocó la estructuración de Juntas 
Municipales las cuales a la vez concurrieron, mediante delegados, a la 
formación de las Juntas Provinciales, las cuales representaron a los Municipios 
agrupados en un determinado territorio.

29 Véase en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, p. 154.
30. Véase A. Sacristán y Martínez, Municipalidades de Castilla y  León, Madrid, 1981, p. 490.
31. Cfr.O. C. Stoetzer, op. cit., p. 270.
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El 17 de junio de 1808, por ejemplo, la Junta Suprema de Sevilla explicaba 
a los dominios españoles en América los “principales hechos que han motivado 
la creación de la Junta Suprema de Sevilla que en nombre de Femando VII 
gobierna los reinos de Sevilla, Córdoba, Granada, Jaén, provincias de 
Extremadura, Castilla la Nueva y las demás que vayan sacudiendo el yugo del 
Emperador de los franceses”32.

Pero, como antes se dijo, sólo fue un mes después, el 15 de julio de 
1808, cuando en el Ayuntamiento de Caracas, se conoció formalmente, la 
Real Cédula de proclamación de Femando VII33; y fue al día siguiente, el 16 
de julio, que llegó al mismo Ayuntamiento la noticia de la renuncia de Femando 
VII, de la cesión de los derechos de la Corona por parte de Carlos IV a 
Napoleón y del nombramiento del Lugar-teniente del Reino34. El correo para 
el conocimiento tardío de estas noticias, en todo caso, había correspondido a 
sendos emisarios franceses que habían llegado a Caracas, lo que contribuyó 
a agravar la incertidumbre.

Ante esas noticias, el Capitán General de Venezuela formuló la 
declaración solemne del 18 de julio de 1808, expresando que en virtud de que 
“ningún gobierno intruso e ilegítimo puede aniquilar la potestad legítima y 
verdadera... en nada se altera la forma de gobierno ni el Reinado del Señor 
Don Femando VII en este Distrito”35. A ello se sumó, el 27 de julio, el 
Ayuntamiento de Caracas al expresar que “no reconocen ni reconocerán 
otra Soberanía que la suya (Femando VII), y la de los legítimos sucesores de 
la Casa de Borbón”36.

En esa misma fecha, el Capitán General se dirigió al Ayuntamiento de 
Caracas exhortándolo a que se erigiese en esta Ciudad “una Junta a ejemplo de 
la de Sevilla”37, para cuyo efecto, el Ayuntamiento tomó conocimiento del acto

32. Véase el texto de la manifestación "de los principales hechos que han motivado la creación 
de la Junta Suprema de Sevilla que en nombre de Femando VII gobierna los reinos de 
Sevilla, Córdoba, Granada, Jaén, provincia? de Extremadura, Castilla la Nueva y las demás 
que vayan sacudiendo el yuyo del Emperador de los franceses" del 17 de junio de 1808 en 
J. F. Blanco R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 154-157.

33. Idem., p. 127.
34. Idem., p. 148.
35. Idem., p. 169.
36. Idem., p. 169.
37. Idem., pp. 170-174. Cf. C. Parra Pérez, Historia de la Primera República de Venezuela. 

Biblioteca de la Academia Nacional de la Historia, Caracas, 1959, Tomo I. pp. 311 y 
ss., y 318.
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del establecimiento de aquélla38 y acordó estudiar un “Prospecto” cuya redacción 
encomendó a dos de sus miembros, y que fue aprobado el 29 de julio de 1808, 
pasándolo para su aprobación al “Presidente, Gobernador y Capitán General”39.

Este, sin embargo, nunca llegó a considerar la propuesta, incluso a pesar 
de la representación que el 22 de noviembre de 1808 le habían enviado las 
primeras notabilidades de Caracas designadas para tratar con él sobre “la 
formación y organización de la Junta Suprema”. En dicha representación se 
constataba la instalación de Juntas con el nombre de Supremas en las capitales 
de las provincias de la Península, sobre las cuales se dijo:

Ha descansado y descansa el noble empeño de la nación por la defensa de 
la religión, del rey, de la libertad e integridad del Estado, y estas mismas le 
sostendrán bajo la autoridad de la Soberana Central, cuya instalación se 
asegura haberse verificado. Las provincias de Venezuela no tienen ni menos 
lealtad ni menos ardor, valor ni constancia, que las de la España europea.

Por ello le expresaron que creían que era:

De absoluta necesidad se lleve a efecto la resolución del Sr. Presidente, 
Gobernador y Capitán General comunicada al Ilustre Ayuntamiento, para 
la formación de una Junta Suprema, con subordinación a la Soberana de 
España que ejerza en esta ciudad la autoridad suprema, mientras regresa 
al trono nuestro amado rey Femando VII40.

A tal efecto, para “precaver todo motivo de inquietud y desorden” 
decidieron nombrar “representantes del pueblo” para que tratasen con el 
Presidente, Gobernador y Capitán General “de la organización y formación 
de la dicha Junta Suprema”41. Ante esto, el Presidente, Gobernador y Capitán, 
General Juan de Casas, quien desde el año anterior (1807) se había encargado 
del cargo a la muerte del titular, a pesar de que había manifestado sobre la 
conveniencia de la constitución de la Junta de Caracas, no sólo no accedió a 
la petición que se le formuló, sino que la consideró como un atentado contra 
el orden y seguridad públicas, por lo cual persiguió y juzgó a los peticionarios42.

38. Véase el acta del Ayuntamiento del 28-7-1808 en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., 
Tomo II, p. 171.

39. Véase el texto del prospecto y su aprobación de 29-7-1809, Idem., pp. 172-174. Cf. C. 
Parra Pérez, op. cit., p. 318.

40. Véase el texto, J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., pp. 179-180; Cfr. C. Parra Pérez, 
op. cit., p. 133.

41. Véase en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., pp. 179-180.
42. Idem., pp. 180-181. Cf. L. A. Sucre, Gobernadores y  Capitanes Generales de Venezuela, 

Caracas, 1694, pp. 312-313.
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Se comenzó, así, a afianzar el sentimiento popular de que el gobierno de la 
Provincia eraprobonapartidista lo cual se achacó también al Mariscal de Campo, 
Vicente de Emparan y Orbe, nombrado por la Junta Suprema Gubernativa como 
Gobernador de la Provincia de Venezuela, en marzo de 180943.

Esta Junta Suprema Central y Gubernativa del Reyno se había constituido 
en Aranjuez el 25 de septiembre de 1808, y se había trasladado luego a Sevilla 
el 27 de diciembre de 1809, integrada por mandatarios de las diversas provincias 
del Reino, la cual tomó la dirección de los asuntos nacionales44. Fue por ello 
que el 12 de enero de 1809, el Ayuntamiento de Caracas reconoció en Venezuela 
a dicha Junta Central, como gobierno supremo del imperio45.

Días después, fue que la Junta Suprema Central por Real Orden de 22 
de enero de 1809, la que dispuso que:

Los vastos y preciosos dominios que la España posee en las Indias no
son propiamente colonias o factorías, como los de otras naciones, sino
una parte esencial e integrante de la monarquía española.46

Como consecuencia de esta importantísima declaración se consideró, 
que las Provincias de América debían tener representación y constituir parte 
de la Junta Suprema Central, a cuyo efecto se dispuso la forma cómo habrían 
de elegirse los diputados y vocales americanos, los cuales, por supuesto, de 
haber sido electos, habrían representado una absoluta minoría en relación a los 
representantes peninsulares47.

En todo caso, para comienzos de 1809, ya habían aparecido en la 
Península manifestaciones adversas a la Junta Suprema Central y Gubernativa, 
a la cual se había acusado de usurpadora de autoridad. Ello condujo, en definitiva, 
a la convocatoria a Cortes para darle legitimación a la representación nacional, 
lo que la Junta hizo por Decretos de 22 de mayo y 15 de junio de 1809, fijándose 
la reunión de las Cortes para el Io de marzo de 1810, en la Isla de León48. En

43. Cf.L. A. Sucre, op. cit., p. 314.
44. Véase el texto en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit.,Tomo II, pp. 174 y 179.
45. Cf. C. Parra Pérez, op. cit., Tomo II, p. 305.
46. Véase el texto en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 230-231. Cf. O. C. 

Stoetzer, op. cit., p. 271.
47. Ello fue protestado en América. Véase por ejemplo el Memorial de Agrarios de C. Torres 

de 20-11-1809 en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 243-246; Cf. O.C. 
Stoetzer, op. cit., p. 272.

48. Véase el texto en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 234-235
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dichas Cortes, en todo caso, debían estar representadas las provincias 
americanas, pero con diputados designados en forma supletoria49.

Ahora bien, en mayo de 1809, como se dijo, ya había llegado a Caracas 
el nuevo Presidente, Gobernador y Capitán General de Venezuela, Vicente 
Emparan; y en ese mismo mes, la Junta Suprema Gubernativa advertía a las 
Provincias de América sobre los peligros de la extensión de las maquinaciones 
del Emperador a las Américas50.

El temor que surgió en Caracas respecto del subyugamiento completo 
de la Península, sin duda, provocó que comenzara la conspiración por la 
independencia de la Provincia de Venezuela de lo cual, incluso, estaba en 
conocimiento Emparan antes de llegar a Caracas51. Su acción de gobierno, por 
otra parte lo llevó a enemistarse incluso con el clero y con el Ayuntamiento, lo 
que contribuyó a acelerar la reacción criolla.

Así, ya para fines de 1809 en la Provincia había un plan para derribar 
el gobierno en el cual participaban los más destacados jóvenes caraqueños, 
entre ellos, Simón Bolívar, quien había regresado de España en 1807, todos 
amigos del Capitán General52. Este adoptó diversas providencias al descubrir 
el plan, pero fueron débiles, provocando protestas del Ayuntamiento53.

Paralelamente, el 29 de enero de 1810, luego de los triunfos franceses en 
Andalucía, la Junta Central Gubernativa del Reino había resuelto reconcentrar la 
autoridad del mismo, nombrando un Consejo de Regencia asignándole el poder 
supremo, aun cuando limitado por su futura sujeción a las Cortes que debían 
reunirse meses después54. Se anunciaba, así, la disposición de que “las Cortes 
reducirán sus funciones al ejercicio del poder legislativo, que propiamente les 
pertenece; confiando a la Regencia el del poder ejecutivo”55.

El Consejo de Regencia, en ejercicio de la autoridad que había recibido, 
el 14 de febrero de 1810 dirigió a los españoles americanos una “alocución” 
acompañada de un Real Decreto disponiendo la concurrencia a las Cortes
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49. Véase E. Roca Roca, América en el Ordenamiento Jurídico de las Cortes de Cádiz, 
Granada, 1986, p. 21 Cf. J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 267-268.

50. Véase el texto en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 250-254.
51. Cf. G  Morón, Historia de Venezuela, Caracas, 1971, Tomo III, p. 205.
52. C. Parra Pérez, op. cit.. Tomo I, pp. 368-371.
53. Idem., p. 371.
54. Véase J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 265-269.
55. Idem., Tomo II, p. 269.
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Extraordinarias, al mismo tiempo que de diputados de la Península, de 
diputados de los dominios españoles de América y de Asia56.

Entre tanto, en las Provincias de América se carecía de noticias sobre 
los sucesos de España, cuyo territorio, con excepción de Cádiz y la Isla de 
León, estaba en poder de los franceses. Estas noticias y la de la disolución 
de la Junta Suprema Central y Gubernativa por la constitución del Consejo 
de Regencia, sólo se llegaron a confirmar en Caracas el 18 de abril de 181057.

La idea de la desaparición del Gobierno Supremo en España, y la 
necesidad de buscar la constitución de un gobierno para la Provincia de 
Venezuela, para asegurarse contra los designios de Napoleón, sin duda, fue el 
último detonante del inicio de la revolución de independencia de América.

2 . E l  g o lp e  d e  E s t a d o  d e l  19 d e  a b r i l  d e  1 8 1 0  y  l a  J u n t a  
S u p re m a  d e  V e n e z u e la  C o n s e r v a d o r a  d e  l o s  D e re c h o s  d e  

F e r n a n d o  V E

El Ayuntamiento de Caracas, en efecto, en su sesión del 19 de abril 
de 1810, al día siguiente de conocerse la situación política de la Península, 
depuso a la autoridad constituida y se erigió, a sí mismo, en Junta Suprema 
de Venezuela Conservadora de los Derechos de Femando VII58.

Con este acto se dio un golpe de Estado habiendo recogido el Acta de la 
sesión del Ayuntamiento de Caracas, el primer acto constitucional de un nuevo 
gobierno y el inicio de la conformación jurídica de un nuevo Estado59.

En efecto, la decisión adoptada por el Ayuntamiento de Caracas 
deponiendo al Gobernador Emparan del mando de la Provincia de Venezuela, 
consistió en la asunción del “mando supremo” o “suprema autoridad” de la 
Provincia60, “por consentimiento del mismo pueblo”61.

56. Véase el texto en Idem., Tomo II, pp. 272-275.
57. Cf. Idem., Tomo II, pp. 380 y 383.
58. Véase el libro El 19 de abril de 1810, Instituto Panamericano de Geografía, Caracas 1957.
59. Véase en general T. Polanco, "Interpretación jurídica de la Independencia" en El Movimiento 

Emancipador de Hispanoamérica, Actas y  Ponencias, Caracas, 1961, Tomo IV, pp. 323y ss.
60. Véase el texto del Acta del Ayuntamiento de Caracas de 19 de Abril de 1810 en Alian R. 

Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, cit., p. 157.
61. Así se establece en la "Circular" enviada por ei Ayuntamiento el 19 de abril de 1810 a las 

autoridades y corporaciones de Venezuela. Véase J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, 
pp. 401-402. Véase también en Textos oficiales de la Primera República de Venezuela, Biblioteca 
de la Academia Nacional de la Historia, 1959, Tomo I, p. 105.
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Se estableció, así, un “nuevo gobierno” que fue reconocido en la capital, 
al cual quedaron subordinados “todos los empleados del ramo militar, político y 
demás”62. El Ayuntamiento, además, procedió a destituir las antiguas autoridades 
del país y a proveer a la seguridad pública y conservación de los derechos del 
Monarca cautivo, y ello lo hizo “reasumiendo en sí el poder soberano”63.

La motivación de esta Revolución se expusaen el texto-del Acta, en la 
cual se consideró que por la disolución de la Junta Suprema Gubernativa de 
España, que suplía la ausencia del Monarca, el pueblo había quedado en “total 
orfandad”, razón por la cual se estimó que:

El derecho natural y todos los demás dictan la necesidad de procurar 
los medios de conservación y defensa y de erigir en el seno mismo de 
estos países un sistema de gobierno que supla las enunciadas faltas, 
ejerciendo los derechos de la soberanía, que por el mismo hecho ha 
recaído en el pueblo.

Para adoptar esa decisión, por supuesto, el Ayuntamiento tuvo que 
desconocer la autoridad del Consejo de Regencia64, considerando que:

No puede ejercer ningún mando ni jurisdicción sobre estos países, 
porque ni ha sido constituido por el voto de estos ñeles habitantes, 
cuando han sido ya declarados, no colonos, sino partes integrantes de 
la corona de España, y, como tales han sido llamados al ejercicio de la 
soberanía interna y a la reforma de la Constitución Nacional.
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62. Idem.
63. Así se indica en el oficio de la Junta Suprema al Inspector General Femando Toro el 20 de 

abril de 1810. Véase en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, p. 403 y Tomo I, p. 
106, respectivamente.

64. Lo que afirma de nuevo, en comunicación enviada al propio Consejo de Regencia de 
España explicando los hechos, razones y fundamentos del establecimientos del nuevo 
gobierno. Véase J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit.. Tomo II, p. 408; y Textos oficiales, op. 
cit., Tomol, pp. 130 y ss. En particular, en comunicación del 3 de mayo de 1810, la Junta 
Suprema de Caracas se dirigió a la Junta Suprema de Cádiz y a la Regencia, cuestionando 
la asunción por esas corporaciones "que sustituyéndose indefinidamente unas a otras, 
sólo se asemejan en atribuirse todas una delegación de la soberanía que, no habiendo sido 
hecha ni por el Monarca reconocido, ni por la gran comunidad de españoles de ambos 
hemisferios, no puede menos de ser absolutamente nula, ilegítima, y contraria a los principios 
sancionados por nuestra legislación" (Idem p. 130); agregando que "De poco se necesitará 
para demostrar que la Junta Central carecía de una verdadera representación nacional; 
porque su autoridad no emanaba originariamente de otra cosa que de la aclamación 
tumultuaria de algunas capitales de provincias, y porque jamás han tenido en ellas los 
habitantes del nuevo hemisferio la parte representativa que legítimamente les corresponde. 
En otras palabras, desconocemos al nuevo Consejo de Regencia" {Idem, p. 134).
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En todo caso, el Ayuntamiento estimó que aun cuando pudiera 
prescindirse de lo anterior, dicho Consejo de Regencia, por las circunstancias 
de la guerra y de la conquista y usurpación de las armas francesas en la 
Península, era impotente y sus miembros no podían valerse a sí mismos.

De allí que en el Cabildo Extraordinario, al ser forzado el Presidente, 
Gobernador y Capitán General a renunciar, el mando quedó depositado en el 
Ayuntamiento. Así se expresó, además, en el Acta de otra sesión del 
Ayuntamiento, del mismo día 19de abril de 1810, con motivo del “establecimiento 
del nuevo gobierno” en la cual se dispuso que los nuevos empleados debían 
prestar juramento ante el cuerpo prometiendo:

Guardar, cumplir y ejecutar, y hacer que se guarden, cumplan y ejecuten 
todas y cualesquiera ordenes que se den por esta Suprema Autoridad 
soberana de estas Provincias, a nombre de nuestro rey y señor don 
Femando Vü65.

Se estableció, así, en Caracas, “una Junta Gubernativa de estas 
Provincias, compuesta del Ayuntamiento de esta Capital y de los vocales 
nombrados por el voto del pueblo”66, y en un Manifiesto donde se hablaba de 
“la revolución de Caracas” y se refería a “la independencia política de Caracas”, 
la Junta Gubernativa prometió:

Dar al nuevo gobierno la forma provisional que debe tener, mientras una 
Constitución aprobada por la representación nacional legítimamente 
constituida, sanciona, consolida y presenta con dignidad política a la 
faz del universo la provincia de Venezuela organizada, y gobernada de 
un modo que haga felices a sus habitantes, que pueda servir de ejemplo 
útil y decoroso a la América67.

La Junta Suprema de Venezuela comenzó por asumir en forma provisional, 
las funciones legislativas y ejecutivas, definiendo en el Bando del 25-04-1810, los 
siguientes óiganos del Poder Judicial: “El Tribunal Superior de apelaciones, alzadas 
y recursos de agravios se establecerá en las casas que antes tenía la audiencia”; y 
el Tribunal de Policía “encaigado del fluido vacuno y la administración de justicia 
en todas las causas civiles y criminales estará a cargo de los corregidores”68.

65. Véase el texto en Idem., J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo I, p. 393.
66. Así se denomina en el manifiesto del I o de mayo de 1810. Véase en Textos oficiales..., 

cit.. Tomo I. p. 121.
67. Véase el texto en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, p. 406, y en Textos 

oficiales..., cit., Tomo I, p. 129.
68. Textos oficiales de la Primera República de Venezuela, Tomo I, pp. 115-116

125



En todo caso, este movimiento revolucionario iniciado en Caracas en abril 
de 1810, meses antes de la instalación de las Cortes de Cádiz, indudablemente 
que siguió los mismos moldes de la Revolución francesa y tuvo además la inspiración 
de la Revolución norteamericana69, de manera que incluso, puede considerarse 
que fixe una Revolución de la burguesía, de la nobleza u oligarquía criolla, la cual, al 
igual que el tercer estado en Francia, constituía la única fuerza activa nacional70.

No se trató, por tanto, inicialmente, de una revolución popular, pues los 
pardos, a pesar de constituir la mayoría de la población, apenas comenzaban a 
ser admitidos en los niveles civiles y sociales como consecuencia de la Cédula 
de “Gracias, al Sacar”, vigente a partir de 1795 y que, con toda la protesta de 
los blancos, les permitía a aquellos adquirir mediante el pago de una cantidad 
de dinero, los derechos reservados hasta entonces a los blancos notables71.

Por ello, teniendo en cuenta la situación social preindependentista, sin 
duda que puede calificarse de “insólito” el hecho de que en el Ayuntamiento de 
Caracas, transformado en Junta Suprema, se le hubiera dado representación 
no sólo a estratos sociales extraños al Cabildo, como los representantes del 
clero y los denominados del pueblo, sino a un representante de los pardos72.

69. Véase José Gil Fourtoul, Historia Constitucional de Venezuela, Tomo primero, Obras 
Completas, Vol. I, Caracas, 1953, p. 209.

70. Cf. José Gil Fortoul, op. cit., Tomo primero, p. 200; Pablo Ruggeri Parra, Historia Política 
y  Constitucional de Venezuela, Tomo I, Caracas, 1949, p. 31.

71. Véase sobre la Real Cédula de 10-2-1795 sobre gracias al sacar en J. F. Blanco y R. Azpúrua, 
op. cit., Tomo I, pp. 263 a 275. Cf. Federico Brito Figueroa, Historia Económica y  Social de 
Venezuela. Una estructura para su estudio, Tomo I, Caracas, 1966, p. 167;yL.VallenillaLanz, 
Cesarismo Democrático, Caracas 1952, pp. 13 y ss. En este sentido, debe destacarse que en 
la situación social preindependentista había manifestaciones de luchas de clase entre los blancos 
o mantuanos que constituían el 20 por 100 de la población y los pardos y negros 61. por 100, 
que luego van a aflorar en la rebelión de 1814. Cf. F. Brito Figueroa, op. cit., tomo I, pp. 160 y 
173. Cf. Ramón Díaz Sánchez, "Evolución social de Venezuela (hasta 1960)", en M. Picón 
Salas y otros, Venezuela Independiente 1810-1960, Caracas, 1962, p. 193.

72. Véase Gil Fortoul, op. cit., Tomo primero, pp. 203, 208 y 254. Es de tener en cuenta, 
como señala A. Grisanti, que "El Cabildo estaba representado por las oligarquías provincianas 
extremadamente celosas de sus prerrogativas políticas, administrativas y sociales, y que 
detentaban el Poder por el predominio de contadas familias nobles o ennoblecidas, 
acaparadoras de los cargos edificios...". Véase Angel Grisanti, Prólogo al libro Toma de 
Razón, 1810 a 1812, Caracas, 1955. El cambio de actitud del Cabildo caraqueño, por 
tanto, indudablemente que se debe a la influencia que sus miembros ilustrados recibían del 
igualitarismo de la Revolución Francesa: Cf. L. Vallenilla Lanz, Cesarismo Democrático, 
cit., p. 36. Este autor insiste en relación a esto de la manera siguiente: "Es en nombre de la 
Enciclopedia, en nombre de la filosofía racionalista, en nombre del optimismo humanitario 
de Condorcet y de Rousseau como los revolucionarios de 1810 y los constituyentes de 
1811, surgidos en su totalidad de las altas clases sociales, decretan la igualdad política y 
civil de todos los hombres libres", op. cit., p. 75.
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3. L a  r e v o l u c ió n  e n  l a s  o t r a s  P r o v in c ia s  de  la  C a pit a n ía  

G e n e r a l  d e  V  en e z u e l a

Luego de la Revolución de Caracas del 19 de abril de 1811, la Junta 
Suprema de Venezuela envió emisarios a las principales ciudades de las otras 
Provincias que conformaban la Capitanía General de Venezuela para invitarlas 
a adherirse al movimiento de Caracas. Se desarrolló, en consecuencia, en 
todas esas Provincias con excepción d** Coro y Maracaibo,73 ante la creencia 
de que la Metrópoli estaba gobernada por Napoleón y había sido disuelto el 
Gobierno Supremo, y un proceso revolucionario provincial con manifiestas 
tendencias autonomistas.

En consecuencia, el 27 de abril de 1810, en Cumaná, el Ayuntamiento 
asumió la representación de Femando Vil, y "su legitima sucesión”.

El 5 de julio de 1810, el Ayuntamiento de Barinas decidió proceder a 
formar "una Junta Superior que recibiese la autoridad de este pueblo que la 
constituye mediante ser una provincia separada”.

El 16 de septiembre de 1810, el Ayuntamiento de Mérida decidió “en 
representación del pueblo”, adherirse a la causa común que defendían las Juntas 
Supremas y Superiores que ya se habían constituido en Santa Fé, Caracas, 
Barinas, Pamplona y Socorro, y resolvió, con representación del pueblo, se 
erigiese una Junta "que asumiese la autoridad soberana".

El Ayuntamiento de Trujillo convino en instalar "una Junta Superior 
conservadora de nuestra Santa Religión, de los derechos de nuestro 
amadísimo, legítimo, soberano Don Femando VII y su Dinastía y de las 
derechos de la Patria".

El 12 de octubre de 1811, en la Sala Consistorial delaNueva Barcelona 
se reunieron "las personas visibles y honradas del pueblo de Barcelona" y 
resolvieron declarar la independencia con España de !a Provincia y unirse con 
Caracas y Cumaná, creándose al día siguiente, una Junta Provincial para que 
representara los derechos del pueblo74.

73. Véase las comunicaciones de la Junta Suprema respecto de la acritud del Cabildo de Coro y del 
Gobernador de Maracaibo, en Textos Oficiales..., cit.. Tome I, pp. 157 a 191. Véase además los 
textos que publican J. F. Blanco y R. Azpúrua, cp. cit.. Tomo II, p. 248 a 442. y 474 a 483.

74. Véase las Actas de la Independencia de las diversas ciudades de la Capitanía General 
de Venezuela en Las Constituciones Provinciales. Academia Nacional de la Historia, 
1959, pp. 339 y ss.
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Como secuela del rápido y expansivo proceso revolucionario de las 
Provincias de Venezuela, ya para junio de 1810 se comenzaba a hablar 
oficialmente de la “Confederación de Venezuela”75, y la Junta de Caracas con 
representantes de Cumaná, Barcelona y Margarita, ya venía actuando como 
Junta Suprema pero* por supuesto,-sin ejercer plenamente el gobierno en toda 
la extensión territorial de la Capitanía General. De allí la necesidad que había 
de formar un “Poder Central bien constituido” es decir, un gobierno que uniera 
las Provincias, por lo que la Junta Suprema estimó que había “llegado el momento 
de organizarlo” a cuyo efecto, convocó:

A todas las clases de hom bres libres al p rim ero  de los goces del 
ciudadano, que es el de concurrir con su voto  a la  delegación  de los 
derechos personales y  rea les que ex istie ron  orig inariam ente en  la 
m asa com ún.

En esta forma, la Junta llamó a elegir y reunir a los diputados que habían 
de formar “la Junta General de Diputación de las Provincias de Venezuela”, 
para lo cual dictó, el 11 de junio de 1810, el Reglamento de Elecciones de dicho 
cuerpo76, en el cual se previo, además, la abdicación de los poderes de la Junta 
Suprema en la Junta General, quedando sólo como Junta Provincial de 
Caracas77. Este Reglamento de Elecciones, sin duda, fue el primero de todos 
los dictados en materia electoral en el mundo hispanoamericano.

El mismo mes en el cual la Junta Suprema dictó el Reglamento de 
Elecciones, continuando la política exterior iniciada al instalarse, los comisionados 
Simón Bolívar, Luis López Méndez y Andrés Bello viajaron a Londres con la 
misión de estrechar las relaciones con Inglaterra, y solicitar auxilios inmediatos 
para resistir la amenaza de Francia. Los comisionados lograron, básicamente, 
esto último; concretizado en el compromiso de Inglaterra de defender al gobierno 
de Caracas “contra los ataques o intrigas del tirano de Francia”78. Los

75. Véase la "refutación a los delirios políticos del Cabildo de Coro, de orden de la Junta 
Suprema de Caracas" de 1-6-1810 en Textos Oficiales.,.,op. cit., Tomo I, p. 180.

76. Véase el texto en Textos Oficiales..., op. cit.. Tomo II, pp. 61-84; y en Alian R. Brewer- 
Carías, Las Constituciones de Venezuela, op. cit., pp. 161 a 169.

77. Capítulo III, Art. 4.
78. Véase la circular dirigida el 7-12-1810 por el Ministro Colonial de la Gran Bretaña a los 

jefes de las Antillas Inglesas, en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, p. 519. 
Asimismo, la nota publicada en la Gaceta de Caracas del viernes 26 de octubre de 1810 
sobre las negociaciones de los comisionados. Véase en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., 
Tomo II, p. 514.
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comisionados venezolanos, como lo señaló Francisco de Miranda con quien se 
relacionaron en Londres, habían continuado lo que el Precursor había iniciado 
“desde veinte años a esta parte... en favor de nuestra emancipación o 
independencia”79. En todo caso, Bolívar y Miranda regresaron a Caracas en 
diciembre de 1810.

Paralelamente, en la Península continuaba el proceso para la instalación 
de las Cortes que había convocado la Junta de Regencia, las cuales se instalaron, 
finalmente como se dijo, en la Isla de León, el 24 de septiembre de 1810. El 
Decreto N° 1 de las Cortes de esa fecha, declaró “nula, de ningún valor ni 
efecto la cesión de la Corona que se dice hecha en favor de Napoleón” y 
reconocieron a Femando VII como Rey80.

En la sesión de instalación de las Cortes en la Isla de León concurrieron 
207 diputados, entre ellos 62 americanos, y entre ellos, dos por la Provincia de 
Caracas, los señores Esteban Palacios y Fermín de Clemente, quienes habían 
sido designados como suplentes, reclutados en la Península81. Debe recordarse 
que sólo 15 días antes (08-09-1810), el Consejo de Regencia había dictado 
normas para la elección de dichos esos diputados suplentes.

Los diputados suplentes que habían sido designados por Venezuela pidieron 
instrucciones a la Junta Suprema de Caracas, la cual respondió, el Io de febrero 
de 1811, que consideraba la reunión de las Cortes “tan ilegal como la formación 
del Consejo de Regencia” y, por tanto, que “los señores Palacios y Clemente 
carecían de mandato alguno para representar las Provincias de Venezuela”, 
por lo que “sus actos como diputados eran y serían considerados nulos82. Ya en 
enero de 1811, la Junta Suprema se había dirigido a los ciudadanos rechazando 
el nombramiento de tales diputados suplentes, calificando a las Cortes como 
“las Cortes cómicas de España”83.

Por su parte,el l°de agosto de 1810, el Consejo de Regencia había declarado 
en estado de riguroso bloqueo a la Provincia de Caracas, por haber sus habitantes:

79. Véase la Carta de Miranda a la Junta Suprema de 3-8-1810 en J. F. Blanco y R. Azpúrua, 
op. cit., Tomo II, p. 580.

80. Idem, Tomo II, pp. 657
81. Ibídem, Tomo II, pp. 656. Véase además, Eduardo Roca Roca, América en el ordenamiento 

jurídico de las Cortes de Cádiz, Granada 1986, pp. 22 y 136.
82. Véase el texto en Gaceta de Caracas, martes 5 de febrero de 1811, Caracas, 1959, Tomo 

II, p. 17. Véase además, C. Parra Pérez, Historia de la Primera República de Venezuela, 
Biblioteca de la Academia Nacional de la Historia, Tomo I, Caracas 1959, p. 484.

83. Véase Textos Oficiales de la Primera República, Caracas 1959, Tomo II, p. 17.
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Com etido el desacato de declararse independientes de la  m etrópoli, y
creando una ju n ta  de gobierno para ejercer la pretendida autoridad
independiente84.

Los acontecimientos de Caracas habían sido los de una auténtica 
revolución política, con un golpe de Estado dado contra las autoridades españolas 
por el Cabildo Metropolitano, el cual había asumido el poder supremo de la 
Provincia, desconociendo toda autoridad en la Península, incluyendo el Consejo 
de Regencia y las propias Cortes de Cádiz. Estas, como se dijo, se tildaban de 
ilegítimas y cómicas, rechazándose en ellas toda representación de las Provincias 
de Venezuela, que se pudiera atribuir a cualquiera.

Por ello, la ruptura constitucional derivada de la Independencia de 
Venezuela no sólo se había operado de parte de la Junta Suprema de Caracas 
en relación con la Regencia y las Cortes, sino también de parte de las autoridades 
de la Península respecto del nuevo gobierno de la Provincia de Venezuela, 
proceso en el cual las Cortes se involucraron directamente. Así fue que, por 
ejemplo, las Cortes “premiaron” a las Provincias de la antigua Capitanía General 
de Venezuela que no se habían sumado al movimiento independentista 
(Maracaibo, Coro, Guayana). Por ello, mediante el Decreto CXXXIII de 6 
de febrero de 1812, las Cortes concedieron a la ciudad de Guayana el 
adorno de su escudo de armas con trofeos de cañones, balas, fusiles, bandera 
y demás insignias militares, como premio por haber apresado a los rebeldes 
de Nueva Barcelona en la acción del 5 de septiembre de 1811; y por Decreto 
CCXII de 8 de diciembre de 1812 le concedió el título de “muy noble y muy 
leal”, con motivo de los sucesos de Venezuela ocurridos del 15 al 16 de 
marzo de 1812.

Por su parte, las Cortes distinguieron a la ciudad de Coro, por Decreto 
CCXXXVII de 21 -03-13, con el título de “muy noble y leal” y escudo alusivo, 
otorgándose la distinción de “Constancia de Coro” a favor de los Capitulares 
por el comportamiento de la ciudad en las turbulencias que habían “inflingido a 
varias provincias de Venezuela” y su defensa frente a los insurgentes de Caracas 
en 28 de noviembre de 1812.

En cuanto a la ciudad de Maracaibo, por Decreto CCXXXVIII de 21- 
03-13 recibió el título de “muy noble y leal” por las mismas razones de Coro, 
otorgándose a los miembros del Ayuntamiento la “Constancia de Maracaibo”.
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84. Véase en J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, p. 571. El bloqueo lo ejecutó el 
Comisionado Regio Cortabam'a desde Puerto Rico, a partir del 21 de enero de 1811, Cfr. en 
J. F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo III, p. 8; C. Parra Pérez, op. cit., Tomo I, p. 484.
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Como se dijo, estos reconocimientos de las Cortes derivaban del hecho 
de que las provincias de Maracaibo y Guayana y la ciudad de Coro, no se 
habían sumado a la revolución de Independencia, ni habían conformado el 
Congreso General que en 1811 sancionó la Constitución Federal para los 
Estados de Venezuela85.

En todo caso, en medio de la situación de ruptura total entre las 
Provincias de Venezuela y la Metrópolis, se realizaron las elecciones del 
Congreso General de Venezuela, en las cuales participaron siete de las nueve 
Provincias que para finales de 1810 existían en el territorio de la Capitanía 
General de Venezuela86, habiéndose elegido 44 diputados por las Provincias 
de Caracas (24), Barinas (9), Cumaná (4), Barcelona (3), Mérida (2), Trujillo 
(1) y Margarita ( l)87.

Las elecciones se efectuaron siguiendo la orientación filosófica del 
igualitarismo de la Revolución francesa, consagrándose el sufragio universal 
para todos los hombres libres88.

El Reglamento General de Elecciones de 10 de junio de 1810 había 
reconocido el derecho del sufragio, con las siguientes excepciones:

Las mujeres, los menores de 25 años, a menos que estuviesen casados 
y velados, los dementes los sordomudos, los que tuviesen una causa 
criminal abierta, los fallidos, los deudores a caudales públicos, los 
extranjeros, los transeúntes, los vagos públicos y notorios, los que 
hubiesen sufrido pena corporal aflictiva o infamatoria y todos los que 
tuviesen casa abierta o poblada, esto es, que viviesen en la de otro 
vecino particular a su salario y expensas o en actual servicio suyo, a 
menos que según la opinión común del vecindario fuesen propietarios 
por lo menos de dos mil pesos en bienes, muebles o raíces libres.

En esta forma, puede decirse que dichas elecciones configuraron las 
primeras elecciones relativamente universales que se desarrollaron en 
Venezuela y en América Latina, en el siglo XIX. La elección fue indirecta y

85. Véase el texto de los Decretos en Eduardo Roca Roca, América en el ordenamiento jurídico 
de las Cortes de Cádiz, Granada 1986, pp. 79-80

86. Participaron las provincias de Caracas, Barinas, Cumaná, Barcelona, Mérida, Trujillo y 
Margarita, Cf. José Gil Fortoul, op. cit.. Tomo primero, p. 223. Cf. J. F. Blanco y R. 
Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 413 y 489.

87. Véase C. Parra Pérez, Historia de la Primera República de Venezuela, Academia de la 
Historia, Caracas 1959, Tomo I, p. 477.

88. Véase en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, op. cit., p. 166.
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en dos grados, y los diputados electos en segundo grado formaron la “Junta 
General de Diputados de las Provincias de Venezuela”89 la cual declinó sus 
poderes en un Congreso Nacional en el cual se constituyeron los representantes. 
El 2 de marzo de 1811, los diputados se instalaron en Congreso Nacional, con 
el siguiente juramento:

Juráis a D ios por los sagrados Evangelios que váis a tocar, y  prom etéis 
a la  patria conservar y  defender sus derechos y  los del Señor F. V il, sin 
la m enor relación a influjo de la Francia, independiente de toda form a de 
gobierno de la  península de España, y  sin o tra representación que la 
que reside en el Congreso G eneral de V enezuela90.

El Congreso se instaló, para defender y conservar además de los derechos 
de la Patria:

y los del Señor D. Fem ando VII, sin la m enor relación o influjo de la 
Francia, independientes de toda form a de gobierno de la península de 
España, y sin o tra representación que la que reside en el Congreso 
General de Venezuela91.

Desde la instalación del Congreso General se comenzó a hablar en 
todas las Provincias de la “Confederación de las Provincias de Venezuela”, 
las cuales conservaron sus peculiaridades políticas propias, a tal punto que al 
mes siguiente, en la sesión del 06-04-1812, el Congreso General resolvió 
exhortar a las “Legislaturas provinciales” que acelerasen la formación de 
sus respectivas Constituciones92.

En todo caso, el Congreso había sustituido a la Junta Suprema y había 
adoptado el principio de la separación de poderes para organizar el nuevo 
gobierno, designando el 5 de marzo de 1811, a tres ciudadanos para ejercer el 
Poder Ejecutivo Nacional, turnándose en la presidencia por períodos semanales, 
y constituyendo, además, una Alta Corte de Justicia.

El 28 de marzo de 1811, el Congreso nombró una comisión para redactar 
la Constitución de la Provincia de Caracas, la cual debía servir de modelo a las 
demás Provincias de la Confederación. Esta comisión tardó mucho en preparar 
el proyecto, por lo que algunas Provincias, como se indica más adelante,

89. Véase Gil Fortoul, op. cit.. Tomo primero, p. 224.
90. Gil Fortoul, Tomo I, p. 138
91. Idem, Tomo II, p. 16.
92. Véase Libro de Actas del Supremo Congreso de Venezuela 1811-1812, Biblioteca de la 

Academia Nacional de la Historia, Caracas, 1959, Tomo II, p. 401.

EL PARALELISMO ENTRE EL CONSTITUCIONALISMO
VENEZOLANO Y EL CONSTITUCIONALISMO DE CÁDIZ

132



ALLAN R.BREWER-CARÍAS

procedieron a dictar las suyas para organizarse políticamente. El Io de julio de 
1811, el Congreso ya había proclamado los Derechos del Pueblo93, declaración 
que puede considerarse como la tercera declaración de derechos de rango 
constitucional en el constitucionalismo moderno.

El 5 de ju lio  de 1811, el Congreso aprobó la Declaración de 
Independencia , pasando a denom inarse la nueva nación , com o 
Confederación Americana de Venezuela94; y en los meses siguientes, bajo 
la inspiración de la Constitución norteamericana y la Declaración francesa 
de los Derechos del Hombre95, redactó la primera Constitución de Venezuela 
y la de todos los países latinoamericanos, la cual se aprobó el 21 de diciembre 
de 181196, con clara inspiración en los aportes revolucionarios de 
Norteamérica y Francia.

En cuanto a la influencia francesa, debe recordarse que el texto 
traducido de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano 
en la versión de la Constitución francesa de 1793, era el que había sido 
motor fundamental de la conspiración de Gual y España de 179797. Por lo 
que respecta a la influencia de Norteamérica, la Constitución de 1787 y las 
Enmiendas de 1789, habían sido traducidas del inglés al español en 1810 
por Joseph Manuel Villavicencio98 natural de la Provincia de Caracas. 
Además, las obras de Thomas Paine, conocidas por la elite venezolana, 
habían sido traducidas y publicadas numerosas veces desde 1810 en 
Venezuela, Perú y en Filadelfia, desde donde se distribuyeron copiosamente 
por los restantes países de América Latina. Una de las más importantes 
obras de Paine fue la que tradujo Manuel García de Sena, titulada La 
Independencia de la Costa Firme justificada por Thomas Paine treinta

93. Véase Alian R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, op. cit., pp. 175 a 177.
94. Véase el texto de las sesiones del 5 de julio de 1811 en Libro de Actas... cit., pp. 171 a 202. 

Véase el texto Acta de la Declaración de la Independencia, cuya formación se encomendó 
a Juna Germán Roscio, en P. Ruggeri Parra, op. cit., apéndice, Tomo I, pp. 79 y ss. 
Asimismo en Francisco González Guinán, Historia Contemporánea de Venezuela, Caracas, 
1954, Tomo I, pp. 26 y ss.; y el Alian R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, 
cit., pp. 171 y ss.

95. Cf. José Gil Fortoul, op. cit., Tomo Primero, pp. 254 y 267
96. Véase el texto de la Constitución de 1811, en ¿a Constitución Federal de Venezuela de 

1811 y  Documentos afines (Estudio Preliminar de C. Parra Pérez), Caracas, 1959, pp. 151 
y ss., y en Alian R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, cit., pp. 179 y ss.

97. Véase las referencias en el libro de Pedro Grases, La conspiración de Gual y  España y  el 
ideario de la Independencia, Caracas 1978.

98. Constitución de los Estados Unidos de América, editado en Philadelphia en la imprenta 
Smiht & M’Kennie, 1810.
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años ha. Extracto de sus obras, publicada en 1811 en la imprenta que T. 
y J. Palmer tenían en Filadelfía. Este libro, de 288 páginas, contiene 
fragmentos de las obras de Paine De Common Sense, De Disertation on 
the First-Principles o f  Government y otras, y además los siguientes textos 
legales norteamericanos: Declaración de Independencia de 4 de julio de 
1776; Artículos de Confederación y Perpetua Unión de 8 de julio de 1778; 
Constitución de Massachussets; Relación de la Constitución de Connecticut; 
Constitución de Nueva Jersey; Constitución de la República de Pennsylvania 
y la Constitución de Virginia". Esta obra, también traducida en 1810, llevó 
una dedicatoria del propio García de Sena, la cual tenía el propósito de 
“ilustrar principalmente a sus conciudadanos sobre la legitimidad de la 
Independencia y sobre el beneficio que de ella debe desprenderse, tomando 
como base la situación social, política y económica de los Estados Unidos100. 
En 1811 García de Sena también tradujo la obra de JohnM ’Culloch, Historia 
concisa de los Estados Unidos desde el descubrimiento de América 
hasta el año 1807m .

Estas obras tuvieron una enorme repercusión en Venezuela y en América 
Latina en general102. En Caracas, en los tiempos de la Independencia, circulaban
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99. Una moderna edición de esta obra es La Independencia de la Costa Firme, justificada 
por Thomas Paine treinta años ha. Traducido del inglés al español por don Manuel 
García de Sena. Con prólogo del profesor Pedro Grases, Comité de Orígenes de la 
Emancipación, núm. 5. Instituto Panamericano de Geografía e Historia, Caracas, 1949.

100. Ibidem, en el prólogo de Grases, p. 10. Grases subraya con mucha atingencia el 
fenómeno de difusión de las nuevas ideas hechas desde Venezuela. Cuando se realice 
una investigación tan acuciosa en otros países, podrá comprenderse mejor el fenómeno. 
No hay duda, como lo hemos asentado en otras páginas, que las Gacetas 
hispanoamericanas, principalmente la de Caracas, esparcieron por toda América buena 
parte de los modernos principios. De otra obra de Paine existe una traducción hecho 
por Santiago Felipe Puglia, a quien tanto se debe en la difusión de obras de carácter 
político; ésta es la siguiente: Thomas Paine. El derecho del hombre para el uso y  
provecho del género humano. Traducido del inglés por Santiago Felipe Puglia. Imprenta 
de H.C. Carey e Hijos, Filadelfía, 1822. En ella Paine hace una glosa de varios de los 
principios constitucionales norteamericanos y de su teoría política y filosófica. 
Numerosas ideas que después van a encontrarse expresadas en la Constitución de 
1814 aparecen señaladas en este estudio.

101. Editada en Philadelphia en la misma imprenta de T.Y.J. Palmer, 1812.
102. Cf. en general, Pedro Grases, Libros y  Libertad, Caracas 1974; y "Traducción de 

interés político cultural en la época de la Independencia de Venezuela" en El Movimiento 
Emancipador de Hispano América, Actas y  Ponencias, Academia Nacional de la Historia, 
Caracas 1961, Tomo II, pp. 105 y ss.; Ernesto de la Torre Villas y Jorge Mario 
Laguardia, Desarrollo Histórico del Constitucionalismo Hispanoamericano, UNAM, 
México 1976, pp. 38-39.
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de mano en mano, siendo su lectura de moda. Incluso, en la Gazeta de Caracas, 
en los números de los dias 14 y 17 de enero de 1812, se publicó parte del libro 
de García de Sema contentivo de la traducción de la obra de Paine103.

Fue precisamente a través de esas traducciones de Picomell, de Villavicencio 
y de Garda de Sena, que los textos producto de las Revoluciones Americana y 
Francesa penetraron en Venezuela e influenciaron directamente en los redactores 
de las Constituciones Provinciales en Venezuela y la Constitución de 1811.

H. LAS CONSTITUCIONES PROVINCIALES ANTERIORES A LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL DE DICIEMBRE DE 1811

En efecto, el constitucionalismo venezolano puede decirse que se había 
venido formulando con anterioridad a la sanción de la Constitución de 1811, 
con los actos de la Junta Suprema de Caracas y, luego, de la Junta Suprema de 
las Provincias de Venezuela y del Congreso General de las Provincias; y 
particularmente, con la sanción de varias Constituciones Provinciales104, en 
particular, las de Barinas, Mérida y Trujillo105.

1. El " P l a n  d e  G o b i e r n o "  d e  l a  P r o v i n c i a  d e  B a r i n a s  d e  

2 6 -3 - 1 8 1 1

A los 24 días de la instalación del Congreso General, y cuatro días 
antes del nombramiento de la Comisión para la redacción de lo que sería el 
modelo de las Constituciones Provinciales, la Asamblea Provincial de Barinas, 
el 26 de marzo de 1811, adoptó un "Plan de Gobierno"10'’ constituyendo una 
Junta Provincial o Gobierno Superior compuesto de 5 miembros a cargo de 
toda la autoridad en la Provincia, hasta que el Congreso de todas las Provincias 
Venezolanas dictase la Constitución Nacional (Art. 17).

En el Plan de Gobierno, además, se restableció el Cabildo para la atención 
de los asuntos municipales (Art. 4) y se regularon las competencias del Cabildo 
en materia judicial, como tribunal de alzada respecto de las decisiones de los

103. Véase Pedro Grases "Manual García de Sena y la Independencia de Hispanoamérica” en la 
edición del libro de García de Sena, que realizó el Ministerio de Relaciones Interiores, 
Caracas 1987, p. 39.

104. Véase en general, Carlos Restrepo Piedrahita, Primeras Constituciones de Colombia y  
Venezuela 1811-1830. Bogotá 1996, pp. 37 y ss.

105. Véase Alian R. Brewer-Carías, Evolución histórica del Estado. Tomo I, Instituciones 
Políticas y  Constitucionales, Caracas 1996, pp. 277 y ss.

106. Las Constituciones Provinciales, cit., pp. 334 y ss.
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Juzgados subalternos (Art. 6). Las decisiones del Cuerpo Municipal podían ser 
llevadas a la Junta Provincial por via de súplica (Art. 8).

2 . L a  "C onstitución  P rovisional de la P rovincia  d e  M érid a" 

de  3 1 -7 -1 8 1 1

En Mérida, el Colegio Electoral reunido con representantes de los pueblos 
de los ocho partidos capitulares de las ciudades de Mérida, La Grita y San 
Cristóbal y de las Villas de San Antonio, Bailadores, Lovatera, Egido y Timotes, 
adoptó una "Constitución Provisional que debe regir esta Provincia, hasta que, 
con vista de la General de la Confederación, pueda hacerse una perpetua que 
asegure la felicidad de la provincia"107.

Este texto se dividió en doce capítulos, en los cuales se reguló lo siguiente:

En el Capítulo Primero, la forma de "gobierno federativo por el que se 
han decidido todas las provincias de Venezuela" (Art. 1), atribuyéndose la 
legítima representación provincial al Colegio Electoral, representante de los 
pueblos de la Provincia (Art. 2).

El gobierno se dividió en tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, 
correspondiendo el primero al Colegio Electoral; el segundo a un cuerpo de 5 
individuos encargados de las funciones ejecutivas; y el tercero a los Tribunales 
de Justicia de la Provincia (Art. 3).

La Constitución provisional declaró, además, que "Reservándose esta 
Provincia la plenitud del Poder Provincial para todo lo que toca a su gobierno, 
régimen y administración interior, deja en favor del Congreso General de 
Venezuela aquellas prerrogativas y derechos que versan sobre la totalidad de 
las provincias confederadas, conforme al plan que adopte el mismo Congreso 
en su Constitución General" (Art. 6).

En el Capítulo Segundo se reguló la Religión Católica, Apostólica y 
Romana como Religión de la Provincia (Art. 1), prohibiéndose otro culto público 
o privado (Art. 2). Se precisó, en todo caso, que "la potestad temporal no conocerá 
en las materias del culto y puramente eclesiásticas, ni la potestad espiritual en las 
puramente civiles, sino que cada una se contendrá dentro de sus límites" (Art. 4).

En el Capítulo Tercero se reguló el Colegio Electoral, como "legítima 
representación Provincial", con poderes constituyentes y legislativos provinciales

107. Idem., p. 255.
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(Art. 1, 2 y 35); su composición por ocho electores (Art. 3) y la forma de la 
elección de los mismos, por sistema indirecto (Arts. 3 a 31), señalándose que 
se debía exigir a los que fueran a votar, que "depongan toda pasión e interés, 
amistad, etc., y escojan sujetos de probidad, de la posible instrucción y buena 
opinión pública" (Art. 10). Entre las funciones del Colegio Electoral estaba el 
residenciar a todos los funcionarios públicos luego que terminen en el ejercicio 
de su autoridad" (Art. 36).

En el Capítulo Cuarto se reguló al Poder Ejecutivo, compuesto por 
cinco individuos (Art. 1), en lo posible escogidos de vecinos de todas las 
poblaciones de la provincia y no sólo de la capital (Art. 2); con término de un 
año (Art. 3); sin reelección (Art. 4). En este capítulo se regularon las 
competencias del Poder Ejecutivo (Art. 14 a 16) y se prohibió que "tomara 
parte ni se introduciera en las funciones de la Administración de Justicia" (Art. 
20). Se precisó, además, que la Fuerza Armada estaría "a disposición del Poder 
Ejecutivo" (Art. 23), correspondiéndole además "la General Intendencia de los 
ramos Militar, Político y de Hacienda" (Art. 24).

El Capítulo Quinto de la Constitución Provisional estaba dedicado al 
Poder Judicial, comenzando por señalar que "No es otra cosa el Poder Judicial 
que la autoridad de examinar las disputas que se ofrecen entre los ciudadanos, 
aclarar sus derechos, oír sus quejas y aplicar las leyes a los casos ocurrentes" 
(Art. 1), atribuyendo competencias a todos los jueces superiores e inferiores 
de la Provincia y, particularmente, al Supremo Tribunal de apelaciones de la 
misma (Art. 2), compuesto por tres individuos, abogados recibidos (Art. 3). En 
el capítulo se regularon, además, algunos principios de procedimiento y las 
competencias de los diversos tribunales (Arts. 4 a 14 ).

En el Capítulo Sexto se reguló el "Jefe de las Armas" atribuyéndose a 
un gobernador militar y comandante general de las armas sujeto inmediatamente 
al Poder Ejecutivo, pero nombrado por el Colegio Electoral (Art. 1); y a quien 
correspondía "la defensa de la Provincia" (Art. 4). Se regularon, además, los 
empleos de Gobernador Político e Intendente, reunidos en el gobernador militar 
para evitar varios sueldos (Art. 6); con funciones jurisdiccionales (Arts. 7 a 
10). El Gobernador Político tenía además, el carácter de Presidente de los 
Cabildos (Art. 11) y de Juez de Paz (Art. 12).

El Capítulo Séptimo estaba destinado a regular "los Cabildos y Jueces 
inferiores"; atribuyéndose, allí, a los Cabildos, la "policía" (Art. 2) y 
definiéndose las competencias municipales, englobadas en el concepto de 
policía (Art. 3). Se reguló la Administración de Justicia a cargo de los Alcaldes
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de las ciudades y villas (Art. 4), con apelación ante el Tribunal Superior de 
Apelaciones (Art. 5).

En el Capítulo Octavo se reguló la figura del "Juez Consular", nombrado 
por los comerciantes y hacendados, (Art. 1), con la competencia de conocer los 
asuntos de comercio y sus anexos con arreglo a las Ordenanzas del consulado 
de Caracas (Art. 3) y apelación ante el Tribunal Superior de Apelación (Art. 4).

En el Capítulo Noveno se reguló la "Milicia", estableciéndose la obligación 
de toda persona de defender a la Patria cuando ésta fuera atacada, aunque no 
se le pagase sueldo (Art. 2).

El Capítulo Décimo reguló el "Erario Público", como "el fondo 
formado por las contribuciones de los ciudadanos destinado para la defensa 
y seguridad de la Patria, para la sustentación de los ministros y del culto 
divino y de los empleados de la administración de Justicia, y en la colectación 
y custodia de las mismas contribuciones y para las obras de utilidad común 
(Art. 1). Se estableció, también, el principio de legalidad tributaria al 
señalarse que "toda contribución debe ser por utilidad común y sólo el 
Colegio Electoral las puede poner" (Art. 3), y la obligación de contribuir al 
indicarse que "ningún ciudadano puede negarse a sa tisfacer las 
contribuciones impuestas por el Gobierno" (Art. 4).

El Capítulo Undécimo estaba destinado a regular "Los derechos y 
obligaciones del Hombre en Sociedad", los cuales también se regularon en el 
Capítulo Duodécimo y Ultimo que contiene, "disposiciones generales". Esta 
declaración de derechos, dictada después de la que el 1 de julio del mismo año 
1811 había sancionada por la Sección Legislativa del Congreso General para la 
Provincia de Caracas, siguió las mismas líneas de ésta y de la publicación sobre 
"Derechos del Hombre y del Ciudadano con varias máximas republicanas y un 
discurso preliminar dirigido a los americanos" atribuida a Picomel y que, como 
hemos dicho, circuló con motivo de la Conspiración de Gual y España de 1797108.

3 . E l "P la n  d e  C onstitu ció n  P ro v isio n a l  G u bernativo  d e  
la  P r o v in c ia  d e  T ru jillo" d e  2 -9 -1 8 1 1

Los representantes diputados de los distintos pueblos, villas y parroquias 
de la Provincia de Trujillo, reunidos en la Sala Consistorial, aprobaron un
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108. Véase la comparación en Pedro Grases, La Constitución de Gual y  España, y  el Ideario de. 
la Independencia, Caracas, 1978, pp. 71 y ss.
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"Plan de Constitución Provincial Gubernativo"109 el 2 de septiembre de 
1811, constante de 9 títulos.

El Título Primero estaba dedicado a la Religión Católica, como Religión 
de la Provincia, destacándose, sin embargo, la separación entre el poder temporal 
y el poder eclesiástico.

El Título Segundo reguló el "Poder Provincial", representado por el 
Colegio de Electores electos por los pueblos. Este Colegio Electoral se reguló 
como Poder Constituyente y a él correspondía residenciar a todos los miembros 
del Cuerpo Superior del Gobierno.

El Título Tercero reguló la "forma de gobierno", estableciéndose que la 
representación legítima de toda la Provincia residía en el Prenombrado Colegio 
Electoral, y que el Gobierno particular de la misma residía en dos cuerpos: el 
Cuerpo Superior de Gobierno y el Municipal o Cabildo.

El Título Cuarto reguló, en particular, el "Cuerpo Superior de Gobierno", 
integrado por cinco (5) vecinos, al cual se atribuyeron funciones ejecutivas de 
gobierno y administración.

El Título Quinto, reguló el "Cuerpo Municipal o de Cabildo", como cuerpo 
subalterno, integrado por cinco (5) individuos: dos alcaldes ordinarios, dos 
Magistrados (uno de ellos Juez de Policía y otro como Juez de Vigilancia Pública), 
y un Síndico personero.

El Título Sexto, relativo al "Tribunal de Apelaciones", atribuyó al Cuerpo 
Superior de Gobierno el carácter de Tribunal de Alzada.

El Título Séptimo reguló las "Milicias", a cargo de un Gobernador y 
Comandante General de las Armas de la Provincia, nombrado por el Colegio 
Electoral, peto sujeto inmediatamente al Cuerpo Superior de Gobierno.

El Título Octavo reguló el Juramento que debían prestar los diversos 
funcionarios.

El Título Noveno relativo a los "Establecimientos Generales", reguló 
algunos de los derechos de los ciudadanos.

109. Véase Las Constituciones Provinciales, op. cit.. pp. 297 y ss.
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m . LA CONSTITUCIÓN FEDERAL DE LOS ESTADOS DE 
VENEZUELA DE 1811 Y LAS BASES DEL 
CONSTITUCIONALISMO

Ahora bien, constitucionalmente hablando, puede decirse que el 
Estado venezolano, como entidad política independiente, se constituyó con 
la saneión, e l 24- de dteiembre de 1811, de la Constitución Federal para los 
Estados de Venezuela dada por los representantes de las Provincias de 
'Margarita, Mérida, Cumaná, Barinas, Barcelona, Trujillo y Caracas, reunidos 
en Congreso General110.

Esta Constitución, aún cuando igual como sucedió con la Constitución 
de Cádiz, no tuvo vigencia real superior a un año debido a las guerras de 
independencia, puede decirse que condicionó la evolución de las instituciones 
políticas y constitucionales venezolanas hasta nuestros días; habiendo recogido 
los aportes esenciales del constitucionalismo norteamericano y francés.

1 . C o n t e n id o  g e n e r a l  d e  l a  C o n s t it u c ió n  d e  1 8 1 1

La Constitución fue el resultado de un proceso de discusión del proyecto 
respectivo, por el Congreso General, conteniendo 228 artículos agrupados en 
9 capítulos, destinados a regular el Poder Legislativo (Arts. 3 a 71), el Poder 
Ejecutivo (Arts. 72 a 109), el Poder Judicial (Arts. 110 a 118), las Provincias 
(Arts. 119 a 134) y los Derechos del Hombre “que se respetarán en toda la 
extensión del Estado” (Arts. 141 a 199). Con dicho texto se conformó la 
Unión de las Provincias que venían siendo parte de la Confederación de 
Venezuela y que habían formado parte de la Capitanía General de 
Venezuela111.

A. Bases del Pacto Federativo (Título Preliminar)

a. La Confederación de las Provincias

La Constitución se inició con un "Preliminar" relativo a las "Bases del 
Pacto Federativo que ha de constituir la autoridad general de la Confederación",

110. Véase el texto en Allan R. Brewer-Carías Las Constituciones de Venezuela, Madrid, 
1985, pp. 181 a 205. Además, en La Constitución Federal de Venezuela de 1811 y  
documentos afines, Biblioteca de la Academia Nacional de la Historia, Caracas 1959, pp.

111. Véase Allan R. Brewer-Carías, Evolución Histórica del Estado, Tomo I, Instituciones 
Políticas y  Constitucionales, Caracas 1996, pp. 268 y ss.
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donde se precisaron la distribución de poderes y facultades entre la 
Confederación y los Estados confederados (las Provincias).

Se estableció, en esta forma, la forma federal del Estado por primera 
vez en el constitucionalismo moderno después de su creación en la Constitución 
de los Estados Unidos de Norteamérica, conforme al siguiente esquema:

En todo lo que por el Pacto Federal no estuviere expresamente delegado 
a la Autoridad general de la Confederación, conservará cada una de las 
Provincias que la componen su Soberanía, Libertad e Independencia; 
en uso de ellas tendrán el derecho exclusivo de arreglar su Gobierno y 
Administración territorial bajo las leyes que crean convenientes, con tal 
que no sean de las comprendidas en esta Constitución ni se opongan o 
peijudiquen a los Pactos Federativos que por ella se establecen.

En cuanto a las competencias de la Confederación “en quien reside 
exclusivam ente la representación N acional”, se dispuso que estaba 
encargada de:

Las relaciones extranjeras, de la defensa común y general de los Estados 
Confederados, de conservar la paz pública contra las conmociones 
internas o los ataques exteriores, de arreglar el comercio exterior y el 
de los Estados entre sí, de levantar y mantener ejércitos, cuando sean 
necesarios para mantener la libertad, integridad e independencia de la 
Nación, de construir y equipar bajeles de guerra, de celebrar y concluir 
tratados y alianzas con las demás naciones, de declararles la guerra y 
hacer la paz, de imponer las contribuciones indispensables para estos 
ñnes u otros convenientes a la seguridad, tranquilidad y felicidad 
común, con plena y absoluta autoridad para establecer las leyes 
generales de la Unión y juzgar y hacer ejecutar cuanto por ellas quede 
resuelto y determinado.

En relación con la Confederación, debe señalarse que la Declaración 
solemne de la Independencia de Venezuela del 5 de julio de 1811, se había 
formulado por los representantes de las “Provincias Unidas de Caracas, Cumaná, 
Barinas, Margarita, Barcelona, Mérida y Trujillo, que forman la confederación 
Americana de Venezuela en el Continente Meridional”, reunidos en Congreso112; 
y esos mismos representantes, reunidos en “Congreso General”, fueron los 
que elaboraron la “Constitución Federal para los Estados Unidos de Venezuela”, 
sancionada el 21 de diciembre de 1811113. Venezuela, por tanto, como Estado 
independiente, se configuró, como una Federación de Provincias y se estructuró

112 Véase en Alian R. Brewer-Carias, Las Constituciones de Venezuela, op. cit., p. 171.
113 Idem., p. 179
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sobre la base de la división provincial que había legado el régimen político de la 
Monarquía española.

En efecto, durante todo el proceso español de conquista y colonización 
en América, desde comienzos del siglo XVI hasta el inicio del siglo XIX, la 
Provincia se configuró como la estructura territorial básica para lo militar, la 
administración y el gobierno y la administración de justicia en los territorios de 
Ultramar. Estas Provincias, como unidades territoriales básicas, giraban en 
tomo a una ciudad que con sus autoridades locales (Ayuntamiento o Cabildo) 
hacía de cabeza de Provincia.

La Provincia, así, durante todo el período del dominio español en América 
hasta comienzos del siglo XIX, fue una institución territorial creada y desarrollada 
por la Monarquía española especialmente para el gobierno y la administración de 
los territorios de América, no existiendo en esos tiempos en la Península una 
institución territorial similar; al punto de que el término mismo de Provincia no 
tenía, en la Metrópoli, hasta los tiempos de Cádiz, ni siquiera un significado definido.

En efecto, en las leyes del Reino de Castilla, las cuales en el inicio de la 
conquista fueron las que básicamente se aplicaron en América, el término 
“provincia” no se refería a una división administrativa o política organizada, sino 
más bien se usaba como equivalente de región, comarca o distrito e incluso de 
tierra sin régimen político o administrativo estable o fijo114. En ese mismo sentido 
se siguió utilizando con posterioridad, hasta el punto de que las provincias que 
existían en la Península para fines del siglo XVIII, tenían más realidad en los 
diferentes estudios que se habían elaborado por la Corona para uniformar la 
Administración territorial del Estado, que en la organización política existente115.

En todo caso, fue sólo a partir de la Constitución de Cádiz de 1812, 
dictada después del establecimiento del Estado venezolano como Estado 
independiente, que la Administración Provincial comenzó a implantarse en el 
Estado de la España peninsular, uniformizada luego a partir de las reformas de 
1833 que, siguiendo el esquema francés de los Departamentos, dividió la totalidad 
del territorio español en Provincias116.
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114. Véase J. Cerdá Ruiz-Funes, "Para un Estudio sobre los Adelantados Mayores de Castilla 
(Siglo XIII-XV), Actas delIlSymposium Historia de la Administración, Madrid, 1971, p. 191

115. T. Chiossone, Formación Jurídica de Venezuela en la Colonia y  la República, Caracas, 
1980, p. 74, nota 69.

116. Véase el Real Decreto de 30 de noviembre de 1833, mandando hacer la división del territorio 
español en la Península e Islas adyacentes, en 49 provincias, en T.R, Fernández y J.A. 
Santamaría, Legislación Administrativa Española del Siglo XIX, Madrid, 1977, pp. 115 y ss.
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La Provincia hispano-americana, en cambio, como se ha dicho, fue 
anterior a la Provincia peninsular, y su concepción durante la conquista y 
colonización, siguió los trazos de la institución que con el mismo nombre se 
desarrolló en el Imperio Romano para el gobierno y administración de los 
territorios conquistados por el ejército romano fuera de Italia (Ultramar) y 
que estaban a cargo de un gobernador, (propetor, procónsul o legati)u l.

Esas Provincias que habían sido agrupadas en la Capitanía General de 
Venezuela en 1777, precisamente fueron las que se confederaron en 1811.

b. El principio de la separación de poderes

En el Preliminar de la Constitución también se formuló, como principio 
fundamental del constitucionalismo, la separación de poderes en esta forma:

El ejercicio de esta autoridad confiada a la Confederación no podrá jam ás 
hallarse reunido en sus diversas funciones. El Poder Supremo debe estar 
dividido en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y confiado a distintos Cuerpos 
independientes entre si y  en sus respectivas facultades.

Además, el artículo 189 insistía en que

Los tres Departam entos esenciales del Gobierno, á saber: el Legislativo, 
el E jecutivo y  el Judicial, es preciso que se conserven tan separados e 
independientes el uno del otro cuanto lo exija la naturaleza de un gobierno 
libre lo que es conveniente con la cadena de conexión que liga toda 
fábrica de la Constitución en un m odo indisoluble de A m istad y  Unión

En el orden jurídico-político, la Constitución de 1811 no sólo consagró 
expresamente la división del Poder Supremo en las tres ramas señaladas con 
un sistema de gobierno presidencial; sino que además, consagró la supremacía 
de la Ley como "la expresión libre de la voluntad general" conforme al texto de 
la Declaración Francesa de 1789118, y la soberanía que residiendo en los

117 A. Posada. Escritos Municipalistasy de la Vida Local, Madrid, 1979, p. 284. Cf. Vicente de la 
Vallina Velaide, La Provincia, Entidad Local, en España, Oviedo 1964, pp. 20 y ss; J. Arias, 
Manual de Derecho Romano, Buenos Aires, 1949, p. 58; F. Gutiérrez Alviz, Diccionario de 
Derecho Romano, Madrid, 1948, p. 504; T. Chiossone, op. cit., p. 74, nota N° 69.

118. "La Ley es la expresión libre de la voluntad general o de la mayoría de los ciudadanos, 
indicada por el órgano de sus representantes legalmente constituidos. Ella se funda sobre 
la justicia y la utilidad común, y ha de proteger ía libertad pública e individualidad contra 
toda opresión o violencia” . "Los actos ejercidos contra cualquier persona fuera de los 
casos y contra las formas que la Ley determina son inicuos, y si por ellos se usurpa la 
autoridad constitucional o la libertad del pueblo serán tiránicos" (Arts. 149 y 150).
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habitantes del país, se ejercía por los representantes119. En todo caso, todo este 
mecanismo de separación de poderes con un acento de debilidad del Poder Ejecutivo 
configuró, en los primeros años de la vida republicana de Venezuela, todo un sistema 
de contrapeso de poderes para evitar la formación de un poder fuerte, a lo que se 
atribuyó la caída de la Primera República120, y condicionó la vida republicana en 
las décadas posteriores.

3 .  La religión católica (Capítulo I)

El Capítulo I  de la Constitución de 1811 se destinó a regular la Religión, 
proclamándose a la Religión Católica, Apostólica y Romana como la religión 
del Estado y la única y exclusiva de los habitantes de Venezuela (Art. 1).

C. El Poder Legislativo (Capítulo II)

El Capítulo II  tuvo por objeto regular al "Poder Legislativo" atribuido 
al Congreso General de Venezuela, el cual fue dividido en dos Cámaras, una 
de Representantes y un Senado (Art. 3).

En dicho Capítulo se reguló el proceso de formación de las leyes (Arts. 4 
a 13); la forma de elección de los miembros de la Cámara de Representantes y 
del Senado (Art. 14 a 51) con una regulación detallada del proceso de elección 
de manera indirecta en congregaciones parroquiales (Art. 26) y en 
congregaciones electorales (Art. 28); sus funciones y facultades (Art. 52 a 66); 
el régimen de sus sesiones (Art. 67 a 70); y sus atribuciones especiales (Art. 71). 
La Constitución, siguiendo la tendencia general, restringió el sufragio al consagrar 
requisitos de orden económico para poder participar en las elecciones121
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119. "Una sociedad de hombres reunidos bajo unas mismas Leyes, costumbres y Gobierno forma 
una soberanía". "La soberanía de un país, o supremo poder de reglar o dirigir equitativamente 
los intereses de la comunidad reside, pues, esencial y originalmente, en la masa general de sus 
habitantes y se ejercita por medio de apoderados o representantes de éstos, nombrados y 
establecidos conforme a la Constitución". "Ningún individuo, ninguna familia particular, ningún 
pueblo, ciudad o partido puede atribuirse la soberanía de la sociedad, que es imprescindible, 
inalienable e indivisible en su esencia y origen, ni persona alguna podrá ejercer cualquier 
función pública del Gobierno, si no lo ha obtenido por la Constitución" (Art. 143,144 y 145).

120. Cfr. C. Parra Pérez, Historia de la Primera República de Venezuela, Caracas, 1959, Tomo 
II, pp. 7 y 3 ss.; Augusto Mijares, "La Evolución Política de Venezuela" (1810-1960)", en 
M. Picón Salas y otros, Venezuela Independiente, cit., Caracas 1962, p. 31. De ahí el 
calificativo de la "Patria Boba" que se le da a la Primera República. Cfr. R. Díaz Sánchez, 
"Evolución social de Venezuela (hasta 1960), en idem, pp. 199 y s.

121. Cfr., R. Díaz Sánchez, "Evolución Social de Venezuela (hasta 1960) ", en M. Picón Salas y 
otros, Venezuela Independiente 1810-1960, Caracas, 1962, p. 197, y C. Parra Pérez, Estudio 
preliminar a la Constitución Federal de Venezuela de 1811, p. 32. Es de destacar, por otra
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reservándose entonces el control político del naciente Estado a la aristocracia 
criolla y a la naciente burguesía parda.

D. El Poder Ejecutivo (Capítulo III)

El Capítulo ///reguló el "Poder Ejecutivo", el cual se dispuso que residiría 
en la ciudad federal "depositado en tres individuos elegidos popularmente" (Art. 
72) por las Congregaciones Electorales (Art. 76) por listas abiertas (Art. 77). 
En el Capítulo no sólo se reguló la forma de elección del triunvirato (Arts. 76 a 
85), sino qué se definieron las atribuciones del Poder Ejecutivo (Arts. 86 a 99) 
y sus deberes (Arts. 100 a 107).

De acuerdo a la forma federal de la Confederación, se reguló la relación 
entre los Poderes Ejecutivos Provinciales y el Gobierno Federal, indicándose 
que aquéllos eran, en cada Provincia, "los agentes naturales e inmediatos del 
Poder Ejecutivo Federal para todo aquello que por el Congreso General no 
estuviere cometido a empleados particulares en los ramos de Marina, Ejército 
y Hacienda Nacional" (Art. 108).

E. El Poder Judicial (Capítulo IV)

El Capítulo IV  estuvo destinado a regular el Poder Judicial de la 
Confederación depositado en una Corte Suprema de Justicia (Arts. 110 a 
114) con competencia originaria entre otros, en los asuntos en los cuales las 
Provincias fueren parte interesada y competencia en apelación en asuntos 
civiles o criminales contenciosos (Art. 116).

F. Las Provincias (Capítulo V)

El Capítulo V reguló a las Provincias, estableciéndose límites a su 
autoridad, en particular, que no podían "ejercer acto alguno que corresponda a 
las atribuciones concedidas al Congreso y al Poder Ejecutivo de la 
Confederación” (Art. 119). "Para que las leyes particulares de las Provincias 
no puedan nunca entorpecer la marcha de los federales -agregó el artículo 
124- se someterán siempre al juicio del Congreso antes de tener fuerza y valor 
de tales en sus respectivos Departamentos, pudiéndose, entre tanto, llevar a 
ejecución mientras las revisa el Congreso".

parte, que las restricciones al sufragio también se establecieron en el sufragio pasivo, pues para ser 
representante se requería gozar de "una propiedad de cualquier clase" (Art. 15) y para ser 
Senador, gozar de "una propiedad de seis mil pesos" (Art. 49). Cfr. J. Gil Fortoul, Historia 
Constitucional de Venezuela, Obras Completas, Tomo I, Caracas, 1953, p. 259.
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El Capítulo, además, reguló aspectos relativos a las relaciones entre las 
Provincias y sus ciudadanos (Arts. 125 a 127); y al aumento de la Confederación 
mediante la incorporación eventual de Coro, Maracaibo y Guayana que no 
formaron parte del Congreso (Arts. 128 a 132).

En cuanto al gobierno y administración de las Provincias, la Constitución 
de 1811 remitió a lo dispuesto en las Constituciones Provinciales, indicando 
el siguiente límite:

A rtícu lo  133. E l gob ierno  de la  U n ión  asegura  y g aran tiza  a  las 
p rov incias la  form a de gob ierno  repub licano  que cada un a  de e llas 
adop tare p a ra  la  adm in istración  de sus negocios dom ésticos, s in  
ap robar C onstitución alguna que se oponga a los p rincip ios liberales 
y francos de rep resen tac ión  adm itidos en  ésta , ni consen tir que en 
tiem po  alguno  se e s tab lezc a  o tra  fo rm a de gob ierno  en  to d a  la  
confederación.

G La rigidez constitucional (Capítulos VI y VII)

Los Capítulos VIy VII se refirieron a los procedimientos de revisión y 
reforma de la Constitución (Arts. 135 y 136) y a la sanción o ratificación de la 
Constitución (Arts. 138 a 140).

H. Los Derechos del Hombre (Capítulo VIII)

El Capítulo VIII se dedicó a los "Derechos del Hombre que se 
reconocerán y respetarán en toda la extensión del Estado", distribuidos en cuatro 
secciones: Soberanía del pueblo (Arts. 141 a 159), Derechos del hombre 
en sociedad (Arts. 151 a 191), Derechos del hombre en sociedad (Arts. 192 
a 196) y Deberes del cuerpo social (Arts. 197 a 199).

En este Capítulo se recogieron, enriquecidos, los artículos de la 
Declaración de los Derechos del Pueblo de 1811, y en su redacción se recibió 
la influencia directa del texto de las Declaraciones de las antiguas colonias 
norteamericanas, de las Enmiendas a la Constitución de los Estados Unidos de 
América, de la Declaración Francesa y en relación con esta última, de los 
documentos de la conspiración de Gual y España de 1797122.

En particular, debe destacarse entre estas normas, las relativas al 
igualitarismo civil derivadas del principio de igualdad, como uno de los "derechos

EL PARALELISMO ENTRE EL CONSTITUCIONALISMO
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122. Véase Allan R. Brewer-Carías, Los Derechos Humanos en Venezuela: casi 200 años de 
Historia, Caracas 1990, pp: 101 y ss.
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del hombre en sociedad” derivados, a su vez, del "pacto social" (arts. 141, 
142). Los derechos del hombre en sociedad, de acuerdo al texto constitucional, 
eran la libertad, la igualdad, la propiedad y la seguridad (Arts. 151 y ss.), y el 
artículo 154 de la Constitución, en esta forma, dispuso que:

La igualdad consiste en que la Ley sea una m ism a para todos los 
ciudadanos, sea que castigue o que proteja. E lla no reconoce distinción 
de nacim iento ni herencia de poderes (Art. 154).

En cuanto al pacto social, los artículos 141 y 142 de la Constitución dispusieron:

D espués de constituidos los hom bres en sociedad han renunciado a 
aquella libertad ilim itada y licenciosa a que fácilm ente los conducían 
sus pasiones, p ropia sólo del estado salvaje. El establecim iento de la 
so c ied a d  p re su p o n e  la  ren u n c ia  d e  e so s  d e re c h o s  fu n e s to s , la  
adquisición de otros m ás dulces y pacíficos, y  la sujeción a ciertos 
deberes m utuos. El pacto social asegura a cada individuo el goce y 
posesión de sus bienes, sin lesión del derecho que los dem ás tengan de 
los suyos (Art. 141 y  142).

I. Disposiciones generales (Capítulo IX)

Por último, el Capítulo IX, en unos Dispositivos Generales estableció 
normas sobre el régimen de los indígenas (Arts. 200) y su igualdad (Arts. 201); 
la ratificación de la abolición del comercio de negros (Art. 202); la igualdad de 
los pardos (Art. 203); y la extinción de títulos y distinciones (Art. 204).

En particular, en cuanta a la igualación social las normas de la Constitución 
conllevaron a la eliminación de los "títulos"123 y la restitución de los derechos 
"naturales y civiles" a los pardos124, y con ello, el elemento que iba a permitir a 
éstos incorporarse a las luchas contra la oligarquía criolla. Se debe destacar, 
por otra parte, que a pesar de que ei texto constitucional declaró abolido el

123. "Quedan extinguidos todos los títulos concedidos por el anterior gobierno y ni el Congreso, 
ni las Legislaciones Provinciales podrán conceder otro alguno de nobleza, honores o 
distinciones hereditarias..." (Art. 204). Por otra parte, la Constitución de 1811, 
expresamente señalaba que: "Nadie tendrá en la Confederación de Venezuela otro título ni 
tratamiento público que el de ciudadano, única denominación de todos los hombres libres 
que componen la Nación..." (Art. 236), expresión que ha perdurado en toda nuestra 
historia constitucional.

124. "Del mismo modo, quedan revocadas y anuladas en todas sus partes las leyes antiguas que 
imponían degradación civil a una parte de la población libre de Venezuela conocida hasta 
ahora bajo la denominación de pardos', éstos quedan en posesión de su estimación natural 
y civil y restituidos a los imprescindibles derechos que les corresponden como a los 
demás ciudadanos" (Art. 203).
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comercio de esclavos125, la esclavitud como tal no fue abolida y se mantuvo 
hasta 1854; a pesar de las exigencias del Libertador en 1819126.

Se reguló, además, el juramento de los funcionarios (Arts. 206 a 209); la 
revocación del mandato (Art. 209 y 210), las restricciones sobre reuniones de 
sufragantes y de congregaciones electorales (Arts. 211a 214); la prohibición a 
los individuos o grupos de arrogarse la representación del pueblo (Art. 215; la 
disolución de las reuniones no autorizadas (Art. 216); el tratamiento de "ciudadano" 
(Art. 226); y la vigencia de la Recopilación de las Leyes de Indias mientras se 
dictaban el Código Civil y Criminal acordados por el Congreso (Art. 228).

J .  La supremacía constitucional

Por último, debe destacarse la cláusula de supremacía de la Constitución 
contenida en el artículo 227, así:

227. La presente Constitución, las leyes que en consecuencia se expidan 
para ejecutarla y todos los tratados que se concluyan bajo la autoridad 
del gobierno de la Unión serán la Ley Suprema del Estado en toda la 
extensión de la Confederación, y las autoridades y habitantes de las 
Provincias estarán obligados a obedecerlas religiosamente sin excusa 
ni pretexto alguno; pero las leyes que se expiden contra el tenor de ella 
no tendrán ningún valor sino cuando hubieren llenado las condiciones 
requeridas para una justa y legítima revisión y sanción.

Esta cláusula de supremacía y la garantía objetiva de la Constitución se 
ratificó en el Capítulo VIII sobre los Derechos del Hombre, al prescribirse en su 
último artículo, lo siguiente:

Artículo 199. Para precaver toda transgresión de los altos poderes que nos 
han sido confiados, declaramos: Que todas y cada una de las cosas 
constituidas en la anterior declai ación de derechos están exentas y fuera 
del alcance del Poder General ordinario del gobierno y que conteniendo o 
apoyándose sobre los indestructibles y sagrados principios de la naturaleza, 
toda ley contraria a ellos que será absolutamente nula y de ningún valor.
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125. "El comercio inicuo de negros prohibido por decreto de la Junta Suprema de Caracas en 14 
de agosto de 1810, queda solemne y constitucionalmente abolido en todo el territorio de la 
Unión; sin que puedan de modo alguno introducirse esclavos de ninguna especie por vía de 
especulación mercantil" (Art. 202).

126. Cfr. Parra Pérez; "Estudio Preliminar", loe. cit., p. 32. En su discurso de Angostura de 
1819, Simón Bolívar imploraba al Congreso "la confirmación de la libertad absoluta de los 
esclavos, como imploraría por mi vida y la vida de la República", considerando a la 
esclavitud como "la hija de las tinieblas". Véase el Discursó de Angostura en J. Gil Fortoul, 
op. cit., Apéndice, Tomo Segundo, pp . 491 y 512.
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2. Los PRINCIPIOS DEL CONSTITUCIONALISMO MODERNO EN LA

C o n s t i t u c i ó n  d e  V e n e z u e l a  d e  1811 y  l a  i n f l u e n c i a

FRANCESA Y NORTEAMERICANA

En la Constitución de 1811, sin duda, como se aprecia de su contenido general, 
los principios del constitucionalismo derivados tanto de la Revolución Americana 
como de la Revolución Francesa encontraron de inmediato un campo de cultivo, 
habiéndose sin embargo desarrollado conforme a moldes propios, no habiendo 
recibido influencia alguna inicial del régimen político-constitucional español moderno, 
que al momento de sancionarse la Constitución (1811), también sentaba las bases 
para la remoción del Antiguo Régimen, en medio de la crisis general por la invasión 
napoleónica. Esos principios encajaron en el proceso constituyente venezolano de 
1811, meses antes de la sanción de la Constitución de Cádiz.

En efecto, la Constitución de 1811 recibió de la Constitución americana 
la influencia de la forma federal del Estado, del presidencialismo como sistema 
de gobierno dentro del esquema de la separación de poderes, y del control de 
la constitucionalidad, como secuela de la garantía objetiva de la Constitución. 
Pero en cuanto a la redacción del texto constitucional de 1811, la influencia 
directa de la Constitución francesa es evidente, particularmente en la regulación 
detallada de la forma de elección indirecta de los representantes, en el 
reforzamiento de la separación de poderes, y en la extensa Declaración de 
Derechos fundamentales que contiene.

Con frecuencia se ha argumentado que lo básico del texto de la Constitución 
venezolana de 1811 provino de la Constitución norteamericana, lo que no es exacto, 
no sólo por el contenido de ambas, sino por la extensión de los textos: 7 artículos - 
aún cuando extensos cada uno- en la Constitución norteamericana de 1787, contra 
228 artículos de la Constitución venezolana de 1811. En realidad, este texto se 
inspiró de los principios de la Constitución americana y, a la vez, de la redacción del 
texto de las Constituciones revolucionarias francesas, tanto en su parte dogmática 
como en su parte orgánica127.

Desde el punto de vista constitucional, por tanto, es evidente que la 
conformación inicial del Estado venezolano no recibió influencia alguna de 
las instituciones españolas que en paralelo se estaban conformando.

127. Véase en general Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre la Revolución Americana 
(1776) y  la Revolución Francesa (1789) y  sus aportes al constitucionalismo moderno, 
Caracas 1991. Las consideraciones que se hacen en las páginas siguientes siguen lo expuesto 
en dicho libro. Cf. Allan R. Brewer-Carías, La formación del Estado venezolano, separata 
del libro Paramillo, UCAT, San Cristóbal 1996, pp. 201 a 359.
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Recordemos, de nuevo que en 1811, España aún era una Monarquía invadida 
por las tropas napoleónicas, en plena guerra de independencia frente al invasor 
francés, y que fue a partir de 1812, con la Constitución de Cádiz, que comenzó 
a recibir los aportes del constitucionalismo moderno, como el principio de la 
separación de poderes. Sin embargo, España continuó siendo una Monarquía 
durante todo el siglo XIX, en tanto que la evolución republicana de Venezuela 
que comenzó en 1811, con todos sus altibajos políticos, se desarrolló sin 
interrupciones hasta el presente. Venezuela, por tanto, al contrario de lo que 
sucedió en otros países de América Latina, no recibió inicialmente inñuencia 
alguna derivada de la Constitución de Cádiz, la cual sólo rigió en parte de su 
territorio durante la confusión de la guerra de independencia, al contrario de 
lo que sucedió en otros países de América Latina, que al haber logrado su 
independencia más tarde a comienzos del siglo XIX, recibieron la influencia 
de la Constitución gaditana.

A. La idea de Constitución

La idea de Constitución como documento escrito, de valor superior y 
permanente conteniendo las normas fundamentales de la organización del Estado 
y una Declaración de los Derechos de los Ciudadanos fue, sin duda, como 
hemos dicho, el aporte fundamental de la Revolución americana al 
constitucionalismo moderno, el cual quedó plasmado, en 1776, al declararse 
independientes las antiguas colonias inglesas en Norteamérica. De ese proceso 
nació la Constitución moderna, con una parte orgánica relativa a la organización 
del Estado con base en los principios de la separación poderes; y una parte 
dogmática, contentiva de una declaración de derechos fundamentales naturales 
del hombre. El elemento básico del constitucionalismo que proviene de la 
Revolución americana, además, fue el del carácter de ley suprema y fundamental 
de la Constitución, ubicada por encima de los poderes del Estado y de los 
ciudadanos, y no modificable por el Legislador ordinario.

Las características esenciales de la Constitución, conforme a esta 
concepción, las advirtió desde el inicio, Alexis De Tocqueville en 1835, en su 
Democracia en América128, como testigo de excepción que fue de las 
revoluciones francesa y americana, al establecer la diferencia entre las 
Constituciones de Francia, Inglaterra y los Estados Unidos, señalando que:

En Francia, ia Constitución es una obra inm utable o reputada com o tal.
N ingún poder puede cam biarle nada. Tal es la teoría indicada.
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128. Véase Alexis de Tocqueville, Democracy in America, J. R Mayery M. Lemer, eds. London, 
1969. Las citas en el texto son tomadas de esta edición.
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En Inglaterra, se reconoce al Parlam ento el derecho de m odificar la 
Constitución. En Inglaterra la Constitución puede, pues, cam biar sin 
cesar o más bien, no existe. El Parlam ento, al m ism o tiem po que es un 
cuerpo legislativo, es tam bién el constituyente.

En A m érica del N orte, las teorías políticas son m ás sencillas y  más 
racionales. Su C onstitución  no es considerada inm utable com o en 
Francia; ni puede ser m odificada por los poderes ordinarios de la Nación, 
com o en Inglaterra . Form a un cuerpo aparte que, representando la 
voluntad de todo el pueblo, obliga lo mismo a los L egisladores que a los 
sim ples ciudadanos; pero que puede ser cam biada po r la voluntad del 
pueblo, según la  form a establecida....

Y concluyó:

En los EE.UU., la Constitución está sobre los Legisladores com o lo está 
sobre los sim ples ciudadanos. Es la prim era de las leyes y  no puede ser 
m odificada po r una ley; es pues, ju sto  que los tribunales obedezcan a  la 
C onstitución preferentem ente a todas las leyes.

De esto deviene, como consecuencia, la noción no sólo de constitución 
escrita, sino también de constitución rígida.

Esta concepción de la Constitución, como Ley Suprema y rígida también 
se había adoptado en Francia desde el mismo momento de la Revolución, sin 
duda, bajo la influencia americana, pero con aproximaciones propias y una 
concepción formal más latina en su expresión y extensión, que también influyó 
en América Latina. En efecto, al contrario de la Constitución norteamericana 
de 1787, que en un conjunto de 7 artículos reguló la parte orgánica y al contrario 
de las Constituciones de las antiguas Colonias, no contuvo inicialmente una 
declaración de derechos (sólo se incorporaron en las Enmiendas de 1789 y 
1791); el primer acto constitucional de la Asamblea Nacional revolucionaria 
francesa en 1789, fue adoptar la Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano, la cual estaba precedida de unos artículos de la Constitución, 
en los cuales se recogieron los principios fundamentales de organización del 
Estado con base en el principio de la separación de poderes.

Posteriormente, en 1791, la Asamblea dictó la primera Constitución, que 
formalmente hablando, fue la segunda en la historia constitucional del mundo 
moderno, regulando extensamente una Monarquía Constitucional, en cerca de 
210 artículos, e incorporando al texto la Declaración de Derechos (17 artículos) 
de rango constitucional, la cual, por tanto, fue el gran aporte a la idea de 
Constitución de la Revolución francesa.
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Por otra parte, la Constitución de 1811 también adoptó, como se ha 
dicho, la noción de la supremacía de la Constitución que para el momento en 
que De Tocqueville visitó los Estados Unidos, había sido desarrollado por el 
Presidente de la Corte Suprema, el juez Marshall, en el famoso caso Marbury 
vs. Madison de 1803129. Por ello, incluso, en el propio texto de la Constitución 
de 1811 se estableció expresamente el principio de la supremacía constitucional, 
en el referido artículo 227 que siguió la orientación de la cláusula de supremacía 
de la Constitución norteamericana (Art. 4), pero con mucho mayor alcance.

Además, luego de establecer y declarar los derechos fundamentales, la 
Constitución de 1811 agregó, en su artículo 199, que:

Toda ley contraria a  ellas que se expida por la Legislatura federal o  por
las Provincias será absolutam ente nula y  de ningún valor.

B. La dem ocracia, el republicanism o y la soberanía del 
pueblo

El segundo de los principios desarrollados en la práctica constitucional 
y política en el mundo moderno, influido también por el constitucionalismo 
norteamericano, es el de la democracia y el republicanismo basado en el 
concepto de soberanía del pueblo. Con la Revolución norteamericana, el 
principio tradicional de legitimidad monárquica del Estado fue sustituido 
definitivamente. La soberanía no correspondió más a un Monarca, sino al 
pueblo y, por ende, con la Revolución americana, puede decirse que la 
práctica del gobierno democrático fue iniciada en el mundo moderno. El 
mismo principio fue luego recogido por la Revolución francesa, pero duró 
en la práctica constitucional muy poco, debido a la restauración de la 
Monarquía a partir de 1815.

En todo caso, este fue un concepto fundamental en el trabajo de De 
Tocqueville, constituyendo incluso, el título de su libro La democracia en 
América, en el cual dijo:

Cuando se quiere hablar de las leyes políticas de los Estados Unidos,
hay que com enzar siempre con el dogm a de la  soberanía del pueblo.

Se trataba de un principio que De Tocqueville consideró que "...domina 
todo el sistema político de los angloamericanos", añadiendo, que:

129. Marbury v. Madison, S.V.S. (1 Cranch) 137. Véase los comentarios en Alian R. Brewer- 
Carías, Judicial Review in Comparative Law, Cambrigde 1989, pp. 101 y ss.
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Si hay algún país en el mundo en que se pueda apreciar en su justo valor 
el dogma de la soberanía del pueblo, estudiarlo en su aplicación a los 
negocios jurídicos y juzgar sus ventajas y sus peligros, ese país es sin 
duda Norteamérica.

A ese efecto consagró su libro para estudiar, precisamente, la democracia 
en Norteamérica. Sin embargo, como se ha visto, es evidente que la democracia 
se desarrolló allí, tiempo antes de la Independencia, lo que destacó De Tocqueville 
al indicar que su ejercicio, durante el régimen colonial:

Se veía reducido a ocultarse en las asambleas provinciales y sobre todo 
en las comunas donde se propagaba en secreto ... No podía mostrarse 
ostensiblemente a plena luz en el seno de las leyes, puesto que las 
colonias estaban todavía constreñidas a obedecer.

Por ello, una vez que la Revolución norteamericana estalló:

El dogma de la soberanía del pueblo, salió de la comuna y se apoderó del 
gobierno. Todas las clases se comprometieron por su causa; se combatió 
y se triunfó en su nombre; llegó a ser la ley entre las leyes.

...Cada individuo constituye una parte igual de esa soberanía y participa 
igualmente en el gobierno del Estado.

Pero a la base de toda concepción republicana está la idea de que la soberanía 
no pertenece a un Monarca, sino al pueblo. De allí surgió, también el segundo 
principio del constitucionalismo revolucionario francés. En efecto, conforme al 
régimen del absolutismo, el soberano era el Monarca, quien ejercía todos los poderes 
e, incluso, otorgaba la Constitución del Estado. Con la Revolución, el Rey fue 
despojado de su soberanía; dejó de ser Rey de Francia y comenzó a ser Rey de los 
franceses, trasladándose la soberanía al pueblo. La noción de Nación surgió, 
entonces, para lograr privar al Rey de su soberanía, pero como la soberanía existía 
sólo en la persona que la podía ejercer, era necesario una noción de “Nación”, 
como personificación del pueblo, para reemplazar al Rey en su ejercicio.

De allí el principio de la soberanía atribuida a la Nación y no al Rey o a 
los gobernantes, que surge del texto de la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano:

El principio de toda soberanía reside esencialmente en la Nación. Ningún 
cuerpo, ningún individuo puede ejercer autoridad que no emane de ella 
expresamente (Art. 3).130

130. Los textos franceses han sido consultados en Les Constitutions de la France depuis 1789, 
(Presentation Jacques Godechot), París 1979.
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La Declaración de Derechos que precedió la Constitución de 1793, señalaba:

La soberanía reside en el pueblo. E lla es una e indivisible, imprescindible 
e inalienable (Art. 25).

Y la Declaración que precedió la Constitución de 1795, señaló:

La soberanía reside esencialmente en la universalidad de los ciudadanos. 
N ingún  ind iv iduo , n inguna  reun ión  parc ia l de ciudadanos pu ed e  
atribuirse la soberanía.

Estos principios fueron recogidos en la Declaración venezolana de 
Derechos del Pueblo de 1811, cuyos primeros dos artículos de la Sección 
"Soberanía del Pueblo" establecieron:

La soberanía reside en el pueblo; y el ejercicio de ella en los ciudadanos 
con derecho a sufragio , p o r m edio de sus apoderados legalm ente 
constituidos (Art. 1);

L a soberanía, es por su naturaleza y esencia, imprescindible, inajenable 
e indivisible (Art. 2).

La Constitución de 1811, en todo caso, definió la soberanía popular 
conforme a la misma orientación:

U na sociedad de hom bres reunidos bajo unas m ism as leyes, costum bres 
y gobiernos form a una soberanía (Art. 143).

L a so b e ra n ía  de un  p a ís  o su p rem o  p o d e r de re g la r  o d ir ig ir  
equitativam ente los intereses de la com unidad, reside, pues esencial y 
originalm ente en la m asa general de sus habitantes y se ejercita por 
m ed io  de ap o d e rad o s  o re p re se n ta n te s  de es to s , n o m b rad o s  y 
establecidos conform e a la Constitución (Art. 144).

Conforme a estas normas, por tanto, en las antiguas Provincias coloniales 
de España que formaron Venezuela, la soberanía del Monarca español había 
cesado. Incluso, desde el 19 de abril de 1810, la soberanía había comenzado a 
ejercerse por el pueblo, que se dio a sí mismo una Constitución a través de sus 
representantes electos. Por ello, la Constitución de 1811, comenzó señalando:

En nom bre de Dios Todopoderoso, Nosotros, el pueblo de los Estados 
d e  V en e zu e la , u sa n d o  d e  n u e s tra  so b e ra n ía ...  h em o s re s u e lto  
confederam os solem nem ente para form ar y  establecer la  siguiente 
Constitución, por la cual se han de gobernar y adm inistrar estos Estados.
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La idea del pueblo soberano, por tanto, que no sólo provino de la 
Revolución francesa sino, antes, de la Revolución americana, y se arraigó en 
el constitucionalismo venezolano desde 1811, contra la idea de la soberanía 
monárquica que aún imperaba en España en ese momento.

Debe destacarse, además, que a pesar de su carácter monárquico, la 
Constitución francesa de 1791 fue representativa, desde el momento en que la 
Nación ejercía su poder a través de representantes. Ello mismo ocurrió después, 
con la Constitución de Cádiz de 1812.

En todo caso, en Francia, después de la Monarquía y ejecutado Luis 
XVI, la Constitución de 1793 estableció la República en sustitución de la 
Monarquía, como "única e indivisible" (Art. 1). En consecuencia, el pueblo 
soberano, constituido por "la universalidad de los ciudadanos franceses", 
nombraba sus representantes en los cuales le delegaba el ejercicio de los poderes 
públicos (Art. 7 a 10). Estas ideas de la representatividad, sin embargo, en 
Francia se impusieron desde el momento mismo de la Revolución, en 1789, a 
pesar de que al inicio la forma del gobierno siguió siendo Monárquica. Así, en 
la Constitución de 1791 se estableció que:

L a N ación de la cual em anan todos los poderes, no  los puede ejercer 
sino po r delegación. La C onstitución francesa es representativa: los 
representantes son el cuerpo legislativo y el R ey (A rt. 2, título III).

Por tanto, con la Revolución incluso el Rey se convirtió en representante 
de la Nación, hasta que fue decapitado, y con ello la Monarquía convertida en 
República, fue completamente representativa.

Esta idea de representatividad republicana, por supuesto, también se 
recogió en la Constitución venezolana de 1811, en la cual, se estableció que la 
soberanía se ejercitaba sólo "por medio de apoderados o representantes de 
éstos, nombrados y establecidos conforme a la Constitución" (Art. 144). Por 
ello, agregó la Constitución de 1811:

N ingún  individuo, n inguna fam ilia, n inguna porción  o reun ión  de 
ciudadanos, ninguna corporación particular, ningún pueblo, ciudad o partido, 
puede atribuirse la soberanía de la sociedad que es inajenable e indivisible, 
en su esencia y  origen, ni persona alguna podrá ejercer cualquier función 
pública del gobierno si no la ha obtenido por la constitución (A rt 146).

En definitiva, siendo el sistema de gobierno netamente republicano y 
representativo, conforme a la más exacta expresión francesa de la Declaración 
de 1789 (Art. 6), la Constitución de 1811 estableció que:
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La Ley es la expresión libre de la voluntad general de la m ayoría de los 
ciudadanos, indicada por el órgano de sus representantes legalm ente 
constituidos (Art. 149).

En todo caso, la democracia como sistema político buscada, lograda 
o mantenida, es la segunda tendencia en el constitucionalismo moderno y 
contemporáneo, inspirada por el proceso constitucional norteamericano y 
el proceso de la Revolución francesa. Todas las constituciones en el mundo 
la establecieron como un componente básico de sus sistemas políticos, y es 
el símbolo de nuestro tiempo, aún cuando su mantenimiento no ha sido 
siempre asegurado.

Por supuesto, este dogma de la soberanía del pueblo y de la democracia 
republicana fue recogido de inmediato en América Latina, a raíz de la 
Independencia, y basta para darse cuenta, leer los motivos de la Junta 
Suprema de Venezuela en 1810 para convocar a elecciones, al adoptar el 
Reglamento de las mismas, constatando la falta de representatividad de las 
P rovincias en el gobierno de Caracas, lo que debía rem ediarse 
constituyéndose un poder central131. La Junta, así, al dirigirse a los habitantes 
de Venezuela señaló:

Sin una rep resen tac ió n  com ún, vu es tra  conco rd ia  es p recaria , y 
vuestra  sa lud  pelig ra. C ontribu id  a ella com o debéis y com o desea  el 
gobierno actual.

El ejercicio m ás im portante de los derechos del pueblo es aquel en que 
los transm ite a un corto núm ero de individuos, haciéndolos árbitros de 
la suerte de todos.

De allí, el llamamiento de la Junta:

Todas las clases de hom bres libres son llamadas al prim ero de los goces 
de ciudadano, que es el concurrir con su voto a la delegación de los 
derechos personales y  reales que existieron originariam ente en la m asa 
com ún y  que le ha restituido el actual interregno de la  M onarquía.

El Congreso formado por los diputados electos, e instalado a 
comienzos de 1811, entonces, no sólo declaró los Derechos del Pueblo ( Io 
de julio) y la Independencia (5 julio), sino que sancionó la Constitución que 
a la usanza del texto de la Constitución norteamericana de 1787, está 
precedida por la siguiente declaración:

131. Véase el texto en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 504 y ss.
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Nosotros, el pueblo de los Estados Unidos de Venezuela, usando de 
nuestra soberanía y deseando establecer entre nosotros la mejor 
administración de justicia, procurar el bien general, asegurar la 
tranquilidad interior, proveer en común la defensa exterior, sostener 
nuestra libertad e independencia política, conservar pura e ilesa la 
sagrada religión de nuestros mayores, asegurar perpetuamente a nuestra 
posteridad el goce de estos bienes y estrechados mutuamente con la 
más inalterable unión y sincera amistad, hemos resuelto confederamos 
solemnemente para formar y establecer la siguiente Constitución, por la 
cual se han de gobernar y administrar estos estados.. . .

El republicanismo y asambleísmo, en todo caso, fue una constante en 
toda la evolución constitucional de la naciente República, por lo que desde las 
campañas por la independencia de Simón Bolívar, el empeño por legitimar el 
poder por el pueblo reunido o a través de elecciones, fue siempre una constante 
en nuestra historia política132.

C. La distribución vertical de los poderes del Estado

a. El Estado federal, la descentralización política y  el 
gobierno local del constitucionalismo americano

En su estudio de la Constitución norteamericana, uno de los aspectos a los 
cuales De Tocqueville dedicó mucha atención debido a la importancia para la 
democracia, fue al de la descentralización política o al principio de la distribución 
vertical de los poderes del Estado entre las diferentes unidades político-territoriales, 
lo que por lo demás, en 1835, cuando escribió, era una novedad constitucional. 
Este, puede decirse, es el tercer principio del constitucionalismo moderno.

De Tocqueville, en efecto observó:

No hay en el mundo país donde la ley hable un lenguaje más absoluto 
que en Norteamérica, y no hay tampoco ninguno donde el derecho de 
aplicarla esté dividido entre tantas manos.

Luego en su libro, enfatizó que:

Lo que más llama la atención al europeo que recorre a los Estados 
Unidos es la ausencia de lo que se llama entre nosotros el gobierno 
o administración.

132. Véase Alian R. Brewer-Carias, "Ideas centrales sobre la organización del Estado en la obra 
del Libertador y sus proyecciones contemporáneas", Boletín de la Academia de Ciencias 
Políticas y  Sociales, Caracas 1984, N° 95-96, pp. 137 y ss.
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Las funciones son múltiples y:

Al repartir así la autoridad, vuélvese, es verdad, su acción m enos pesada 
y m enos peligrosa, pero no se la llega a destruir.

Concluyó su observación:

El p o d e r ad m in istra tiv o  en los E stados U n idos no o frece  en su  
C onstitución nada central ni jerárquico. Es precisam ente lo que hace 
que no se advierta su presencia. El poder existe, pero no se sabe donde 
encontrar su  representante.

Ahora bien, la distribución de los poderes en sentido vertical, en 
Norteamérica, puede decirse que no fue producto de un proceso de 
descentralización, sino más bien, de centralización, en el sentido de que el 
municipio, el condado y los estados, existieron primero que el poder central, de 
manera tal que como lo observó De Tocqueville,

L a form a de gobierno  federal en los E stados U nidos apareció  en 
últim o lugar.

En sus propias palabras:

En la mayor parte de las naciones europeas, la preocupación política comenzó 
en las capas más altas de la sociedad, que se fue comunicando poco a poco 
y siempre de una manera incompleta, a las diversas partes del cuerpo social.

En N orteam érica, al contrario, se puede decir que la Com una ha sido 
organizada antes que el Condado, el Condado antes que el Estado y el 
Estado antes que la Unión.

Refiriéndose a Nueva Inglaterra, De Tocqueville constató que allí las 
comunidades locales tomaron completa y definitiva forma, desde 1650, señalando 
en consecuencia que, incluso antes de la Independencia:

En el seno de la C om una se ve dom inar una po lítica  real, activa, 
enteram ente dem ocrática y republicana. Las colonias reconocen aún la 
suprem acía de la metrópoli; la m onarquía es la ley del Estado, pero ya la 
república está viva en la Comuna.

De ahí, desde esta aproxim ación histórica, deriva la im portancia que De 
Tocqueville asignó al gobierno local, como la fuente de la dem ocracia.

En lo relativo a la forma federal del Estado, creación del sistema 
constitucional norteamericano producto del proceso de descentralización política
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de una sociedad altamente descentralizada, De Tocqueville constató su novedad 
afirmando que:

Esta Constitución, que a primera vista se ve uno tentado a confundir 
con las constituciones federales que la han precedido, descansa en 
efecto sobre una teoría enteramente nueva, que se debe señalar como 
un gran descubrimiento de la ciencia política de nuestros días.

Y de hecho, puede decirse que la forma del "Estado federal" vino a 
formar parte de la historia con la Constitución norteamericana de 1787, aún 
cuando las palabras "federal" o "federación" no se usaron en la Constitución.

La adopción del esquema federal, en todo caso, no respondió a un 
esquema previamente concebido, sino a necesidades prácticas: El propósito 
fue seguir una fórmula que hiciera posible la existencia de estados 
independientes compatibles con un poder central con suficientes atribuciones 
para actuar por sí solo en un nivel federal.

Esta nueva forma de Estado, dijo De Tocqueville, no podía ser comparada 
a las confederaciones que existieron en Europa antes de la Constitución 
norteamericana, principalmente porque el Poder Central en la Constitución 
norteamericana, como lo observó:

...obra sin intermediario sobre los gobernados, los administra y los juzga 
por sí mismo, como lo hacen los gobiernos nacionales.

En Norteamérica, agregó

la Unión tiene por gobernados no a los Estados, sino a sim ples 
ciudadanos. Cuando quiere recaudar un impuesto, no se dirige al 
gobierno de Massachusetts, sino a cada habitante de Massachusetts.
Los antiguos gobiernos federales tenían frente a ellos a pueblos; el de la 
Unión tiene a individuos. No pide prestada su fuerza, la toma por sí 
misma. Tiene sus administradores propios, sus tribunales, sus oficiales 
de justicia y su propio ejército.

Luego De Tocqueville añadió:

Evidentemente, no es ya ese un gobierno federal; es un gobierno nacional 
incompleto. Así se ha encontrado una forma de gobierno que no era 
precisamente ni nacional ni federal; pero se han detenido allí, y la palabra 
nueva que debe expresar la cosa nueva no existe todavía.
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Esta "cosa nueva" es la que, precisamente, en el derecho constitucional 
moderno es conocida como la forma de Estado Federal, la cual se configuró 
como uno de los principales rasgos del constitucionalismo norteamericano, 
inmediatamente seguido en Venezuela, en 1811, y décadas después, por los 
grandes países latinoamericanos (México, Argentina, Brasil).

Pero la forma de Estado Federal en nuestros países, a pesar de la 
influencia norteamericana, no fue una copia mecánica y artificial de la recién 
creada forma federal de los Estados Unidos de América que todavía, en 1833, 
como lo observó De Tocqueville en su Democracia en América, aun no tenía 
nombre propio. Al contrario, la adopción de la forma federal en América Latina 
obedeció a la realidad político territorial que nos había legado la colonización 
española y lusitana, de manera que la Federación vino a ser la solución 
institucional para formar Estados independientes, particularmente en las áreas 
coloniales compuestas por una gran extensión territorial (Argentina, México, 
Brasil, Venezuela) y múltiples demarcaciones territoriales coloniales.

El primer país que adoptó el federalismo como forma de Estado en el 
mundo moderno, después de su implantación en los Estados Unidos de 
Norteamérica, fue entonces Venezuela, al constituirse como Estado 
independiente de la metrópoli española. Ello tuvo su razón de ser en el hecho 
de que en América Latina, en la época colonial, España había conformado un 
sistema de gobierno y administración altamente descentralizado, organizado en 
Virreinatos, Capitanías Generales, Provincias, Corregimientos y Gobernaciones, 
como antes había ocurrido con todos los grandes imperios históricos. La 
Provincia así, conforme al concepto romano, era la unidad colonial básica de 
Ultramar, especialmente establecida para el gobierno colonial, hasta el punto 
de que para la organización político territorial de la propia España peninsular 
en Provincias, sólo fue en 1830 que se adoptó, pero conforme al modelo 
napoleónico de Estado centralizado.

Desde comienzos del siglo XVI, en cambio, como se ha dicho, la Provincia 
fue la unidad territorial básica de las colonias en América Latina, conformándose 
políticamente en tomo a centros poblados (política de poblamiento), con sus 
Cabildos y gran autonomía. Así surgió, en un proceso de 300 años, un sistema 
de ciudades-Estados coloniales diseminado en nuestros países.

Al estallar el proceso independentista en 1810, en los Estados 
latinoamericanos se produjo un proceso similar al que años antes había sucedido 
en los Estados Unidos, signado por un doble objetivo: por una parte, la 
independencia en relación a la Metrópoli y por la otra, la unión de las diversas
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Provincias distantes, aisladas y autónomas que conformaban unidades organizativas 
superiores. En ese proceso, cabe preguntarse: ¿Cuál podía ser la forma de Estado 
que podían adoptar nuestros países, de entre los esquemas existentes en el mundo?

No debe olvidarse que el mundo europeo del momento, lo único que 
mostraba, como forma de Estado, era el monárquico, siendo éste el sistema de 
integración tanto de grandes como de pequeñas entidades territoriales. La 
revolución de independencia en América Latina se inició contra la Monarquía, 
por lo que era inconcebible construir los nuevos Estados inventado un régimen 
monárquico criollo (quedaron como excepciones, sin embargo, los "imperios" 
de los Estados más extensos territorialmente, Brasil y México, de corta 
duración). No habiendo Monarquías, por tanto, el esquema de distribución 
vertical del poder propio de la forma federal resultaba perfectamente adecuado 
a nuestras realidades y a nuestra dispersión territorial. Ese fue el caso de 
Venezuela, donde al convocarse elecciones, en 1810, para la constitución de un 
Congreso General, la Junta Suprema de Caracas lo hizo partiendo del supuesto 
de que había “llegado el momento de organizar un Poder central bien 
constituido”,133 preguntándose en su proclama:

¿Cóm o se podrían  de otro m odo trazar los lím ites de las autoridades de 
las Juntas provinciales, corregir los vicios de que tam bién adolece la 
Constitución de éstas, dar a las provincias gubernativas aquella un idad 
sin la  cual no  puede haber ni orden, ni energía; consolidar un plan 
defensivo que nos ponga a  cubierto de toda clase de enem igos; formar, 
en fin, una confederación sólida, respetable, ordenada, que restablezca 
de to d o  p u n to  la  tran q u ilid ad  y  co n fian za , que m ejo re  n u es tra s  
instituciones y  a  cuya som bra podam os aguardar la disipación de las 
borrascas políticas que están sacudiendo al U niverso.

Por ello, el Congreso General, en definitiva dictó en diciembre de 
1811, la “Constitución Federal para los Estados de Venezuela”. Pero el 
Poder Central Federal constituido, como había sucedido inicialmente en los 
Estados Unidos, estaba estructurado con grandes signos de debilidad, 
estando el poder fundamental en las Provincias constituidas como estados 
soberanos. Esta debilidad ya la había apuntado De Tocqueville, en su 
observación sobre el sistema norteamericano; y debe observarse que ella 
siempre se ha considerado como una de las principales causas del fracaso 
de la Primera República en 1812.

Sin embargo, un hecho es evidente del esquema colonial español en 
América Latina, conforme al cual, sin haber logrado la autonomía de las colonias

133. Véase el texto en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo II, pp. 504 y ss.
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inglesas en Norteamérica producto de la inexistencia de un esquema global de 
organización territorial manejado desde la Metrópoli, como sí lo hubo en España 
(Casa de Contratación de Sevilla, Consejo de Indias, Virreinatos, Audiencias, 
Capitanías Generales, Provincias, Gobernaciones y Corregimientos), sin 
embargo, había provocado el desarrollo de una intensa vida municipal en los 
Cabildos compuestos en su mayoría por criollos. Por ello, fueron los Cabildos 
los que hicieron la independencia y los que la proclamaron, iniciando el proceso 
el Cabildo de Caracas, el 19 de abril de 1810, al asumir el poder político 
autonómico. Y no podía ser otra la institución política colonial que asumiera en 
ese momento facultades soberanas, pues dentro del contexto histórico político, 
se trataba de cuerpos realmente representativos de los diversos estratos sociales 
libres que reflejaban legítimamente los derechos populares. Por ello, Venezuela, 
como República independiente, tuvo su origen en un Cabildo representativo y 
participativo, por lo que en su estructuración política posterior, en las 
Constituciones Provinciales a partir de 1812, se reguló en forma detallada el 
Poder Municipal. En todo caso, desde 1811 se adoptó la forma federal del 
Estado que aún rige en nuestros días.

b. Los principios de la organización territorial del Estado 
del constitucionalismo revolucionario francés

Otro de los aportes del constitucionalismo revolucionario francés al 
constitucionalismo moderno fue el relativo a la organización territorial y a la 
autonomía local, que tuvo una influencia directa en el mundo y, particularmente, 
en Venezuela. En efecto, el Antiguo Régimen era un régimen político altamente 
centralizado, en el cual no había poderes locales. Los Intendentes eran la fuente 
única de poder en las Provincias, y las autoridades locales que podía haber, 
eran delegados del Intendente, sometidos a su control. No existía, por tanto, un 
poder municipal ni nada que se le pareciera.

Con motivo de las propuestas de reforma impositiva, en 1775, el Ministro 
Turgot había planteado establecer Municipalidades, pero ello no llegó a 
prosperar134. En cambio, la Revolución cambió la faz territorial de Francia, y 
por los Decretos de 14 y 22 de diciembre de 1789, eliminó ios antiguos reinos y 
las antiguas e históricas circunscripciones territoriales, estableciendo una 
uniformización territorial general, al dividir el país en Departamentos, éstos en 
Distritos, los Distritos en Cantones y éstos en Comunas, que eran las 
municipalidades, creándose así el Poder Municipal. En cada villa, burgo o 
parroquia, entonces, se constituyó una municipalidad o una comuna,

134. Véase Eduardo García de Enterría, Revolución Francesa y  Administración Contemporánea, 
Madrid, 1981, pp. 71 y ss.
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generalizándose la institución municipal. Este principio se consagró luego, 
expresamente, en la Constitución de 1791, al regular en su título “La división 
del Reino”, así:

El Reino es uno e indivisible: su territorio se distribuye en 83 Departamentos,
cada Departamento en Distritos, cada Distrito en Cantones.

Por supuesto, esta reforma sólo duró cinco años, porque al tratar la 
Revolución de desmontar un sistema tan centralizado como el de la Monarquía 
Absoluta, en un sistema de división territorial donde se crearon más de 40.000 
comunas o municipios con poderes locales propios, lo que hizo fue desquiciar 
el Estado, por lo que fue la propia Asamblea la que luego tuvo que retroceder 
en la creación del Poder Municipal. No hubo retroceso, sin embargo, en el 
número de entidades locales (comunas) que actualmente son 36.559.

Sin embargo, la idea del Poder Municipal penetró en América Latina, y 
en 1811, Venezuela recogió sus influencias, al igual que las de la Revolución 
americana, siendo como estaba constituido el nuevo Estado por Provincias 
aisladas, descentralizadas y con gran autonomía, que venían del esquema colonial 
español. La forma de unir políticamente aquellas Provincias en un sólo Estado, 
como se dijo, realmente era el esquema federal, por lo que Venezuela lo tomó 
del federalismo de los Estados Unidos para estructurar el nuevo Estado, en 
Provincias soberanas (equivalentes a los Estados miembros de la Federación).

Pero además, para organizar internamente a las Provincias, los 
constituyentes venezolanos tomaron el esquema territorial francés, pero no en 
el texto de la Constitución de 1811 que organizaba una "Confederación", sino 
en el de las Constituciones Provinciales. No se olvide que conforme a la 
C onstitución de 1811, las Provincias eran "Estados Soberanos", 
correspondiéndoles disponer, en sus respectivas Constituciones, la organización 
territorial interna. Por tanto, una vez dictada la Constitución de 21 de diciembre 
de 1811, las Provincias comenzaron a dictar sus Constituciones regulándose, 
en ellas, la organización territorial del país.

Es de destacar, así, por ejemplo, el esquema territorial establecido en la 
"Constitución de la Provincia de Venezuela" (enero 1811)135; cuyo territorio 
conprendía el área central del país, y que dividió la Provincia en cinco Departamentos, 
los Departamentos en Cantones, los Cantones en Distritos y estableció 
Municipalidades en las Capitales de Distritos. Se creó así, en 1811, el Poder Municipal

135. Véase el libro Las Constituciones Provinciales, Biblioteca de la Academia Nacional de la 
Historia, Caracas 1959, pp. 61 y ss.
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en la Constitución Provincial de Venezuela, con los aportes de la propia tradición 
municipal que provenía de la España Colonial. Sin embargo, desde el punto de vista 
de la organización territorial, el municipalismo venezolano puede considerarse que 
no tiene su origen en el español, sino más bien en la concepción francesa, que luego 
recogió España, con posterioridad, a partir de 1830.

D. El principio de la separación de poderes

a . El balance entre los poderes y  el sistema presidencialista 
de gobierno del constitucionalismo norteamericano

En la Constitución de los Estados Unidos de 1787, y previamente, en las 
distintas Constituciones de las antiguas colonias, el cuarto de los principios del 
constitucionalismo moderno fue el principio de separación orgánica de poderes, 
el cual fue expresado formalmente por primera vez dentro de la más ortodoxa 
doctrina de la época.

Por ejemplo, la primera de esas Constituciones, la de Virginia en 1776, 
estableció (Art. III):

Los Departamentos Legislativo, Ejecutivo y Judicial, deberán estar 
separados y distintos, de manera que ninguno ejerza los poderes 
pertinentes a otro; ni persona alguna debe ejercer más de uno de esos 
poderes al mismo tiem po. . .

La Constitución norteamericana de 1787 no tiene norma similar dentro de 
su articulado, pero su principal objetivo fue, precisamente, organizar la forma de 
gobierno dentro del principio de separación de poderes, pero permitiendo diversas 
interferencias entre ellos, en un sistema de frenos y contrapesos y, particularmente, 
regulando los poderes del Ejecutivo en lo que fue una nueva forma de gobierno, el 
presidencialismo, como opuesto al parlamentarismo, y una configuración particular 
del Poder Judicial, nunca antes conocida en la práctica constitucional.

De Tocqueville se refirió en su libro a estos dos aspectos del principio. En 
relación al Poder Ejecutivo, inmediatamente puntualizó que en los Estados Unidos: 
"El mantenimiento de la forma republicana exigía que el representante del Poder 
Ejecutivo estuviese sometido a la voluntad nacional"; de ahí que, -dijo- "el 
Presidente es un magistrado efectivo... el único y sólo representante del Poder 
Ejecutivo de la Unión". Pero anotó, "...al ejercer ese poder, no es por otra parte 
completamente independiente".

Esa fue una de las particulares consecuencias del sistema de frenos y 
contrapesos de la separación de poderes adoptado en los Estados Unidos, pero
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sin hacer al Poder Ejecutivo dependiente del Parlamento como en los sistemas 
de gobierno parlamentarios. Por ello, al comparar el sistema europeo de las 
Monarquías parlamentarias con el sistema presidencial de los Estados Unidos, 
De Tocqueville se refirió al importante papel que el Poder Ejecutivo jugaba en 
Norteamérica en contraste con la situación de un Rey constitucional en Europa. 
Un Rey constitucional, observó, "no puede gobernar cuando la opinión de las 
Cámaras Legislativas no concuerda con la suya". En el sistema presidencialista, 
contrariamente, la sincera ayuda del Congreso al Presidente "es sin duda útil, 
pero no es necesaria para la marcha del gobierno".

La separación de poderes y el sistema presidencialista de gobierno, en 
todo caso, fue seguido posteriormente en todas las Repúblicas latinoamericanas, 
después de la Independencia o después de la experiencia de gobiernos 
monárquicos, como los que hubo en algunos países. Pero el principio de la 
separación de poderes había sido un producto de los ideólogos del absolutismo, 
al propugnar la limitación del poder público ilimitado del Monarca (p.e. Locke, 
Montesquieu, Rousseau). Recordemos sólo, las palabras de Monstesquieu:

Todo estaría perdido si el mismo hombre, o el m ismo cuerpo de notables, 
o de nobles, o del pueblo, ejercieran estos tres poderes el de hacer las 
leyes, el de ejecutar las resoluciones públicas, y  el de juzgar las exigencias 
o las diferencias de los particulares.

Por ello, agregaba,

los Principes que han querido convertirse en despóticos han com enzado 
siem pre por reunir en su persona todas las m agistraturas....

Estas tres potencias deberían -adem ás- form ar un reposo o una inacción.
Pero com o po r el m ovim iento necesario de las cosas, ellas deben andar, 
ellas estarían forzadas de andar concertadam ente136.

A esta concepción de la división del poder se va a agregar, posteriormente, 
el postulado de Rousseau sobre la Ley como expresión de la voluntad general, 
y la exigencia del sometimiento del Estado a la Ley que el mismo produce. De 
allí surgió el principio de la supremacía del Poder Legislativo sobre los otros 
poderes, como piedra angular del Derecho Público y de sus secuelas 
contemporáneas: el principio de la legalidad y el Estado de Derecho.

Los escritos de Locke, Montesquieu y Rousseau, conformaron todo el 
arsenal histórico político que permitió la reacción contra el Estado absoluto y

136. Véase Montesquieu, D e l’Esprit des lois, Tune de., París, 1949, Vol. I. Las citas del texto 
son tomadas de esta edición.
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su sustitución por el Estado de Derecho, como garantía de la libertad, lo cual se 
concretó en las Constituciones de las antiguas colonias inglesas a partir de 
1776 y luego, en la Constitución norteamericana de 1787, al regular la distribución 
horizontal del poder, convertido en uno de los pilares básicos del 
constitucionalismo moderno.

Jiue bajo la inspiración de estos principios que se redactó la Constitución 
de 1811, en la cual se consagró expresamente la división del Poder Supremo en 
tres: Legislativo, Ejecutivo y Judicial "confiado a distintos cuerpos independientes 
entre sí y en sus respectivas facultades" (Preámbulo), configurándose un sistema 
de gobierno presidencial.

b. El princip io  de la separación de poderes en el 
constitucionalismo francés

La idea de la separación de poderes, debido a la formulación teórica de 
Locke y Montesquieu, como se ha dicho, fue expresada constitucionalmente, 
por primera vez, en las Constituciones de las Colonias americanas de 1776, y 
luego imbuida en el texto de la Constitución norteamericana de 1787. El principio 
de la separación de poderes, además, en Francia, fue materialmente el motivo 
fundamental de la Revolución, al punto de que en la Declaración de Derechos 
del Hombre y del Ciudadano en 1789 se incluyó, en el artículo XVI, la famosa 
proposición de que:

Toda sociedad en la cual la garantía de los derechos no esté asegurada, 
ni la separación de poderes determ inada, no tiene Constitución.

Por lo tanto, en los artículos de la Constitución que siguieron a la 
Declaración de 1789, como primer acto constitucional revolucionario, se 
establecieron expresamente las consecuencias del principio, al establecer que 
"El Poder Legislativo reside en la Asamblea Nacional" (Art. 8); que "El Poder 
Ejecutivo supremo reside exclusivamente en el Rey" (Art. 16), no pudiendo 
este poder "hacer ninguna ley" (Art. 17); y que "El Poder Judicial no podrá en 
ningún caso, ser ejercido por el Rey, ni por el cuerpo legislativo" (Art. 17).

Este principio de la separación de poderes, de la esencia del proceso 
revolucionario francés, fue incorporado en forma expresa en la Constitución 
de 1791 en la cual se precisó (Título III):

3. El Poder Legislativo es delegado a una Asam blea Nacional, com puesta 
de representantes tem porales, librem ente elegidos por el pueblo, para 
ser ejercido por ella, con la sanción del Rey, de la manera que se determina 
en esta Constitución.
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4. El gobierno es monárquico: el Poder Ejecutivo es delegado en el Rey, 
para ser ejercido bajo su autoridad, por los Ministros y otros agentes 
responsables, de la manera que se determina en esta Constitución.

5. El Poder Judicial es delegado a los jueces electos temporalmente 
por el pueblo.

Sin embargo, en el sistema francés de separación de poderes de 1791, 
se estableció un claro predominio del Poder Legislativo. Por ello, el Rey no 
podía ni convocar, ni suspender ni disolver la Asamblea; solo tenía un poder de 
veto, sólo de suspensión, pero no tenía iniciativa, aún cuando podía sugerir a la 
Asamblea tomar en consideración ciertos asuntos. La Asamblea, por su parte, 
no tenía control sobre el Ejecutivo, ya que la persona del Rey era sagrada e 
inviolable. Sólo los ministros eran responsables penalmente. En todo caso, la 
Asamblea tenía importantes atribuciones ejecutivas, como el nombramiento de 
algunos funcionarios, la vigilancia de la administración, la declaración de la 
guerra y la ratificación de los Tratados.

El principio de la separación de poderes, por supuesto, como hemos 
dicho, también influyó en el constitucionalismo venezolano, pero no conforme a 
la interpretación extrema francesa, sino conforme a la modalidad adoptada en 
los Estados Unidos, y que se expresó en las Constituciones de las Colonias de 
1776, de las cuales proviene la siguiente expresión del Preámbulo de la 
Constitución de 1811:

El ejercicio de la autoridad confiada a la Confederación no podrá jamás 
hallarse reunido en sus diversas funciones. El Poder Supremo debe 
estar dividido en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, y confiado a distintos 
cuerpos independientes entre sí y en sus respectivas facultades.

Sin embargo, el principio de la separación de poderes no se concibió 
como el establecimiento de compartimientos estancos, sino conforme a un 
sistema de pesos, contrapesos, e interferencias constitucionales radicalmente 
distintos al sistema francés. En particular, entre ellas, resulta necesario destacar 
el papel del Poder Judicial en el controi de los otros poderes respecto de su 
adecuación a la Constitución, y a la vigencia de la garantía objetiva de la 
Constitución, conforme a la influencia recibida del constitucionalismo americano.

c. E l princip io  de la suprem acía de la Ley del 
constitucionalismo francés

La Revolución francesa estuvo signada por el principio de la supremacía 
del legislador, que representaba a la Nación. Al haber el Tercer Estado
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controlado la Asamblea Nacional en 1789, ésta se convirtió en representante 
todopoderosa de la Nación. De allí que de acuerdo al postulado roussoniano de 
que la "ley es expresión de la voluntad general", habiendo la Asamblea asumido 
carácter de poder constituyente al momento de la Revolución, en la Constitución 
de 1791 se estableció que:

No hay en Francia una.autoridad superior a la de la ley. El Rey no reina 
sino por ella, y es en nombre de la Ley que él puede exigir obediencia 
(A rt.l, Cap. II, Título III).

La ley, entonces, como "expresión de la voluntad general" según lo indicó 
la Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano (Art. 6), adquirió en 
el constitucionalismo francés un rango superior, consecuencia de la primacía 
del propio Poder Legislativo.

Pero además, desde el punto de vista sustantivo, el principio de la 
supremacía de la Ley se fundó sobre el de su generalidad, lo que a la vez fue 
garantía de la igualdad, uno de los postulados básicos de la Revolución. Las 
leyes de libertad, que tenían por objeto hacer posible el libre desenvolvimiento 
de los miembros del grupo social, fueron el instrumento de la Asamblea contra 
los privilegios que fueron abolidos.

En todo caso, siendo la ley expresión de la voluntad general, se consagró 
el derecho de todos los ciudadanos de "concurrir personalmente o por sus 
representantes" a la formación de la ley (Art. IV).

La concepción de la ley como expresión de la voluntad general, fue 
recogida expresamente en la Declaración venezolana de Derechos del Pueblo 
de 1811, al establecer que:

La ley se forma por la expresión libre y solemne de la voluntad general, 
y ésta se expresa por los apoderados que el pueblo elige para que 
representen sus derechos (Art. 3 Segunda Sección).

Asimismo, en el texto de la Constitución de 1811 se estableció:

La ley es la expresión libre de la voluntad general o de la m ayoría de 
los c iu d ad an o s, in d icad as p o r el ó rgano  de sus rep re sen te s  
legalmente constituidos. Ella se funda sobre la justic ia  y la utilidad 
común y ha de proteger la libertad pública e individual contra toda 
opresión o violencia (Art. 149).

La Constitución de 1811, sin embargo, no siguió el postulado tan radical 
de la supremacía de la ley, y en cambio, formuló el principio de la supremacía
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constitucional al declarar como "absolutamente nulas y sin ningún valor" las 
leyes contrarias a los derechos fundamentales (Art. 199); y en general, al 
considerar sin "ningún valor" las leyes contrarias a la Constitución, la cual se 
declaró como la "Ley Suprema del Estado" (Art. 227).

d. E l pa p e l del Poder Judicia l y  el control de la 
constitucionalidad de las leyes del constitucionalismo 
norteamericano

Pero entre las instituciones constitucionales nacidas en Norteamérica, la 
que tal vez tuvo la más distinguida originalidad, ha sido el papel asignado al Poder 
Judicial en el sistema de separación de poderes. Esto es cierto incluso en los 
tiempos presentes, y era así cuando De Tocqueville visitó Norteamérica. Por ello 
dedicó un capítulo aparte en su libro Democracia en América, al estudio del 
poder de los jueces y a su importancia política, comenzando con esta afirmación:

H a hab ido  co n fed erac io n es fu e ra  de N orteam érica; se h an  v isto  
repúblicas en otros lugares adem ás las del N uevo M undo; el sistem a 
representativo es adoptado en varios estados de Europa; pero  no creo 
que hasta el presente n inguna nación del m undo haya constituido el 
poder jud ic ia l de la  m ism a m anera que los norteam ericanos.

Ahora bien, tres aspectos de la organización y funcionamiento del Poder 
Judicial pueden ser considerados como una contribución fundamental de 
Norteamérica al derecho constitucional: El rol político de los jueces; la institución 
de una Corte Suprema; y el sistema de control judicial de la legislación. Todos 
estos tres aspectos fueron observados por De Tocqueville.

El control judicial de la constitucionalidad, por otra parte, está 
esencialmente relacionado con la forma federal del Estado, como un medio de 
controlar invasiones e interferencias no autorizadas entre los poderes 
descentralizados del Estado. Precisamente por ello, en todos los países de 
América Latina con forma de Estado federal, ese control judicial de la legislación 
fue inmediatamente establecido bajo la influencia norteamericana, un siglo antes 
de las primeras experiencias de Europa continental en la materia.

En el caso de Venezuela, la Constitución de 1811, al establecer 
expresamente en su texto el principio de la supremacía constitucional y la garantía 
objetiva de la Constitución (Art. 199 y 227) -lo que en los Estados Unidos había 
sido creación de la jurisprudencia de la Corte Suprema a partir de 1803- abrió 
paso al desarrollo futuro del control de la constitucionalidad de las leyes, establecido 
como sistema mixto, a la vez difuso y concentrado, desde el siglo pasado.
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E. La declaración de los derechos y libertades 
fundamentales

La sexta contribución más im portante del constitucionalism o 
norteamericano al derecho constitucional moderno, fue la práctica de establecer 
declaraciones formales y escritas de derechos y libertades fundamentales del 
hombre. Corno-hemos dicho, la primera declaración moderna de este tipo, sin 
duda, adoptada bajo la influencia de las declaraciones inglesas del siglo XVII, 
fue dictada en las Colonias norteamericanas el mismo año de la Declaración 
de la Independencia, siendo en ese sentido famosa, la Declaración de Derechos 
de Virginia de 1776.

Estas declaraciones de derechos del hombre, sin duda, pueden 
considerarse en la época, como un fenómeno nuevo en la historia constitucional, 
particularmente, porque no estuvieron basadas en la common law o en la 
tradición como lo fue el Bill o f  Rigths de 1689, sino en la naturaleza humana. 
Por ello, puede decirse que lo que se declaró a partir de 1776, fueron derechos 
naturales del pueblo, declarados políticamente por los nuevos poderes 
constituyentes de las Colonias, como un límite a los poderes del Estado.

A pesar de que, como también hemos dicho, la Constitución de 1787 no 
incluyó un Bill o f  Rigths en sus artículos, lo cual suscitó muchas objeciones 
durante la Convención, esta falla condujo a la aprobación dos años más tarde, 
de las diez primeras Enmiendas de la Constitución (1789), pero añadiendo el 
concepto de derechos, como derechos naturales del hombre establecidos en la 
Declaración de Independencia de 1776. Ambas, tal Declaración y las Enmiendas, 
influenciaron todas las declaraciones formales y escritas de derechos humanos 
que fueron adoptadas más tarde, particularmente la Declaración de Derechos 
del Hombre y del Ciudadano de Francia (1789), y a través de esta última, las 
declaraciones latinoamericanas, hasta el presente, cuando estas declaraciones 
han sido internacionalizadas.

En particular, este aporte fundamental al constitucionalismo derivado de 
la proclamación de derechos naturales del hombre (no sólo de los franceses), 
tuvo sus repercusiones inmediatas en Venezuela, donde la Sección Legislativa 
de la Provincia de Venezuela del Congreso General, el Io de julio de 1811, 
adoptó la "Declaración de Derechos del Pueblo", incluso, antes de la firma 
del Acta de la Independencia el 5 de julio de 1811.

Se trató de la primera declaración de derechos fundamentales con rango 
constitucional, adoptada luego de la Revolución Francesa, en la historia del
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constitucionalismo moderno, con lo cual se inició una tradición constitucional 
que ha permanecido invariable en Venezuela.

El texto de la Declaración de 1811, fue luego recogido y ampliado en el 
Capítulo de los "Derechos reconocidos en la República" de la Constitución de 
1811, cuyo contenido puede decirse, que fue la traducción de la Declaración de 
Derechos del Hombre y del Ciudadano que precedió la Constitución francesa 
de 1793, y que, como se ha dicho, llegó a Venezuela antes de 1797, a través de 
José María Picomell y Gomilla. Ese texto fue el que, catorce años después, 
sirvió para la redacción de la Declaración de Derechos del Pueblo de 1811 y 
luego para el Capítulo respectivo de la Constitución de 1811.

En ese texto, sin embargo, se incorporó una novedosa norma que no 
encuentra antecedentes ni en los textos constitucionales norteamericanos ni 
franceses, y es la que contiene la “garantía objetiva” de los derechos, y que 
declara “nulas y de ningún valor” las leyes que contrariaran la declaración 
de derechos, de acuerdo a los principios que ya se habían establecido en la 
célebre sentencia Marbury contra Madison, de 1803, de la Corte Suprema 
de los Estados Unidos.

IV. LAS CONSTITUCIONES PROVINCIALES POSTERIORES ALA
CONSTITUCIÓN FEDERAL DE DICIEMBRE DE 1811

Pero el proceso constituyente venezolano y la adopción de los principios 
del constitucionalismo moderno no concluyeron con la sanción de la 
Constitución de 1811, sino que continuaron en la sanción de otras 
constituciones Provinciales con posterioridad.

En efecto, la Constitución Federal para los Estados de Venezuela del 
21 de diciembre de 1811, al regular el Pacto Federativo, dejó claramente 
expresado que las Provincias conservaban su Soberanía, Libertad e 
Independencia, y que:

en uso de ellas tendrán el derecho exclusivo de arreglar su gobierno y 
administración territorial bajo las leyes que crean convenientes, con tal 
que no sean de las comprendidas en esta Constitución ni se opongan o 
peijudiquen a los Pactos Federativas que por ella se establecen.

En virtud de ello, las Provincias conservaron la potestad ya ejercida por 
algunas con anterioridad en el marco de la Confederación que se formaba, 
para dictar sus Constituciones.
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De estas Constituciones Provinciales dictadas después de la promulgación 
de la Constitución Federal, se conocen las de las Provincias de Barcelona y la 
de Caracas. La primera puede decirse que ya estaba redactada cuando se 
promulgó la Constitución Federal. La segunda, se adaptó más a lo que los 
redactores de ésta pensaban de lo que debía ser una Constitución Provincial en 
el seno de la Federación que se estaba conformando; era precisamente la 
“Constitución modelo” que se había elaborado para las Provincias137.

1. L a  " C o n s t i t u c i ó n  F u n d a m e n t a l  d e  l a  R e p ú b l i c a  d e  
B a r c e l o n a  C o lo m b ia n a "  d e  12-1-1812

A los pocos días de promulgada la Constitución Federal del 21 de diciembre 
de 1811, el pueblo barcelonés, por la voz de sus Asambleas Primarias, por la de 
sus Colegios Electorales y por la de sus funcionarios soberanos, proclamó la 
"Constitución fundamental de la República de Barcelona Colombiana"138, 
verdadero Código Constitucional de 19 títulos y 343 artículos.

Este texto fue redactado por Francisco Espejo y Ramón García de Sena139, 
y por ello tiene gran importancia histórica, pues este último, como hemos dicho, 
tuvo un papel importante en el constitucionalismo hispanoamericano, como 
traductor de las obras de Thomas Paine.

En todo caso, su firma aparece al final de la Constitución, como Ministro 
del nuevo gobierno de Barcelona.140 Por ello, debe presumirse, que para enero 
de 1811, García de Sena ya tenía preparada su traducción y de allí la influencia 
que los textos franceses y norteamericanos tuvieron en la Constitución 
Provincial de Barcelona, sin dejar de mencionar el texto de los Derechos del 
Hombre y  del Ciudadano de 1977, de Picomell.

El Título Primero de la Constitución contiene los "Derechos de los 
habitantes de la República de Barcelona Colombiana," y sus 38 artículos son 
copia casi exacta de los Derechos del Hombre y  del Ciudadano de 1789, 
correspondiendo a Francisco Espejo la redacción de este Título141.
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El Título termina con la proclamación del principio de la separación de 
poderes entre el Legislativo, Ejecutivo y Judicial, a la usanza de las Declaraciones 
de las Colonias norteamericanas, así:

38. Siendo la reunión de los poderes el germen de la tiranía, la República 
declara que la conservación de los derechos naturales y civiles del 
hombre, de la libertad y tranquilidad general, depende esencialmente de 
que el Poder Legislativo jamás ejerza el Ejecutivo o Judicial, ni aún por 
vía de excepción. Que el ejecutivo en ningún caso ejerza el legislativo o 
Judicial y que el Judicial se abstenga de mezclarse en el Legislativo o 
Ejecutivo, conteniéndose cada uno dentro de los límites que les prescribe 
la Constitución, a fin de que se tenga el gobierno de las leyes y no el 
gobierno de los hombres.

El Título Segundo estaba destinado a regular la organización territorial 
de la "República de Barcelona", como única e indivisible (Art. 1), pero dividida 
en cuatro Departamentos (Art. 2), los cuales comprendían un número 
considerable de pueblos, en los cuales debía haber una magistratura ordinaria 
y una parroquia para el régimen civil y espiritual de los ciudadanos (Art. 3).

El Título Tercero reguló a los "ciudadanos", con una clasificación 
detallada respecto de la nacionalidad, siendo los Patricios, los ciudadanos 
barceloneses, es decir: "los naturales y domiciliados en cualesquiera de los 
Departamentos del Estado, bien procedan de padres originarios de la 
República de extranjeros". Se reguló detalladamente al status de los 
extranjeros.

El Titulo Cuarto, se refirió a la soberanía con normas como las 
siguientes: "la soberanía es la voluntad general unida al poder de ejecutarla"; 
ella “reside en el pueblo; es una, indivisible, inalienable e imprescriptible; 
pertenece a la comunidad del Estado; ninguna, sección del pueblo; ni individuo 
alguno de éste puede ejercerla". "La C onstitución barcelonesa es 
representativa. Los representantes son las Asambleas Primarias: los Colegios 
Electorales y los Poderes Supremos, Legislativo, Ejecutivo y Judicial". "El 
gobierno que establece es puramente popular y democrático en la rigurosa 
significación de esta palabra".

El Título Quinto reguló en detalle las Asambleas Primarias y sus 
facultades, y las condiciones para ser elector y el acto de votación. Estas 
Asambleas Primarias debían ser convocadas por las Municipalidades, y su objeto 
era "constituir y nombrar entre los parroquianos un determinado grupo de electores 
que concurran a los Colegios Electorales a desempeñar sus funciones".
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El Título Sexto, por su parte, reguló a los "Colegios Electorales y sus 
facultades". Correspondía a los Colegios Electorales la elección de los 
funcionarios de la Sala de Representantes y de los Senadores de la Legislatura 
Provincial; la elección del Presidente y Vice-Presidente del Estado; los 
miembros de la Municipalidad en cada Departamento; y las Justicias Mayores 
y Jueces de Paz.

El Título Séptimo se refería al Poder Legislativo, el cual "se deposita 
en una Corte General nombrada de Barcelona, compuesta de dos Cámaras, 
la una de Representantes, y la otra de Senadores". En este Título se reguló 
extensamente el régimen de elección de los miembros de dichas Cámaras, 
su funcionamiento, facultades comunes y privativas, régimen parlamentario 
y el procedimiento de formación de las leyes. Entre las funciones que se 
asignaban a esta Corte General, además de dictar leyes, se precisó que bajo 
este nombre general de ley se comprendían los actos concernientes a "la 
formación de un Código Civil, Criminal y Judicial, en cuya ampliación ocupará 
principalmente sus atenciones".

El Título Octavo reguló el Poder Ejecutivo, a cargo del Presidente de la 
República de Barcelona, sus condiciones, atribuciones y poderes.

El Título Noveno reguló todo lo concerniente al Vicepresidente como 
suplente del Presidente.

El Título Décimo se refirió al "Poder Judicial". Allí se reguló el Poder 
Judicial Supremo confiado a un Tribunal de Justicia, con sus competencias en 
única instancia y en apelación, y sus poderes de censura de la conducta y 
operaciones de los Jueces ordinarios.

El Título Undécimo, reguló a las "Municipalidades", con la precisión 
de que "En cada una de las cuatro ciudades actualmente existentes en el 
territorio de la República (Barcelona, Aragua, Pao y San Diego de Cabrutica) 
y en todas las demás ciudades y villas que en adelante se erigieren, habrá 
un cuerpo municipal compuesto de dos corregidores de primera y segunda 
nominación y seis regidores". Según la votación obtenida en su elección, el 
Regidor que hubiere obtenido mayor número de votos era considerado como 
Alguacil Mayor, el que más se le acercaba, como Fiel Ejecutor y el que 
menos, Síndico General. Correspondía a la Municipalidad el Registro Civil 
y la Policía.

El Título Duodécimo reguló a las "Justicias Mayores", que a la vez 
que jueces de policía en las ciudades, villas y pueblos, eran los Presidentes
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natos de la Municipalidad y Jueces Ordinarios de Primera Instancia en las 
controversias civiles y criminales.

El Título Décimotercero reguló a los "Jueces de Paz" con competencia 
para "trazar y componer las controversias civiles de los ciudadanos antes que 
las deduzcan en juicio, procurándoles cuantos medios sean posibles de 
acomodamiento entre si".

El Título Decimocuarto  estaña destinado a regular el "culto", 
estableciéndose a la Religión Católica y Apostólica como "la única que se venera 
y profesa públicamente en el territorio de la República, y la que ésta protege 
por sus principios constitucionales". El Obispo, conforme a este Título, se elegía 
en la misma forma que se elegía al Presidente del Estado, con la única diferencia 
de que en los Colegios Electorales tendrían voto los eclesiásticos.

El Título Decimoquinto reguló la "Fuerza Pública".

El Título Decimosexto reguló la "Hacienda".

El Título Decimoséptimo reguló la "sanción del Código Constitucional".

El Título Decimoctavo, estableció el régimen de "Revisión del Código 
Constitucional".

El Título Decimonoveno, el régimen del "juramento constitucional".

2 . L a  " C o n s t it u c ió n  p a r a  e l  g o b ie r n o  y  a d m in is t r a c ió n

INTERIOR DE LA PROVINCIA DE CARACAS" DEL 3 1 - 1 - 1 8 1 2

Apenas instalado el Congreso General, en marzo de 1811, como ya se 
indicó, se había designado una comisión de diputados para redactar la 
Constitución de la Provincia de Caracas; para que sirviera de modelo a las 
demás de la Confederación.

El trabajo no pudo hacerse rápidamente, por lo que no sólo muchas 
Provincias dictaron, antes y después, sus cartas constitucionales, sino que incluso, 
la Sección Legislativa del Congreso General establecida para la Provincia de 
Caracas dictó, el 1 de julio de 1811, la Declaración de Derechos del Pueblo.

Esta misma Sección Legislativa sólo concluyó su tarea de redactar la 
Constitución Provincial luego de la sanción de la Constitución Federal,
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aprobándose un texto de 328 artículos agrupados en catorce capítulos 
destinados, como la indica su Preámbulo, a regular el gobierno y administración 
interior de la Provincia.

Más que la Constitución de una "República" soberana, como había 
sido el caso de la Constitución Provincial de Barcelona, este texto se acomoda 
al que correspondía a una Provincia en el marco de una Confederación. Por 
ello, la Constitución Provincial de Caracas hizo especial énfasis en la necesidad 
de "organizar equitativamente la distribución y la representación del pueblo 
en la legislatura provincial142.

El Capítulo Primero se refiere a la "Religión" declarándose que "la 
Religión Católica, Apostólica y Romana que es la de los habitantes de Venezuela 
hace el espacio de tres siglos, será la única y exclusiva de la Provincia de 
Caracas, cuyo gobierno la protegerá”. (Art. 1).

El Capítulo Segundo reguló detalladamente "la división del territorio". 
Allí se precisó que "el territorio de la Provincia de Caracas se dividirá en 
Departamentos, Cantones y Distritos" (Arts. 2 a 4). Los Distritos debían ser 
un territorio con más o menos 10.000 habitantes y los Cantones, con más o 
menos 30.000 habitantes (Art. 5). Los Departamentos de la Provincia eran los 
siguientes: Caracas, San Sebastián, los Valles de Aragua, (capital La Victoria), 
Barquisimeto y San Carlos (Art. 6), y en la Constitución se precisó al detalle 
cada uno de los Cantones que conforman cada Departamento, y sus capitales 
(Arts. 7 a 11); así como cada uno de los Distritos que conforman cada Cantón, 
con los pueblos y villas que abarcaban (Arts. 12 a 23).

El Capítulo Tercero estaba destinado a regular "los sufragios 
parroquiales y congregaciones electorales", es decir, el sistema electoral indirecto 
en todo detalle, en relación a la forma de las elecciones y a la condición del 
elector, (Arts. 24 a 30). Por cada mil almas de población en cada parroquia 
debía haber un elector (Art. 31). Los Electores, electos en los sufragios 
parroquiales, formaban en cada Distrito, Congregaciones Electorales (Art. 32). 
También debían elegirse electores para la escogencia en cada parroquia de los 
agentes municipales (Art. 24). Estas congregaciones electorales eran las que 
elegían los Representantes de la Provincia para la Cámara del gobierno federal; 
a los tres miembros del Poder Ejecutivo de la Unión; al Senador o Senadores 
por el Distrito; para la Asamblea General de la Provincia; al representante por 
el Distrito, para la Cámara del Gobierno Provincial; y al elector para la

142. Véase en Las Constituciones Provinciales, op. cit., pp. 63 y ss ..
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nominación del Poder Ejecutivo de la Provincia (Art. 33). Los Electores electos 
en cada Distrito, para la elección del Poder Ejecutivo, formaban las Juntas 
Electorales que reunidas en la capitales de Departamentos; debían proceder a 
la nominación (Art. 49).

El C apítulo C uarto  estaba destinado  a reg u la r a las 
"Municipalidades". Sus miembros y los agentes municipales, se elegían por 
los electores escogidos para tal fin en cada parroquia (Art. 24 y 59). La 
Constitución, en efecto, estableció que en cada parroquia debía elegirse un 
agente municipal (Art. 65) y que los miembros de las municipalidades 
tam bién debían elegirse (Art. 67). El número de miem bros de las 
Municipalidades variaba, de 24 en la de Caracas, dividida en dos cámaras 
de 12 cada una (Art. 90); 16 miembros en las de Barquisimeto, San Carlos, 
La Victoria y San Sebastián (Art. 92); y luego de 12, 8 y 6 miembros según 
la im portancia y je ra rq u ía  de las ciudades (A rts. 9 1 a  102). Las 
Municipalidades capitales de Distrito debían llevar el Registro Civil (Art. 
70), y se les atribuían todas las competencias propias de vida local en una 
enumeración que cualquier ley municipal contemporánea envidiaría (Art.
76). La Municipalidad gozaba "de una autoridad puramente legislativa" (Art.
77) y elegía los Alcaldes (Art. 69) que eran las autoridades para la 
administración de justicia, y proponían al Poder Ejecutivo los empleos de 
Corregidores (Art. 69 y 217) que eran los órganos ejecutivos municipales. 
En ellas tenían asiento, voz y voto, los agentes municipales que debían ser 
electos en cada parroquia (Arts. 65 y 103).

El Capítulo Quinto reguló al "Poder Legislativo" de la Provincia, 
que residía en una Asamblea General compuesta por un Senado y una 
Cámara de Representantes (Art. 130). En detalle, el texto reguló su 
composición, funcionamiento, poderes y atribuciones y el sistema de elección 
de sus miembros (Arts. 230 a 194).

El Capítulo Sexto reguló el "Poder Ejecutivo" de la Provincia que 
residía en 3 individuos electos por los Electores de cada Distrito (Arts. 195 
y 196). Se reguló la forma de elección y las condiciones de elegibilidad de 
los miembros del Poder Ejecutivo (Arts. 196 a 207) , así como sus 
atribuciones (Arts. 308 a 233).

El Capítulo Séptimo estaba destinado al "Poder Judicial", en el cual 
se dispuso que se conservaba provisionalmente la organización del mismo 
que existía (Art. 234) y que a nivel inferior era administrado, además de 
por Jueces de Primera Instancia, por los Alcaldes y Corregidores con 
apelación ante las Municipalidades (Art. 240 a 250). En las materias civiles
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y criminales sin embargo, se estableció que la justicia seria administrada 
por dos Cortes Supremas de Justicia (Art. 259) y por los Magistrados 
inferiores de primera instancia antes indicados (Art. 235). En cada 
Departamento se establecieron Tribunales Superiores (Art. 251) y en 
general se establecieron normas de procedimiento judicial relativas al juicio 
verbal, que se estableció cómo norma general (Art. 240).

Los Capítulos Octavo y  Noveno se refirieron a la "elección de los 
Senadores para el Congreso General y su remoción", así como de los 
Representantes (Arts. 275 a 280).

El Capitulo Diez se refirió al "Fomento de la literatura" donde se 
reguló al Colegio y Universidad de Caracas (Art. 281) y el fomento de la 
cultura (Art. 282).

Los Capítulos Once y  Doce estaban destinados a regular la revisión 
y reforma de la Constitución (Arts. 283 a 291) y su sanción o ratificación 
(Art. 292 a 259).

El Capitulo Trece, indicó que "se acuerdan, declaran, establecen y se 
dan por insertos literalmente en esta Constitución los derechos del hombre que 
forman el Capítulo Octavo de la Federal, los cuales están obligados a observar, 
guardar y cumplir todos los ciudadanos de este Estado” (Art. 296).

El Capítulo Catorce contenía una serie de "Disposiciones Generales", 
donde se regulaban, en general, otros derechos de los ciudadanos así como 
deberes (Arts. 297 a 234), concluyéndose con la formulación expresa de la 
garantía objetiva de la Constitución, en el sentido de que "las leyes que se 
expidieren contra el tenoi de ella no tendrán valor alguno sino cuando, hubieren 
llenado las condiciones requeridas para una justa y legítima revisión y sanción 
(de la Constitución)" (Art. 325).

Este texto constitucional concluyó con una "Despedida" de la "Sección 
Legislativa de Caracas, dirigida a los habitantes de la Provincia”, al terminar 
sus sesiones y presentar la Constitución Provincial en la cual se hace un recuento 
del proceso de conformación institucional de la Confederación y del Gobierno 
Federal hasta ese momento, justificándose la propuesta de formar una "Sesión 
legislativa provisoria para Caracas" del Congreso General, compuesta con la 
separación de sus diputados al mencionado Congreso General, la cual tuvo a 
su cargo la elaboración del texto constitucional provincial143.
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143. Véase en ¿as  Constituciones Provinciales, op. cit., pp. 137 y ss.
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CONCLUSIÓN:
LAS VICISITUDES CONSTITUCIONALES DURANTE LAS GUERRAS 
DE INDEPENDENCIA EN VENEZUELA A PARTIR DE 1812 Y LA 
AUSENCIA DE INFLUENCIA DE LA CONSTITUCIÓN DE CÁDIZ EN 
EL CONSTITUCIONALISMO VENEZOLANO

Como se dijo, la Constitución Federal para los Estados de Venezuela 
se sancionó el 21 de diciem bre 1811 con la cual se constituyó , 
definitivamente, un Estado nuevo e independiente de España, que desconoció 
a las propias Cortes de Cádiz muchos meses antes de la sanción de la 
Constitución gaditana de 1812. Sin embargo, ello no significó la renuncia 
de España y de los realistas locales al control político de la antigua Capitanía 
General de Venezuela. Algunas Provincias de ésta como Maracaibo y 
Guayana y la ciudad de Coro, habían desconocido la legitimidad del gobierno 
de Caracas, reconociendo el gobierno de la Regencia, y en muchas ciudades 
de la Confederación recién nacida se produjeron insurrecciones realistas.

En febrero de 1812, dos meses después de sancionada la Constitución, el 
Comandante General del Ejercito de Su Majestad Católica y quien luego asumiría 
el título de Capitán General de las Provincias de Venezuela, Domingo de Montevende, 
desembarcó en Coro e inició la campaña de recuperación realista de la República.

Las antiguas formas institucionales de la Colonia, sin duda, habían 
comenzado a ser sustituidas, por las nuevas instituciones republicanas establecidas 
en cada una de las Provincias, reguladas en las Constituciones Provinciales y, a 
nivel federal (nacional) conforme a la Constitución de diciembre de 1811. Pero 
todo ello quedó a medio hacer, pues apenas se instaló el gobierno republicano en 
la capital Valencia, el 1 de marzo de 1812, la reacción realista, se comenzó a 
sentir con el Capitán de fragata Domingo de Monteverde a la cabeza, lo que fue 
facilitado por los efectos devastadores del terremoto que desoló a Caracas el 24 
del mismo mes de marzo de 1812, que los Frailes y el Arzobispo de Caracas 
atribuyeron a un castigo de Dios por la revolución de Caracas144.

La amenaza de Monteverde y la necesidad de defender la República, 
llevaron al Congreso, el 4 de abril de 1812, a delegar en el Poder Ejecutivo 
todas las facultades necesarias145, y éste, el 23 de abril de 1812, nombró como 
Generalísimo a Francisco de Miranda, con poderes dictatoriales.

144. Véase J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit.. Tomo III, pp. 614 y ss.
145. Véase Libro de Actas del Congreso de Venezuela 1811-1812, Biblioteca de la Academia 

Nacional dé la Historia, Tomo II,. Caracas, 1959, pp. 397 a 399.
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En esta forma la guerra de independencia, obligó, con razón, a dejar 
de un lado la Constitución. Fue así como el Secretario de Guerra, José de 
Sata y Bussy, le comunicó al Teniente General Francisco de Miranda, en 
correspondencia dirigida ese mismo día 23 de abril de 1812 que:

Acaba de nombraros el Poder Ejecutivo de la Unión, General en Jefe de las 
armas de toda la Confederación Venezolana, con absolutas facultades para 
tomar cuantas providencias juzguéis necesarias a salvar nuestro territorio 
invadido por los enemigos de la libertad colombiana; y bajo este concepto, 
no os sujeta ley alguna ni reglamento de los que hasta ahora rigen estas 
Repúblicas, sino que al contrario, no consultaréis más que la Ley suprema 
de salvar la patria; y a este efecto os delega el Poder de la Unión sus 
facultades naturales y las extraordinarias que le confirió la representación 
nacional por decreto de 4 de este mes, bajo vuestra responsabilidad146.

En la sesión del 04-04-12, se había acordado que “la medida y regla” de 
las facultades concedidas al Poder Ejecutivo fuera la salud de la Patria; y que 
siendo esa la suprema ley, “debe hacer callar las demás”147; pero a la vez, se 
acordó participar a las “Legislaturas Provinciales” la vigencia de la Constitución 
Federal sin peijuicio de las facultades extraordinarias al Poder Ejecutivo148.

El Congreso, el 04-04-12, además, había exhortado a las mismas 
“Legislaturas provinciales” que obligaran y apremiasen a los diputados de 
sus provincias a que sin excusa ni tardanza alguna se hallaren en la ciudad 
de Valencia para el 05-07-12, para determinar lo que fuera más conveniente 
a la causa pública149. Esta reunión nunca se pudo realizar.

En esta forma, en nuestra historia constitucional, a los pocos meses de 
sancionada la Constitución de 1811, por la necesidad de salvar la República, se 
produjo la primera ruptura del hilo constitucional. La dictadura duró poco, pues 
el 25 de julio de 1812 se produjo la Capitulación de Miranda y la aceptación, 
mediante un Armisticio, de la ocupación del territorio de la provincia de Caracas 
por Monteverde150.
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146. Ver Archivo del General Miranda, Tomo XXIX, La Habana, 1950, pp. 396 y 397. Véase los 
textos en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, Madrid, 1985, pp. 207 y ss.

147. Véase Libro de Actas del Congreso de Venezuela..., op. cit., pág. 398
148. Idem, p. 400
149. Ibidem, pág. 398-399
150. Véase los documentos en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., pp. 679 y ss. Además, en José 

de Austria, Bosquejo de la Historia Militar de Venezuela, Biblioteca de la Academia Nacional 
de la Historia, Tomo I, Caracas 1960, pp. 340 y ss. (José de Austria fue contemporáneo 
del proceso de Independencia; había nacido en Caracas en 1791).

180



ALLAN R.BREWER-CARÍAS

El coronel Simón Bolívar, quien tenía a su cargo la plaza militar de 
Puerto Cabello, la perdió y, a mediados de julio antes de la Capitulación, 
comunicó los sucesos a Miranda. Entre las múltiples causas de la caída de la 
Primera República está, sin duda, la pérdida de Puerto Cabello. Monteverde 
desconoció los términos del Armisticio, y como consecuencia Miranda fue 
detenido a comienzos de agosto y Bolívar logró salir de La Guaira, a fines de 
agosto, hacia Curazao y luego a Cartagena.

Fue el 3 de diciembre de 1812 cuando se publicó en Caracas la 
Constitución de Cádiz, la cual no tuvo aplicación alguna. La misma, como es 
sabido, incluso en la Península había tenido aplicación limitada pues el país 
seguía en gran parte ocupado por los franceses y el Rey permanecía ausente; 
y cuando regresó, en 1814, fue para desconocer la soberanía de las Cortes de 
Cádiz y terminar derogando el texto constitucional.

Para la publicación en Venezuela de la Constitución, el Capitán General 
Femando Mijares le había remitido a Monteverde, desde Puerto Cabello, el 13 
de agosto de 1812,20 ejemplares del texto, con las correspondientes órdenes y 
disposiciones de las Cortes, para su publicación y observancia151. Sobre la 
publicación de la Constitución, el mismo Monteverde informó al gobierno de la 
Metrópoli sobre la desaplicación de su texto, así:

.. .si publiqué la Constitución, fue por un efecto de respeto y obediencia, 
no porque consideré a la provincia de Venezuela merecedora todavía de 
que participase de los efectos de tan benigno código'j2.

De estos acontecimientos, por lo demás, dio cuenta Simón Bolívar en su 
documento “Exposición suscinta de los hechos del Comandante español 
Monteverde, durante el año de su donación en las Provincias de Venezuela” de 
fecha 20 de septiembre de 1813:

Pero hay un hecho, que comprueba mejor que ninguno la complicidad 
del Gobierno de Cádiz. Forman las Cortes la constitución del Reino, obra 
por cierto de la ilustración, conocimiento y experiencia de los que la 
com pusieron. La tuvo guardada M onteverde com o cosa que no 
importaba, o como opuesta a sus ideas y las de sus consejeros. Al fin 
resuelve publicarla en Caracas. La publica ¿y para qué? No sólo para 
burlarse de ella, sino para insultarla y  contradecirla con hechos 
enteramente contrarios. Convida a todos, les anuncia tranquilidad, les 
indica que se ha presentado el arca de paz, concurren los inocentes

151. Véase José de Austria, Bosquejo de la Historia militar..., op. cit., Tomo I, p. 364.
152. Idem, Tomo I, p. 370.
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vecinos, saliendo muchos de las cavernas en que se ocultaban, le creen 
de buena fe y, como el fin era sorprender a los que se le habían escapado, 
por una parte se publicaba la Constitución española, fundada en los 
santos derechos de libertad, propiedad y seguridad, y por otra, el mismo 
día, andaban partidas de españoles y canarios, prendiendo y 
conduciendo ignominiosamente a las bóvedas, a los incautos que habían 
concurrido a presenciar y celebrar la publicación.

Es esto un hecho tan notorio, como lo son todos los que se han indicado 
en este papel, y se explanarán en el manifiesto que se ofrece. En la provincia 
de Caracas, de nada vale la Constitución española; los mismos españoles 
se burlan de ella y la insultan. Después de ella, se hacen prisiones sin 
sumaria información; se ponen grillos y cadenas al arbitrio de los 
Comandantes y Jueces; se quita la vida sin formalidad, sin proceso...153

En Venezuela, por tanto, la situación era de orden fáctico pues el 
derrumbamiento del gobierno constitucional fue seguido, en paralelo, por el 
desmembramiento de las instituciones coloniales. Por ello, Monteverde durante 
toda su campaña en Venezuela enl812yl813, había desconocido la exhortación 
que habían hecho las Cortes de Cádiz, en octubre de 1810, sobre la necesidad 
de que en las provincias de Ultramar donde se hubiesen manifestado 
conmociones (sólo era el caso de Caracas), si se producía el “reconocimiento 
a la legítima autoridad soberana” establecida en España, debía haber “un general 
olvido de cuanto hubiese ocurrido indebidamente”154. La reacción de los patriotas 
contra la violación por Monteverde de la Capitulación de Miranda, llevó al 
mismo Monteverde a constatar, en representación dirigida a la Regencia el 17 
de enero de 1813, que:

desde que entré en esta Capital y me fui imponiendo del carácter de sus 
habitantes, conocí que la indulgencia era un delito y que la tolerancia y 
el disimulo hacían insolentes y audaces a los hombres criminales

Agregaba su apreciación sobre “la frialdad que advertí el día de publicación 
de la Constitución y la falta de concurrencia a actos públicos de alegría”, lo que 
lo apartaron de sus intentos de gobernar con dulzura y afabilidad. Convocó a una 
Junta que, en consecuencia, ordenó “la prisión de los que se conocían adictos a la 
revolución de 1810” y se rebeló contra la propia Real Audiencia que “había 
puesto en libertad algunos mal vistos del pueblo que irritaban demasiado mi fueros”, 
ordenando a los Comandantes militares que no liberaran los reos a la justicia155.

153. Ibídem, Tomo II, pp. 111 a 113.
154. Véase el Decreto V, 15-10-10, en Eduardo Roca Roca, op. cit., p. 199
155. Véase el texto en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo IV, p. 623-625
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Por ello, el 30 de diciembre de 1812 en oficio dirigido al Comandante 
militar de Puerto Cabello, Monteverde, en desprecio del Tribunal, le ordenaba:

Por ningún motivo pondrá usted en libertad hombre alguno de los que 
estén presos en esa plaza por resulta de la causa de infidencia, sin que 
preceda orden mía, aún cuando la Real Audiencia determine la soltura, 
en cuyo caso me lo participará Ud. para la resolución que corresponde156

La Real Audiencia acusó a Monteverde de infractor de las leyes, por 
lo que decía en su representación que “se me imputa que perturbo estos 
territorios, los inquieto y pongo en conmoción, violando las leyes que 
establecen su quietud”157.

Monteverde concluyó su representación declarando su incapacidad de 
gobernar la Provincia, señalando que:

así como Coro, Maracaibo y Guayana merecen estar bajo la protección de 
la Constitución de la Monarquía, Caracas y demás que componían su 
Capitanía General, no deben por ahora participar de su beneficio hasta dar 
pruebas de haber detestado su maldad, y bajo este concepto deben ser 
tratadas por la ley de la conquista; es decir, por la dureza y obras según las 
circunstancias; pues de otro modo, todo lo adquirido se perderá158.

Los años 1813 y 1814, por tanto, en Venezuela fueron años de guerra 
total, de guerra a muerte, no habiendo tenido aplicación efectiva la Constitución 
Federal de 1811 ni la Constitución de Cádiz.

Monteverde comandaba una dictadura militar159 represiva y despiadada 
contra los que habían tomado partido por la revolución de 1810. Por su parte, la 
respuesta de los patriotas se resume en la proclamación de Simón Bolívar, 
desde Mérida, el 8 de julio de 1813:

Las víctimas serán vengadas: los verdugos exterminados. Nuestra 
bondad se agotó ya, y puesto que nuestros opresores nos fuerzan a 
una guerra mortal, ellos desaparecerán de América, y nuestra tierra 
será purgada de los monstruos que la infestan. Nuestro odio será 
implacable, y la guerra será a muerte160.

156. Véase el texto en José de Austria, op. cit., Tomo I, pp. 365 y 366.
157. Véase en J.F. Blanco y R. Azpúrua, op. cit., Tomo IV, pp. 623-625
158. Idem
159. Véase J. Gil Fortoul, op. cit., Tomo I, p. 214
160. Véase J. Gil Fortoul, op. cit., Tomo I, p. 216

183



En las Provincias de Venezuela, en consecuencia, no había Constitución 
alguna que no fuera el mando militar de realistas y patriotas. Conforme la 
guerra corría por todo el territorio Monteverde, Boves y sus seguidores, 
gobernaron con la más brutal ley de la conquista; y Bolívar y los patriotas 
gobernaron con la ley dictatorial del “plan enérgico ”, del “poder soberano” 
de quien había sido proclamado Libertador, y que, como decía Bolívar, “tan 
buenos sucesos me ha proporcionado”161.

Como lo decía el Arzobispo de Caracas, Narciso Colly y Prat en un 
Edicto Circular de 18 de diciembre de 1813, al recomendar la observancia de 
la “ley de la Independencia" adoptada el 5 de julio de 1811:

Esta ley estuvo sin vigor, mientras las armas Españolas ocuparon estas 
mismas Provincias, más al momento que vencieron las de la República, y 
a su triunfo se unió la aquiescencia de los pueblos, ella recobró todo su 
imperio, y ella es la que hoy preside en el Estado venezolano162.

Pero las Cortes de Cádiz, en todo caso, habían felicitado mediante Orden 
de 21-10-12, a Domingo Monteverde y a las tropas bajo su mando, “por los 
importantes y distinguidos servicios prestados en la pacificación de la Provincia 
de Caracas”163. Meses después el 15 de diciembre del mismo año 1812, Bolívar 
dio al público su "Memoria dirigida a los ciudadanos de la Nueva Granada por 
un caraqueño" conocida como el “Manifiesto de Cartagena”164, en la cual 
expuso las causas de la pérdida de Venezuela, entre ellas, la debilidad del régimen 
político adoptado en la Constitución de 1811.

En 1813, Bolívar inició en Cartagena, con el apoyo del Congreso de 
Nueva Granada, la "Campaña Admirable"; en mayo ya estaba en Mérida; 
el Decreto de “Guerra a Muerte” lo dictó en Trujillo en ju lio165 y entró a 
Caracas en agosto de 1813.

En su primera comunicación enviada al Congreso de la Nueva Granada 
el 8 de agosto de 1813 con el informe de la liberación de la capital de Venezuela, 
Simón Bolívar, General en Jefe del Ejército Libertador, señaló:
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161. Véase J. Gil Fortoul, op. cit., p. 221
162. J.F. Blanco y R. Azpúrua, Tomo IV, p. 726
163. Véase en Eduardo Roca Roca, op. cit., p. 81
164. Véase el texto en Simón Bolívar, Escritos Fundamentales, Monte Avila Editores, Caracas, 

1982, pp. 57 y ss.; y en Proclamas y  Discursos del Libertador, Caracas, 1939, pp. 11 y ss.
165. Véase el texto en Proclamas y  Discursos del Libertador, cit., pp. 33 a 35.
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Interin se organiza el Gobierno legal y permanente, me hallo ejerciendo 
la autoridad suprema, que depondré en manos de una Asamblea de 
notables de esta capital, que debe convocarse para erigir un gobierno 
conforme a la naturaleza de las circunstancias y de las instrucciones 
que he recibido de ese augusto Congreso166.

En el Manifiesto del día siguiente, 9 de agosto de 1813, que dirigió a sus 
conciudadanos, resumió los planes para la organización del Estado, insistiendo 
en la misma idea anterior de legitimar el poder:

Una asamblea de notables, de hombres virtuosos y sabios, debe 
convocarse solemnemente para discutir y sancionar la naturaleza del 
gobierno, y los funcionarios que hayan de ejercerla en las críticas y 
extraordinarias circunstancias que rodean a la República. El Libertador 
de Venezuela renuncia para siempre, y protesta formalmente, no aceptar 
autoridad alguna que no sea la que conduzca a nuestros soldados a los 
peligros para la salvación de la Patria167.

Ello la reiteró en una nueva comunicación al Presidente del Congreso 
de Nueva Granada, el 14 de agosto de 1813; en la cuál le indicó "la próxima 
convocatoria de una Asamblea popular, para determinar la naturaleza del 
gobierno y la Constitución del Estado", anunciándole la organización de los 
Departamentos Supremos de la Administración168. El Libertador tuvo, sin 
duda, en 1813, una obsesión por reorganizar el Estado y legitimar el poder 
supremo que había conquistado con las armas, a cuyo efecto pidió 
asesoramientos diversos sobre un Plan de Gobierno Provisorio169.

La liberación de la Provincia de Caracas, sin embargo, no significó la 
liberación de Venezuela. En todo el país la guerra continuó, y la figura de 
Boves, caudillo al servicio de los realistas, está en el centro de la tragedia de 
Venezuela en 1814170.

Coincidiendo con la brutal guerra que se sucedió en Venezuela, 
Femando VII en cuyo nombre se había producido la independencia de 
Venezuela, el 4 de mayo de 1814 anuló la Constitución de Cádiz, y los

166. Véase en Escritos del Libertador, Sociedad Bolivariana de Venezuela, Tomo V, Caracas, 
1969, p. 5.

167. Idem, p. 10.
168. Ibidem, p. 30.
169. Véase los documentos más notables en este sentido en Simón Bolivar y  la Ordenación del 

Estado, en 1813 (Estudios preliminares de Pedro Grases y Tomás Polanco), Caracas, 1979.
170. Véase Juan Uslar Prietri, Historia de la Rebelión Popular del año 1814, Caracas 1962.
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demás actos constitucionales dictados a su amparo, declarándolos “nulos y 
de ningún valor ni efecto, ahora ni en tiempo alguno, como si no hubiesen 
pasado jamás”.

En esta form a, puede decirse que por que las bases del 
constitucionalismo venezolano ya habían sido sentadas antes de la sanción 
de la Constitución de Cádiz, y porque esta no tuvo aplicación en Venezuela, 
la misma no tuvo influencia alguna en el constitucionalismo de Venezuela. 
Después de su anulación, en todo caso, siguió la guerra brutal de independencia 
de las Provincias de Venezuela, por lo que dicho texto no pudo haber tenido 
influencia alguna en el constitucionalismo posterior. Era demasiado español, 
y Venezuela había declarado la guerra a todo lo español; y por su parte, 
España le había declarado la guerra a los venezolanos, lo que se materializó 
en el hecho del envío en 1815, de la mayor expedición armada hacia América, 
compuesta por 15.000 hombres al mando del Mariscal de Campo Pablo Morillo, 
para pacificar a las Provincias de Venezuela; la cual llegó en abril de ese año 
1815 a las costas orientales del país171.

En todo caso, en las mismas filas patrióticas también se habían producido 
bandos, y el Libertador fue expulsado de Venezuela, en Oriente, en septiembre 
de 1814, luego de la emigración que dirigió de Caracas a Barcelona, con destino 
a Cartagena, donde llegó por segunda vez. El Congreso de la Nueva Granada 
lo nombró "Capitán General de los Ejércitos de la Confederación", pero los 
conflictos internos en Cartagena, lo obligaron a renunciar al mando, por lo cual, 
en mayo de 1815, salió para Jamaica.

El 6 de septiembre de 1815 escribió la célebre “Carta de Jamaica” 
(Contestación de un americano meridional a un caballero de esta isla)172, donde 
entre otros aspectos, expuso sus ideas políticas sobre el gobierno que requería 
Venezuela. Pasó a Haití, en 1816, donde lo acogió el Presidente Alejandro 
Petion; y desde Haití, realizó la "Expedición de Los Cayos" con destino a 
Venezuela, llegando a Margarita donde proclamó, de nuevo, "el gobierno 
independiente de Venezuela"; ratificándole una Asamblea, a! Libertador, la 
Jefatura Suprema del Estado y de los Ejércitos de Venezuela.

En una Proclama a los venezolanos el 8 de mayo de 1816, yahabía afirmado:

El Congreso de Venezuela será nuevamente instalado donde y cuando
sea vuestra voluntad. Como los pueblos independientes me han hecho
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171. Véase José Gil Fortoul, op. cit., Tomo I, p. 237
172. Véase en Simón Bolívar, Escritos Fundamentales, cit., pp. 82 y ss.
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el honor de encargarme de la autoridad suprema, yo os autorizo para que 
nombréis vuestros diputados en Congreso, sin otra convocación que la 
presente; confiándoles las mismas facultades soberanas que en la primera 
época de la República173.

Como muestra de las continuas disensiones entre los jefes patriotas, 
el General Mariño, segundo jefe de la expedición de Los Cayos y del Ejército, 
ratificado en la Asamblea de Margarita, junto con otros jefes militares 
reunidos en San Felipe de Cariaco el 8 de mayo de 1817, desconocieron la 
autoridad de Bolívar, y estableciendo un gobierno federal, nombrándose un 
Ejecutivo plural174.

Bolívar, quien de nuevo había ido a Haití en agosto del816,enl817 regresó 
a Venezuela, conquistó la libertad de Guayana, y en operaciones sucesivas logró el 
reconocimiento de su jefatura suprema que había sido desconocida de nuevo en el 
mencionado Congreso de Cariaco que se había reunido en mayo de 1817.

A partir de octubre de 1817 se declaró a Angostura, como capital del 
Gobierno de Venezuela y residencia provisional de las autoridades, y entre las 
primeras decisiones del Libertador deben citarse las destinadas a establecer 
las bases del sistema provisional de Gobierno. Ello lo resume en el Discurso de 
instalación del Consejo de Estado en Angostura, el Io de noviembre de 1817, en 
el cual, entre otros aspectos, señaló:

Cuando el pueblo de Venezuela rompió los lazos opresivos que lo unían 
a la nación española, fue su primer objeto establecer una Constitución 
sobre las bases de la política moderna, cuyos principios capitales son la 
división de poderes y el equilibrio de las autoridades. Entonces, 
proscribiendo la tiránica institución de la monarquía española, adoptó 
el sistema republicano más conforme a la justicia; y entre las formas 
republicanas escogió la más liberal de todas, la federal. Las vicisitudes 
de la guerra, que fueron tan contrarias a las armas venezolanas, hicieron 
desaparecer la República y con ella todas sus instituciones.

En dicho Discurso, el Libertador argumentó el porqué la guerra había 
impedido "dar al gobierno de la República la regularidad constitucional que las 
actas del Congreso habían decretado en la primera época", precisando, al 
referirse al tercer período de la República iniciado en Margarita, luego de la 
expedición de Los Cayos en 1816, lo siguiente:

173. Véase en Proclamas y  Decretos del Libertador, cit., p. 146. Véase los comentarios en José 
Gil Fortoul, op. cit.. Tomo I, p. 244

174. Véase José Gil Fortoul, op. cit., Tomo I, pp. 246-247
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En la isla de Margarita volvió a tomar una forma regular la marcha de la 
República; pero siempre con el carácter militar desgraciadamente anexo 
al estado de guerra. El tercer período de Venezuela no había presentado 
hasta aquí, un momento favorable, en que se pudiese colocar al abrigo 
de las tempestades el arca de nuestra Constitución.

Reseñó el Libertador, en ese Discurso, que por la Asamblea de 
Margarita del 6 de mayo de 1816 se había creado y nombrado "un poder 
ejecutivo bajo el título de Jefe Supremo de Venezuela. Así, sólo faltaba la 
institución del cuerpo legislativo y del poder judicial", por lo que agregaba, 
que: "La creación del Consejo de Estado debía llenar las funciones del 
poder legislativo, correspondiendo a una Alta Corte de Justicia el tercer 
poder del cuerpo soberano”175.

El Libertador además, en ese excepcional documento sobre organización 
constitucional, daba cuenta de la organización regular de las Provincias libres 
de Venezuela, mencionando a los diversos gobernadores civiles y militares de 
las mismas, y entre ellos al General Páez en las Provincias de Barinas y 
Casanare, y Monagas en la Provincia de Barcelona. Ambos ejercerían la 
Presidencia de la República décadas después.

Al año siguiente (1818) se realizó la campaña del Centro, enfrentándose 
los ejércitos Republicanos a los del General Morillo. El Libertador, en la sesión 
del Consejo de Estado del 1 de octubre de 1818, propuso la convocatoria del 
Congreso de Venezuela a fin de acelerar "la marcha de la restauración de 
nuestras instituciones republicanas", manifestando "la necesidad y la importancia 
de la creación de un cuerpo constituyente que dé al Gobierno una forma y un 
carácter de legalidad y permanencia"176.

El Consejo de Estado aprobó un "Reglamento para la segunda 
convocación del Congreso de Venezuela" que debía instalarse en enero de 
1819, y que entre otras tareas tendría la de "Tratar de Gobierno y 
Constitución”177. Realizadas las elecciones durante 1818, el Congreso de 
Angostura se instaló el 15 de febrero de 1819, y en esa oportunidad el
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175. Proclamas y  Decretos del Libertador, cit., pp. 173 y 174. Véase el Decreto de creación del 
Consejo de Estado y los otros actos constitucionales de esos años, en Allan R. Brewer- 
Carías, Las Constituciones de Venezuela, cit., pp. 223 y ss.

176. Véase Pedro Grases "Notas Editorial", en El Libertador y  la Constitución de Angostura de 
1819, Caracas, 1969, p. 7.

177. Véase el texto del Reglamento en Allan R. Brewer-Carías, Las Constituciones de Venezuela, 
cit., pp. 229 y ss.
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Libertador leyó su hermoso Discurso de Angostura en el cual expuso 
sus ideas sobre el Estado y su organización, configurándose como la 
exposición de motivos del Proyecto de Constitución que sometió a la 
consideración de dicha Asamblea178.

Se adoptó, así, la Constitución de Angostura de 1819, influida por los 
principios del constitucionalismo moderno que se habían incorporado en la 
Constitución de 1811 y las propias ideas del Libertador179, en cuya elaboración 
como es fácil deducir, no hubo influencia alguna de la Constitución de Cádiz.

178. Véase Angel Francisco Brice, Prólogo a las Actasdel Congreso deAngostura, Institutode 
Derecho Público, Caracas, 1969, pp. 9 y ss.

179. El Libertador y  la Constitución deAngostura de 1819, (ed: Pedro Grases), Prólogo: Tomás 
Polanco, Caracas 1970. Véase en general, Los Proyectos Constitucionales de Simón Bolívar, 
El Libertador 1813-1830, Caracas 1999
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